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I N TRODUCC iÓN

La presente investigación cons iste en la procedencia de l Juicio de

Amparo Directo contra las reso luciones del Tribuna l Electoral del Poder Jud icial de

la Federación que resuelve un confl icto labora l entre el Instituto Federal Electoral y

sus trabajadores.

Este proyecto en su primer capít ulo , estudia aspectos de Derecho

Constitucional, en particular, los med ios de control de la cons titucionalidad ,

resa ltando su importancia para el orde n jur ídico nacio nal, pues con su apl icación,

diversos sectores del Estado mexicano, pueden impugnar algún acto de autoridad

por considerar que su contenido o su exped ición son contr arios al texto

constitucional, porque son afectados de ilegalidad o bien, porque invaden la esfera

competencial de los órganos de gobierno.

Se hace referencia al medio de control de la constitucionalidad que

puede promover el gobernado , es dec ir, e'l juicio de amparo, que en sus diferentes

modalidades se ha convertido en un auténtico garante de la legalidad y de la

seguridad ju rídica .

Luego de estudiar las genera lidades de la investigación, se

establecen las particu laridades , que se desarrollan en el segundo capitulo, en el

cual se estudian algunas figura s del derecho del trabajo, en especial las que

regula el apartad o "B" del artículo 123 Constitucional. En este sentido , se

considera que exis ten aspectos comunes aplicables a las dos clases de relación

laboral: la de los trabajadores al serv icio de un patró n privado y las de los

trabajadores al servi cio del Estado.
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Dichos aspectos . entre otros, son la irrenunciabilidad de Jos derechos

y oblig aciones que marca la Constitución y la ley reglamentaria, así como el

interés público que dichos derechos entrañan para el Estado .

A l continuar con el desarro llo de las part icularidades en el tercer

cap itu lo. encontramos un tipo de trabajadores, los denominados de confianza; y.

en esta catego ría enco ntramos a los serv idores del Inst ituto Federal Electoral. En

este punto. se estud iará y determinará la calid ad que ostentan. sus de rechos y

obligaciones en el marco jur idico vigente, así com o las diferencias que presentan

con otros trabajadores al serv icio del Esta do.

Se procurará acla rar las posíbles ventajas y desventajas que tienen

sus derechos en virtud de sostener una relación laboral con un órgano

constitucional autónomo, e incluso, establecer si la normatívidad que los regula es

correcta o bien . inadecuada.

En este orden de ideas. en el cap ítulo cuarto se analizará la posible

procedencia del ju icio de amparo directo contra las resoluciones que dirimen las

controversias laborales de los servidores del Instituto Federa l Electora l, sus

inconvenientes y sus venta jas .

De igual manera. tomando como punto de partida el marco jurídico

vigente. se realizarán las prop uestas de reforma a diversos artículos que se

consideran las indicadas para que dichos serv idores puedan hacer válido su

derecho que consagra la fracción primera del articu lo 103 de la Const itución

Federal y puedan interponer el aludido juicio de garantías.

Finalmente. se estima conveniente establecer si es correcto que el

Tribuna l Electoral conozca las controversias entre el Instituto Federa l Electoral y

sus servidores.

I1
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CAPíTULO PRIMERO

"CONSIDERACIONES GENERALES DE lOS MEDIOS DE CONTROL DE l A
CONSTITUCIONALIDAD "

1.1 SUPREMAC íA CONSTITUCIONAL.

la Const itución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

considerada como el pacto político de la nación , es el resultado de la

manifestac ión de proyectos a satisfacer por los diversos estratos sociales

determinados que componen al Estado mexicano. Consecuencia de lo anterior

es el devenir de ciertas normas constitucionales de acuerdo a las neces idades

de la época, cuya concordancia con la naturaleza Iíberal-social del texto de

1917 ha de ser manifiesta.

No obstante lo anter ior y derivado del surgimiento y aplicación

constante de leyes que a pesar de haber sido promulgadas en concordancia

con los procedimientos establecidos en la Carta Magna , su texto es contrario a

la norma constitucional.

Previendo hipótesis de tal naturaleza, el constituyente mexicano

dispuso el acatamiento a la Carta Magna , sobre alguna disposición en contrario,

sea una ley, tratado o reglamento . El maestro Humberto Briseño Sierra

manifiesta su criterio sobre esta caracteristica del sistema constitucional

mexicano:

"En un régimen constitucional como el mexicano, el derecho

positivo se enlaza sin interrupción , dando lugar a un conjunto intercomunicado

que cabe calificar de sistema, por const ituir un conjunto congruente. la

coherencia del bloque no estriba, como sucede en la lógica, en la existencia de

unidades no contradictorias entre si, en la agrupación juridica es casi forzosa la
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discrepancia y hasta la oposicion de soluciones , pero la existencia de

mecanismos, funciones y fórmulas superiores, significa una conducción hacia

valores cuyo manten imiento confiere consistencia al sistema ."

De lo anter ior, se desprende que el orden juridico mexicano

encuentra sustento en lo establecido por el articulo 133 Constitucional, precepto

que estipula el Principio de Supremacia Constitucional , el cual, se estima

consiste en el deber de las autoridades, sean locales o federales, de emitir sus

actos con arreglo a la Constitución Federal, las leyes que de ella emanen y de

los tratados internacionales celebrados conforme a derecho.

De ahí que de este principio el legislador haya instaurado los

medios jurídicos que obligan a las autor idades al apego a la Constitución, en las

modalidades del Juicio de Amparo , Acción de Inconstitucionalidad o la

Controversia Constitucional.

A fin de delimitar la importancia en la comp rensión del principio de

la Supremacia Constitucional , ¿cuando una autoridad deja de aplicar, o bien,

aplica una norma juridica diversa a la que prevé un caso concreto por

considerarla inconstitucio nal, será acertada su actuació n?

Esta cuestión , vinculada directamente con el principio de

Supremacia Constitucional, sucede particularmente en nuestro pais y sugiere

diversas soluciones, en este sentido, un razonamien to que se estima observa el

principio a que se alude consiste en lo siguiente :

¡ BRISE ÑO SIERRA Humberto. El Co~trol Consli1:ucional del Amparo, Ed. Trillas. México. 1990. p.14 .
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1.- La autoridad, debe ceñir su actuació n de conform idad con los

principios de legalidad y de seguridad ju rídica , por lo que si dicha autoridad no

aplica una ley federal , secundaria, o un reglamento que contem ple a un caso

concreto, en observanci a a los referidos principios , el acto emitido será

violatorio de garantías.

2.- Por tanto, la autoridad únicamente debe desempeñar sus

funciones de acuerdo a la Constitución y a la ley que regule el caso concreto,

pues una vez que la autoridad respectiva ha emitido algún acto considerado

ilegal, es el particular quien tiene que interponer, en su caso, los recurso legales

que la ley respectiva otorgue, para restituirle en el goce de la posible garantía

violada, de conformidad con los artículos 103 Y 107 constitu cionales.

Se puede apreciar que las autoridades están obligadas a observar

el texto const itucional aun en contra de sus apreciac iones subjetivas , pues la

imperfección humana da lugar un sinnúmero de errores que en ocasiones son

de consecuencias jurid icas irreparables.

Es preciso mencionar que en el ejemp lo anterior se hizo referencia

al arbitrio de las autoridades y jueces de las entidades federativas , cuando

dictan resoluciones en el desempeño de sus funciones, por lo que la respuesta

al cuestionamiento planteado consiste en que cuando se advierte contradicción

entre el conten ido de la constitución y una ley, se obse rvará la ley suprema. El

siguiente criterio ejemplifica sobremanera lo anterior:

"En la nación debe existir una ley suprema; toda vez que el

congreso general y los estados, al legislar, podr ían dictar disposiciones

contradictorias, provocándose conflictos y suscitán dose constantes cuestiones y

3
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convirtiéndose la legislación en un verdadero caos . Esa ley suprema no es otra

cosa que la constitución porque el pueblo , en virtud de su soberania, asl lo ha

dispuesto, al darse determinadas instituciones políticas y porque la ley abarca

los principios que conforman las mismas instituciones . Si pues la constitución es

la ley suprema, claro está que cuando una ley secundaria o fede ral encuentra

opos ición con aquella, debe prevalecer la constitución y no tener efecto la ley

secundaria " 2

La semejanza y verosim ilitud de los dos supuestos anteriores, nos

permite ponderar la importancia que reviste la supremacía constit ucional, pues

es la guia que señala el camino a la autoridad cuando emite algún acto en el

ejercicio de sus atribuciones y asimismo, constituye el punto de partida que

permite al órgano de control constitucion al de acuerdo a los supuestos

establecidos en la ley, restablecer la plena observancia de la Carta Magna.

No obstante. un razonam iento que permite a las autoridades

aplica r o dejar de aplicar una ley por considerarla inconst itucional encue ntra su

fundamento en la válida apreciación que de una norma juríd ica realice alguna

autoridad. En el caso de los jueces de las entidades federativas, es preciso

suponer que conocen el derecho aplicable , es decir , tanto las leyes secundarias

como las normas constitucionales.

En este supuesto, las decisiones de los jueces estatales son

correctas, precisamente por la valoración que de las normas aplicables han

realizado, de lo que se puede concluir que con su actuación no podría

vulnerarse el principio de Supremacia Constituciona l. Al respecto, la

est imación que a continuación se transcribe establece que:

: CORONADO Ma !'la no~E iementos de Derecho Constitucional MexJCano, Ed. UNAM . MéXK:o, 1997, p. 233 .

4

Neevia docConverter 5.1



"Cuando el pronunciam iento interpretativo declara una norma

inconstitucional, es dec ir, uno de los significados posibles de la disposición

sometida a control, está imponiendo a los órganos jurisdiccionales (y, en

general a todos) la prohibición de utilizar la norma mencionada, pero la

sentencia no condiciona las demás interpretaciones que puedan realizarse de la

disposición enjuiciada, ya que ésta, como en toda otra sentencia interpretativa,

no es expulsada del sistema jurfdico" 3

El problema que ha surgido una vez anal izados los supuestos y

razonamientos anteriores, es el responder a satisfacción el limite en la

apreciación que de las leyes realizan los jueces de las entidades federat ivas al

resolver un asunto, pues es bien sabido que los órganos de control

constitucional también tienen que realizar una valoración de normas juridicas

ordinarias, para decidir si su texto en el caso en especifico se apega o no al de

la constituc ión, ratificando las decisiones tanto de las autoridades como de los

jueces de los estados.

Es importante mencionar que el positivismo juridico que establece

la aplicación de la ley escrita sin abundar en demasiadas interpretaciones , tuvo

su origen en la obra del filóso fo francés Montesquieu, quien afirmó que el juez

solo es la boca por la cual la ley encuentra su manifestación.

Una de ¡as criticas que podría realizarse al posit ivismo jurid ico es

que el órgano jurisdiccional no es un ser mecánico que se limita a repeti r sin

más el texto de la ley, pues su capacidad de juzgar se encontraría restringida,

pues algunas normas juridicas dejan de tener efectividad con el deveni r de una

sociedad determinada, sea por sus circunstancias materiales o históricas, de

ahi que, surjan otras nuevas o se modifiquen las anteriores.

J EZQUlAGA GANUZAS . Francisco Javier, lura Novit Curia y aphcación iudlClal del derecho, Ed. l ex Nova. Va lladolid,
2000. p.2D8

5
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Por otra parte, un sistema jurídico adolece en ocasiones de

omisiones y "lagunas" que no permiten resolver casos concretos , es en estos

casos donde la capac idad de juzgar y valorar normas jur ídicas por parte de las

autoridades y de los jueces en lo particular es más significativa. El siguiente

criterio parece confi rmar lo anterior:

"En la interpretación de los hechos, en su valoració n para la

decisión justa, el juez tiene a su disposición un vasto campo . Cuando ha de

resolver un caso no halla a veces elementos de hecho previstos en la norma ,

que son decisivos y por mucho que indague en ella , comprueba que la ley no se

refiere a ellos en conjunto. En otros casos es inevitable una apreciación

personal del intérprete si los hechos aparecen contenidos en la norma. En estos

supuestos los hechos deciden del caso y los hechos los interpreta el juez . Por la

interpretación de los hechos es como los jueces logran superar las condiciones

rigidas de la ley o su evidente injusticia que no pueden abiertamente violar. ,,.

Luego entonces , ¿cuándo podemos considerar legal la actuación

de las autoridades y de los jueces estatales, si en el ejercicio de sus funciones

consideran no aplicar una norma por considerarla inconstitucional?

Vistos los argumentos anteriores, pueden dilucidarse las

siguientes conclusio nes:

a) El surgimiento de la jerarquía de las normas jur ídicas del

Estado Mexicano, obedece a la necesidad de del imitar las esferas de aplicación

de las leyes. Por tanto, si la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos es la fuente de la cual emana toda disposición normat iva, debe

entenderse que los jueces y las demás autoridades preferirán la aplicación de la

• FE RNÁNDEZ . VICENTE Alberto. FunciO" Creadora del Juez, Ed. Abeledo Pertot. SA oBuenos Aires, Argentina,
1980. p 73
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norma const itucional a la de alguna ley federal, ley local o reglamento que la

contravenga , en virtud, precisamente de dicha jerarqula.

b) La valoración que las autoridades y los jueces estatales,

realizan con motivo de sus funciones y que se traduce en no aplicar la norma de

una ley por considerar que su texto se aleja de la constitución , no contrad ice en

absoluto la plena observancia del principio de la supremacia constitucional,

pues al consagrar dicho texto las garantías individua les y sociales de la nación ,

su observancia será preferib le, pues la finalidad del derecho es la búsqueda de

la resolución de las controversias que se susciten en las relaciones humanas

con equidad y just icia.

e) Es posible que la actuación de la multicitada autor idad estatal u

órgano jurisdiccional al no aplica r una ley secundaria por cons iderarla

inconstitucional, sea incorrecta, toda vez que los jueces y autoridades de los

estados no son órganos de co ntrol co nstitucional y no pueden emitir

declaratoria sobre la constitucionalidad de una ley, facultad que de acuerdo

con los artículos 10, 51, fracción 111 , 52, 54,55 Ydemás relativos y aplicables de

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, corresponde a dicho poder,

en ese sentido , el particular hará valer los recursos que la misma ley respectiva

contemple , para restituirle en el goce de sus derechos .

Por lo anterior y a fin de diluir cualquier duda sobre la importancia

de la supremacía constituci onal en el sistema juridico mexicano es preciso

transcribir el texto del artículo 133 constitucional, a efecto de que puedan

cabalmente comprenderse la conclusiones a que se ha hecho referencia:

7
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"Articulo.- 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la

Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la

misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con

aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión . Los jueces de

cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados a pesar de las

disposiciones en contrario que pueda haber en las Const ituciones o leyes de los

Estados"

Las autoridades y jueces locales preferirán la aplicación de la

Const itución, leyes federa les y tratados internacionales a las leyes de los

estados . siempre y cuando la ley estatal respectiva sea notoriamente

inconstitucional, no obstante . en la realidad cotidiana, es dificil que dichas

autoridades actúen en esta forma , tanto por cuestiones de carácter económico y

polít ico. hasta por falta de capacidad de los juzgadores.

Es preciso añadir que en virtud del perjuicio a la sociedad surgido

al no respetar los principios constitucionales. se restituye su observancia con

las instituciones juridicas que pueden invocar principalmente los gobernados,

pues son los que continuamente sufren arbitrariedades en su esfera de

derechos por parte del Estado .

Finalmente. ¿cómo y quien puede hacer valer la observancia de

las disposiciones de la Constitución Federal?

Se considera que es el Pode r Judicial de la Federación quien

puede consegu ir dicho propósito a través de los medios de control

const itucional , que serán motivo de análisis en el siguiente punto de nuestro

primer capitulo .

8
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1.2. MEDIOS DE CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD.

Los medios de control de la constitucionalidad pueden definirse,

en amplio sentido , como las figuras juridicas que tienen como finalidad

restablecer la observancia de las autoridades a las normas contenidas en la

Constitución Federal.

Anteriormente se afirmó la importancia del principio de

supremacía constitucional en el ordenamiento jurídico mexicano, que si bien es

cierto , fija el criterio en la observancia de las leyes, el contenido del aludido

articulo 133 Constituc ional no puede invocarse por un órgano de gobiemo o un

particular presuntamente agraviado en sus derechos , como se verá en su

momento, para que, ipso (acto, dicha ley deje de aplicarse.

Esto es así, pues la observancia de las leyes es de carácter

genera l y para hacer valer su posible inconstitucionalidad, es necesario que se

configure un acto de aplicación que conduzca a fijar el interés jurídico del

afectado en sus garantías individuales, según el caso. En este sentido se

comenta que:

"Los medios de control constitucional nacen entonces como

instrumentos para hacer efectivo el principio de supremacia constitucional, es

decir, para vigilar el cabal cumplimiento de la Norma Fundamental, o, en otras

palabras , para asegurar que el orden constitucional se actualice en el mundo

del ser.?

~ CARRANCO ZUÑIGA. Joel '1 Rodrigc Zeron (ed s.) . Ampa ro Oiredo contra leves ed . ~.ed . Pcrrúa. Mé xico, 2002 . p.
5
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En este orden de ideas, la abrogación de las leyes requiere de un

procedimiento estricto en su observancia, de ahi deriva la ausencia de

efect ividad práctica de la Supremacía Constitucional por sí misma y por tanto,

los medios de control constitucional son auténticos garantes de la legalidad. En

concreto , tenemos al Juicio de Amparo, la Acción de Inconstitucionalidad y la

Controversia constituci onal.

Una de las vías de control const itucional , de acuerdo con la

doctrina , es el conocido como el contro l difuso de la constitucionalidad, al

respecto , tenemos el siguiente comentario:

"Los sistemas de control jurisdiccional por vía de excepción , que

también suelen denominarse de control difuso, ostentan como nota relevante, el

autocontrol de la const itucionalidad, es decir, que los mismos jueces de

cualquier categoria que sean , los que, por preterición aplicativa de una ley

secundaría opuesta a la Constitución , tutelan esta en cada caso concre to

mediante la adecuación de sus decisiones a los mandamientos del Código

Fundamental.06

El control difuso, entonces , es el criterio que los jueces han de

aplicar cuando aprec ian la inconstitucionalidad de una ley en un caso conc reto,

dicho sistema es el que rige en los Estados Unidos de América y la diferencia

con el sistema juridico mexicano radica en que en este último , la

inconstitucionalidad no se hace valer "de oficio" por los jueces, como en el

cont rol difuso , sino que se reclama mediante mecanismos como el Juicio de

Amparo.

e8URGOA, ORIHUELA. 19nacio. El Juicio de Amparo. ed 29-, Ed Porrua, México, 1992. P 161.
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Por lo que respecta al Juicio de Amparo, nos remitimos a los

aspectos que se analizarán en el inciso correspondiente de este capitulo, en

obvio de inútiles repeticiones.

S610 se añadirá sobre el particular, que a pesar que algunos

estudiosos del derecho como Tena Ramirez, no consideran al juicio de amparo

como un medio de contro l constitucional en estricto sentido , en nuestra opinión

debemos considerarlo como tal; antes de exponer nuestros argumentos, es

preciso conocer el criterio del jurista Tena Ramirez:

"Si en el aspecto teórico el juicio de amparo no puede ser

considerado como una auténtica defensa de la constitucionalidad, en la

práctica, dicho juicio ha derivado , natural y lógicamente, hacia una defensa de

la simple legalidad".7

Pero el anterior criterio no es el único . Hay incluso comentarios

que, se est ima, son faltos de una auténtica est imativa jurídica, como el

siguiente :

"El juicio de amparo es hoy en día, una serie de barreras legistas

que impiden un ágil contro l consti tucional, habrá que avanza r hacia un control

menos rígido y sobre todo, con mayor amplitud que lo que hoy abarca el

amparo , es decir , habría que extender el mecan ismo hacia toda la Const itución,

sobre todo ahora. que ya se cuenta con un tribunal propiamente const itucional,

como es la Suprema Corte de Justicia de la Nación.>iI

~ TENA RAM IREZ Feepe. Pe~_Qo~ s· ~'.'-~'J' _~~~no . ed .33·.•.Ed . Porrua. Méxioo , 2000 , p. 524 .
.... 'CARVAJAL Juan Alberto . Tratado de Dere cho ConstituCIonal Teona de le¡ ConstrtuCl6n, Ed. POl11Ja. Mé XK:o. 2002 . p.

527
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Estos criterios, se considera, no podrian ser aceptables por lo

siguiente:

El amparo si es un medio de control de la constitucionalidad ,

porque implica la revisión ante autoridad del Poder Judicial de la Federación, de

los actos de las autoridades locales e incluso f~d~@Je.s .

No sólo implica la observancia de la legalidad de los actos de las

multicitadas autoridades , sino que puede ser invocado por particulares, por

personas morales sociales, como los núcleos ejidales y los sindicatos, e incluso,

por las personas morales oficiales cuando se vea afectado su patrimonio.

Finalmente , el amparo por sí mismo, no podría tutelar la

observancia de todos los preceptos const itucionales , pues hay articulos que por

su naturaleza, sólo conciernen al ámbito de la administración pública y por

ende, cuentan con sus propios mecanismos de control constitucional.

Además, el amparo fue concebid o, desde su origen, como una

institución jur idica que se hace valer para resguardar las garant ías del

gobernado, que son más susceptibles de ser vulneradas por las autoridades del

Estado .

Estos razonamientos encuentran su apoyo en las considerac iones

de quien fuera Ministro de la Suprema Corte de Just icia de la Nación, una

autoridad en la materia, me refiero a Juventino V. Castro y Castro , cuyo criterio

sobre el part icular me permito transcribir :
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"En México tenemos la tendencia a confundir al ju icio de amparo

-proceso constitucional prioritario- en el sistema total de defensa de la

constitucionalidad. Podriamos caer en el vicio de querer defender a toda la

Constitución Política mediante el juicio de amparo, distorsionando a éste , y sin

obtener ventaja mayor del obsesivo intento, y después negarnos a cambiar o

hacer evolucionar el propio amparo, y a sus instituciones, alegando que si

tocamos lo destruimos; y si asi lo hacemo s destruiríamos nuestra esencia

constitucional". 9

Ahora bien. atendiendo a lo anterior se concluye que además del

ju icio de amparo . fue conveniente la creación de otros medios de control

constitucional como la Acción de Inconstituc ional idad. la cual consiste en el

recurso que pueden hacer valer órganos legislativo s como la Cámara de

Diputados, el Senado de la República, legislaturas locales o la Asamblea

Legislativa del Distrito Federal y el Procurador General de la Repúbli ca, contra

leyes que se considera se encuentran en contradicción con la Constitución.

Por otra parte, los partidos políticos con' registro ante el IFE

podrán interponer dicho recurso contra leyes electorales.

Es preciso mencionar que las resoluciones que se emiten en estos

procedimientos no son de carácter general, a menos q Ué dichos falles sean

emitidos por lo menos con ocho votes de los ministros de la Suprema Corte de

Justic ia de la Nación.

9CASiR:J y CAS~R:J Juventm c, E' Artículo 105 ConsllluClonal ec 2ii1
• Ec, Pcrrua. Méx iCO. 1997 . p. 32
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Este aspecto, es visto como una deficiencia de los recursos que

tienen por objeto plantear la ausencia de justicia, equidad e incluso legalidad de

una ley, sin embargo, para que dicho dispositivo legal pueda ser reclamado, es

necesario que se configure un acto concreto de aplicación y en este sentido, los

asuntos a resolver tienen sus particularidades,

Por lo que respecta a la Controversia Constitucional se considera

como la institución juridica a través de la cual se cuestiona la constitucionalidad

de los actos de los poderes de la federación o de los estados entre si, así como

algunas invasiones de competencias, En este sentido :

"La fracción I del articulo 105 Constitucional reafirma las

controversias constitucionales por leyes o por actos violatorios de la

constitución (independientemente de que en ellas también pueden plantearse

invasiones de limites de competencias) En cambio , las acciones de

inconstitucional idad se dirigen contra leyes, aunque tamb ién puedan

ímpugnarse tratados internacionales"."

Por lo tanto, la Controversia constitucional como la Acción de

const itucionalidad son recursos contemplados en nuestra Const itución Politica ,

eje rcitados. entre otros, por autoridades de las entidades federativas y de la

Federación , cuando alguno de sus actos invadan la competencia de otra

autor idad, provocando asl , una incertidumbre jurídica.

En este sentido, una acción de inconstituc ionalidad , se puede

promover contra una ley que luego de 30 días siguientes a la fecha de su

UI [dern.
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publicación , se considera notoriamente inconstitucional, por ejemplo, una ley

que regule las actuaciones de un Estado encaminadas a privar de algún recurso

a la Federación por la explotación de vias de comunicación, como las

carreteras , en provecho de su erario, en virtud de consid erarse una atribución

exclusiva del Gobierno Federal, fundamentando dicha actuación en la

competencia para hacer uso de dichas facu ltades.

Por lo que respecta a la Controversia Constitucional podemos

mencionar como ejemplo la expedición de una ley en un estado que invada las

facultades de un municipio en lo que concierne a su régimen interno.

Precisado este punto, podem os concluir que efectivamente la

Constitución contempla recursos que const ituyen un medio encam inado a

preservar la legalidad que la misma consagra, no obstante que la resolución de

dichos recurso s sólo benefic ia al órgano gubernamenta l que lo promovió.

Esto es asi, pues corno se dijo anter iormente , si una ley

impugnada fuera siempre declarada inconstitucional en.términos generales,

sólo por el análisis que de ella se hizo con respecto a un asunto, nuestro

sistema juridico podría efectivamente devenir en un conjunto de normas sin

coherencia y unidad.

Aunado a lo expuesto , si nuestras leyes tienen un procedimiento

especial para ser abrogadas y sí estos preceptos no son observados, nuestro

supremo tribuna l podria invadi r las facultades del poder legislativo al invalidar

un ordenamiento en forma automática e inmedia ta.

15
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Consecuencia de lo anterior, si los casos concretos que dicha ley

regula dejan de tener una ley aplicab le, podría redundar en un ser io perjuicio

para la soc iedad, además de que seria mot ivo de responsabilidad para el

máximo tribunal del país.

Por lo anteriormente referido , es menes ter dejar asen tado las

siguientes consideraciones:

a) Los med ios de control const itucional fueron insta urados con un

mismo fin: la protecc ión y obse rvancia de las normas de la Carta Magna. Cada

recurso fue contemplado para los actos de las autoridades de acuerdo a la

naturaleza del mísmo.

b) Dicha naturaleza queda determinada en razón de las relaciones

de los entes que part icipan en la controversia . Relaciones gubernamentales que

constituye la administración pública loca l o federal , cuando prom ueven la

Cont roversia Constitucional y la Acción de Inconstituc ionalidad . Relación de

supra a subordinación cuando se trata del Estado y los part icula res, cuando

éstos promueven el juicio de amparo en sus diferente s modalidades.

Ahora bien, es necesario añadir el siguiente comen tario que

corrobora la importancia de los med ios de control constitucional:

"De esta manera y como idea provisi onal y aproximada . podemos

afirmar que la defensa de la Constitución esta integrada por todos aquellos

instrumentos jurídicos y procesales que se han estab lecido tanto para conservar

la normatividad cons titucional, como para preveni r su violación, reprimir su
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desconocimiento, y lo que es más importante, lograr el desarrollo y la evolución

de las prop ias disposiciones constitucionales". 11

Una vez que se ha precisado en que consisten los medios de

contr ol constitucional, su importancia y sus caracteristicas particu lares, es

necesa rio resaltar que en la medida en que sean mayormente comprendidos y

analizados, el sistema ju rid ico mexicano podrá ser un mecan ismo fundamental

para el mejoramiento de las condiciones socia les del pa ís.

1.3 MATERIALI DAD Y FORMALI DAD DE LAS LEYES.

El presente tema no pretende constituirse en un estudio

pormenorizado de la natura leza de la ley, pues no obstante que no es la

finalidad del presente apartado , la información que dich o tema podr ía genera r

seria muy extensa , por lo que únicamente se dete rminar á en que cons iste la

materia lidad y la formal idad de las leyes.

Es importante aclarar que las argumentaciones sob re el particular,

versarán sob re las leye s reglamen tarias, es decir, aquéllas que regulan y

amplian aspectos constitucionales, así como las leyes secundarias u ordina rias.

A part ir de este planteamiento, surge nuestro primer problema,

que bien podría ser considerada una antinomia , es dec ir, ¿acaso una ley

reglamentaria de un artículo constitucional, puede ser considerada

inconstitucional? ¿O sólo una parte de dicha ley?

1 FIX -ZAMUDIO. H éctor, Derecho Cons l l!udona' Mexicano y Comparado. ed . ~. Ed. Porrea. México. 2001. p.176
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Antes de detenninar en que consiste la materialidad y la

formalidad de leyes, es preciso responder con clar idad a dichas interrogantes,

para lo cual, me pennito transcr ibir parte del texto de l articulo 103, fracc ión 1, de

la Const itución Genera l de la República , en los siguientes términos:

"Artículo 103.- Los tribunales de la Federación resolverán toda

controversia que se suscite :

1. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantias

individuales;"

Por lo afirmado y del contenido literal del art iculo trascrito, se

puede deducir la posibilidad de reclamar la inconstitucional idad de una ley

reglamentaria. No obstante, en dicha impugnación deberán plantearse los

conceptos de violación que demuestren el agravio que produjo el acto concreto

de aplicación de una auto ridad sufrido por un part icular , para efectos de que el /

juez federal pueda restituirle en el goce de la garantía vulnerad a.

Ahora bien, Joe l Carranco y Rodr igo Zerón de Quevedo precisan este

punto :

"Si bien el articu lo 103 constitucional se refiere para distinguir

ent re la naturaleza de los actos de autoridad, y a leyes a actos , tal referencia

debe interpretarse a las primeras en su sentido amplio y no delimitado a actos

formal y materialmente legisla tivos, y a los segundos en un sentido estricto,

limitándose a aquellos que producen, mod ifican o extinguen situaciones

juridicas o de hecho , singulares, personales y concretas , pues es obv io que las

leyes como tales se constituyen en un actuar de la autoridad." 12

"CARRANCO ZUÑIGA rocen , pag 37.
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Es claro , que dicha impugnación, deberá realizarse comparando

los artículos de la ley reglamentar ia considerados inconstitucionales, con las

normas de la Constitución General de la República que contengan las garantías

individuales violadas, sean éstas de legalidad, audiencia, etc.

Es posible que un quejoso impugne de inconstitucional una ley en

su totalidad, en este supuesto y en caso de obtene r sentencia favorable, la

declaratoria de inconstitucionalidad no tiene efectos generales, sin embargo, es

preciso mencionar que en la mayoría de los casos , se impugnan únicamente

los artículos especificas de la ley reglamentaria que en virtud de su

aplicación causaron prejuicio al gobernado.

Un ejemplo de lo anterior se dio cuando la Suprema Corte de

Justicia de la Nación , se pronunció sobre la cláusula de exclusi6n por

separaci6n , es decir , el estud io de la const itucionalidad de los artículos 395 y

413 de la Ley Federal del Trabajo , que autorizan su incorporación en los

contratos colectivos de trabajo y en los Contratos ley, respectivamente.

Precisada esta cuestión, podemos defin ir en que consiste la

materialidad de las leyes, señalando primeramente lo que ent iende la Real

Academia de la Lengua Española sobre dicha acepci6n:

"Materialidad. Cualidad de material. Superficie exterior o

apariencia de las cosas' P

" DICCIONARIO DE LA LENGUA ESPAÑOLA. Tomo 11. España. Espasa-Cajpe. SA DE c.v.. 1999. pa9 1337.
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Dicha acepción es muy imprecisa por lo que corresponde a

nuestro estudio. Sin embargo , la materialidad de la ley puede referirse , en

amplio sentido, al contenido de la misma . Así, el jurista José de Jesús Gudiño

Pelayo expone al respecto:

"El término ley en sent ido materia l se aplica al acto que crea,

modifica, o extingue situaciones juridicas abstractas generales e impersonales,

las cuales no se agotan con su ejercicio "."

De lo anteriormente expuesto, podemos afirmar que las

situaciones que dan forma a la hipótesis juridica de alguna ley constituye la

mater ialidad de la misma.

Ahora bien, si la materialidad de una ley, sea ésta reglamentaria u

ordinaria, consiste en todos los supuestos que prevé y regula, podemos

establecer su importancia dentro del sistema jur idico mexicano y en lo

particular, en la constitucional idad de los actos de las autoridades del Estado

Mexícano.

Así pues, del texto de la ley y de su lectura e interpretación

armónica , se puede establecer su posible inconstitucionalidad, dicha conclusión

que habrá de ser debidamente razonada en los consíde randos de la sentencia

respectiva, siempre observara lo dispuesto por el articu lo 76 de la Ley

Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales , el cual establece:

"Artículo 76. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de

31T:parO sólo se ocuparan de los individuos particulares o de las personas

morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a

,. GUD IÑO PELAYO. José de Jesús. 1"¡mOlledO" al Ampa'o Mexica !'1Q , ec . 3- Ed. Limusa S .A de C.v.. México, 1999.
p.293
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ampararlos y protegerl os, si procediere, en el caso especial sobre el que

verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la Ley o

acto que la motivare."

Se aclara, que en el caso de la interposición del juicio de amparo ,

en sus respectivas modalidades, como se estudia rá en su oportun idad, no sólo

se reclama la inconstitucionalidad o const itucionalidad del acto reclamado, que

puede ser el contenido de una ley o no, ast tamb ién, se puede reclamar la

indebida, o no aplicación de alguna norma considerada por el quejoso de suma

importancia para la defensa de sus garantías indíviduales.

Por lo que respecta a la formalidad de las leyes, el diccionario de

la Real Academía de la Lengua Española entiende por formalidad:

"Formalidad. Exactitud, puntualidad y consecuencía en las

acciones. Cada uno de los requisitos para ejercitar una cosa. Modo de ejecutar

con la exactitud debida un acto pubüco.? "

Por lo que, sí bien es cierto que esta definición no representa

mayor complejidad, en nuestro sistema jur ídico puede tener diversas

interpretacione s. El diccionario jurídico del Instituto de Investigaciones Jurídicas

de la Universidad Nacíonal Autónoma de México, entiende por forma:

"Forma. (Requisitos externos o aspectos de expresión de los actos

jurídicos) En la teoría del negocio jurídico se entiende por forma lato sensu la

manera en que éste se realiza, asi todos los negocios tienen una forma , en

,. DICCIONARIO D~ LA LENGUA ESPAÑOLA . Tomo t. España, Espasa-Calpe. S A D~ c.v..1999. pag 985
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sent ido estricto se entiende por forma a la realización por escr ito del acto de

que se trate".16

Así pues, se observa la connotación civilista de la anterior

acepción , sin embargo, podemos deducir que la formalidad lleva implícitamente

la realización de un acto jurídico de manera escrita.

En este orden de ideas, por lo que respecta a nuestro estudio, la

fonnal idad de las leyes consis te, entonces, en los requisi tos y procedimientos

de creación de la ley que contemplan los articulos 71 y 72 de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos .

Sobre este aspecto en lo particu lar, tenemos el comentario de

Juan Alberto Carvajal, que en su obra, Tratado de Derecho Constitu cional

refiere:

"Entonces tenemos que para la ley, son iguales sus requisitos de

formación que de abrogac ión, dándonos con ello el principio de Igualdad Formal

de la Ley".17

Así las cosas, de la lectura de los aludidos artículos 71 y 72

constitucionales, tenemos que:

a) Las iniciativas de formación de las leyes en el sistem a juridico

mexicano sólo pueden ser emitidas por órganos competentes, claramente

del imitados , siendo éstos el Titular del Poder Ejecut ivo, integrantes del

Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados.

l' INST ITUT O DE I~STtGACIONES JURiDICAS. Diccionario Juridico Me xtcano. ed 13- , Ed. Pcrrúa . Mé x'co. 1999.
p 1460
r- CARVAJA L. Juan Alberto. Op C d.., pá;¡ 256 .
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b) Cada cuerpo legislativo se podrá constitui r como Cámara de

origen en asuntos exclusivos de su conocimiento, de los que por ningún mot ivo,

podrá conocer la Cámara diversa. Por ejemplo, asuntos hacendarías conocerá

en primer lugar la Cámara de Diputados y en asuntos de política exterior

conocerá primeramente el Senado de la República .

Por otra parte, el inicio de la vigenc ia de las leyes y demás

ordenamientos de carácter general se sujetará a lo dispuesto por el artículo 3°

del Código Civil Federa l, el cual dispone :

"Artículo 3. Las leyes, reglamentos, circulares o cualesquiera otras

disposiciones de observancia general , obligan y surten sus efectos tres días

después de su publicación en el periódico oficial.

En los lugares dist intos del en que se publique el periódico oficial ,

para que las leyes , reglamentos , etc., se reputen publicados y sean obligatorios,

se necesita que además del plazo que fija el párrafo anterior, transcurra un dia

más por cada cuarenta kilómetros de distancia o fracc ión que exceda de la

mitad."

As i pues , en ocasiones, la misma disposición legal estab lece la

fecha en que entrará en vigor, estableciendo así un principio de uniformidad de

la ley en cuanto a la iniciación de su vigencia, siendo esta cualidad un elemento

de forma de la norma ju ridica .

Respecto al criterio de adición, reformas , derogación o abrogación

de la ley, se seguirán los mismos criterios que para su formación , de

conformidad con lo dispues to por el inciso f) del artículo 72 de la Constitución

PolítÍ(;" (·k ',.." Fstados Unidos Mexicanos.
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Como se puede apreciar, la formalidad de las leyes es un requisito

sine qua non, pues si éstas carec ieran de disposiciones para su formación y

entrada en vigor, además de la anarquía prevaleciente. la situación devendría

en una autént ica vulneración de garantías constitucionales .

En conjunto. el estudio de la materialidad y la formalidad de las

leyes son imprescindibles para el correcto func ionamiento del orden

constitucional, máxime cuando los tribunales del Poder Judicial de la

Federación resuelven sobre su posible inconstitucionalidad.

1,4 EL JUICIO DE AMPARO.

Uno de los temas que ha sido motivo de constante anál isis y

actualizaciones es el juicio de amparo. Desde su creación en la ya famosa

Constítución del Estado de Yucatán por el jurista Manuel Crescencio Rejón y

Alcalá, hasta los actuales proyectos de una nueva Ley de Amparo, su gran

aportación al pensamiento jurídico mexicano es incuestionable.

La aportación principal de dicho medio de control constitucional

consiste, en haberse consolid ado en el instrumento del individuo en su calidad

de gobernado frente al Estado , que le permite reclamar la restitución en el goce

de alguna o algunas de las garant ías indiv iduales que consagra en su favor la

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos.

De ahi que, a diferencia de los recursos ordinaríos que prevén las

leyes en la secue la de todo procedimiento. el ju icio de amparo en sus diferentes
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moda lidades . permite reparar toda injusticia, derivada ésta de la falta de

fundamentación o motivación en la emisión de los actos de las autoridades del

Estado. incluso en aquellos actos en los que influyen circunstancias de carácter

político.

Realizar un estudio pormenorizado del juicio de amparo es una

tarea de conside rable envergadura , pues la materia de análisis es bastante

ampl ia, además de que, un solo elemento de dicho tem a da pauta a la

realización de varios textos, por lo que, para efectos de esta investigación, se

abordarán sutilmente los aspectos básicos del amparo mexicano.

Por lo que, primeramente es menester analizar la defin ición del

amparo. El diccionario de la Real Academia de la Lengua Españo la menc iona

sobre el particular:

"Amparo . Acción y efecto de ampara r o ampararse. Carta, recurso

de amparo. Persona o cosa que ampara.

Amparar. Favorecer, proteqer"."

Como puede apreciarse, dicha definición es bastante general,

tomando en consideración la complejidad, riqueza y técnica del juicio de

amparo mexicano . Por su parte, el diccionario del Instituto de Investigaciones

Jur idicas de la UNAM, dice al respecto:

"Juicio de amparo. V. Amparo. (Del caste llano ampa ro, en sentido

de proteger o tutelar los derechos de una persona). El juicio de amparo

mexicano constituye en la actualidad la última instancia impugnativa de la

.. DICCIONA'lIO DE LA LENGUA ESPAÑOLA. Tomo l. España. Espasa-Calpe. SA de C.V.• 1999. pago131.
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mayor parte de los procedimientos judiciales, admin istrativos y aún de carácter

legislativo, por lo que tutela todo el orden juridico nacional contra las violaciones

realizadas por cualquie r autoridad, siempre que esas infracciones se traduzcan

en una afectación actual, persona l y directa a los derechos de una persona

jurídica, sea individual o colectiva .

Sin embargo , debe tomarse en conside ración que el prop io juicio

de amparo surgió con el propósito esencial de proteger los derechos de la

persona humana consagrados const itucionalmente , contra su violación por

parte de las autoridades públicas: 19

La anterior afirmación nos permite acercamos a la definición de

juicio de amparo , cuya concepción, puede abordarse desde diversos puntos de

vista por los ju ristas. Ahora bien, el diccionario especializado en amparo de

Eduardo Paliares establece:

"Juicio de amparo. Se inicia siempre a petición de parte, y no de

oficio , de acue rdo a lo que previene la fracción I del artículo 107

constituciona l.. 20

Se puede apreciar que de la anterior definición se pueden inferir

dos de los principios que rigen el amparo y que por lo mismo , son estudiados

por el órgano competente a efecto de determinar la posible improcedencia del

mismo, uno, que es el principio de instancia de parte agraviada y segundo, el

principio de agravio personal y directo.

1'" INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURIOICA5 . DICcionarIOJurídico Mexicano, ed 13", Ed Porrúa México,1999,
p 157.
~ ' PALLARES , Eduardo. ptcclonario Teó rico 'i PráctICO de l JuiCIOde Ampa ro. ed. 2", Ed. Porrua. Mé xico, 1970 . p. 158.
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Dichos principios que serán estudiados brevemente en su

momento oportuno, contienen el propó sito inicial que se pretendia obtener

med iante la interposición del amparo . es decir, la protección estricta de los

derechos del individuo consagrados en la Constitución General de la República.

No obstante, este mecanismo no sólo permit ió la defensa de las

garantias individuales de la persona fisica , sino que también podia ser invocado

en lo sucesivo, por las personas jurídicas colectiva s, e incluso. por las person as

morales oficiales, siempre y cuando en este último supuesto, se vieran

afectados sus derechos patrimoniales.

El maestro Carlos Arellano García ent iende por juicio de amparo:

"El amparo mexicano es la institución jurídica por la que una

persona física o moral, denomi nada quejosa , ejercita el derecho de acció n ante

un órgano jurisdiccional fede ral o localpara reclamar de un órgano del estado,

federa l, local o municipal denominado 'autoridad responsable', un acto o ley,

que , el citado quejoso estima, vulnera las garantías individuales o el régimen de

distribución compe tencial entre Federació n y Estados, para que se le restituya o

mantenga en el goce de sus presuntos derechos, después de agotar los medios

de impugnación ordinaríos.'?'

Por su parte, el maestro Ignacio Burgoa Orihuela nos dice sobre el

part icular:

"El amparo es un JUICIO o proceso que inicia por la acción que

ejercita cualquier gobe rnado ante los órganos jurisd iccionales federales contra

: 1 ARELlANO. GARCIA. Canos. El Juicio de Amparo, ed 7D
• Ed Porrúa. México , 2001 , p. 333.
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todo aclo de autoridad (lato sensu) que le causa un agrav io en su esfera jurídica

y que considere contrario a la Constitución, teniendo por objeto invalidar dicho

acto o despojarlo de su eficacia por su inconstitucionalidad o ilegalidad en el

caso concrelo que lo origine: 22

Por lo que hace a lo dispuesto por la Ley de Amparo, ésta no

contempla una definición del juicio de amparo , únicamente señala los supuestos

de procedencia , formalidades y las autoridades competentes para conocer de

dicho juicio. Por tanto , en virtud del estudio de los anteriores conceptos y de

todo lo anteriormente expuesto , podemos deducir los elementos esenciales de

los que se compone el juicio de amparo , que son:

1.- Es una institución del sistema jurídi co mexicano.

2.-.Su fundamento se encuentra en los articulas 103 y 107

Constitucionales .

3.- Es un medio de control de la const itucionalidad junto con la

Acc ión de Inconstitu cionalidad y la Controversia Constitucional.

4 .- Por medio de su interpos ición se promueve la actividad del

órgano jurisd iccional (acción) .

5.- Su conocimiento corresponde en exclusiva a los tribunales del

Poder Judicial de la Federación, a excepción de la jurisdicción auxiliar y

concurrente.

6.- Se interpone exclusivamente contra actos de los órganos del

Estado, los cuales son denominados :"aulor idades responsables", lo cual implica

~: BURGOA ORIHUELA, Ignacio. El Jutcio ce Amparo. ec 27-, Ed. Porrúa. México. 1990 . p.l 77.
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que los beneficiarios con el fallo impugnado, sean llamados a juicio, y dicha

parte es conocida como: "tercero perjudicado",

7.- La materia de la litis de dichos juicios se limita a determinar: el

apego de un acto de la autoridad a las garantías individuales de la

Constitución General de la República, la inconstitucionalidad de una ley,

reglamento o tratado internacional, o bien, la concesión o no del amparo

con motivo del indebido ejercicio de facultades derivada de la distribución

com petencial entre Federación, Estados y el Distrito Federal.

8.- Su finalidad consisle en que por medio de la restitución en el

goce de las garantias individuales violadas al quejoso se tutele , promueva y

proteja la observancia irrestricta a las garantias individuales que consagra la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos .

Asi pues , derivado de la información obtenida, es posible, e

incluso necesario expresar una definición personal del juicio de amparo, la cual

consiste en lo siguiente:

Es una institución jurídica pertenec iente a los medíos de control

constitucional, a través de la cual, un gobernado, sea persona fisica o moral ,

impugna un acto de las autoridades del Estado. por considerar que su

conten ido o aplicación en un caso concreto es inconstitucional, con la finalidad

de que el órgano jurisdiccional competente le restituya en el goce de las

garantías individuales que estima vulneradas.
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No sólo tenemos la necesidad de conocer en que consiste el

amparo , sino que también surge la cuestión de delimita r el objeto y fines del

mismo, por lo que, en cuanto al primer aspecto , se aprecia que el objeto de

estudio del amparo es el acto de la autoridad , sea éste ley. tratado . reclamento.

norma juridica ordinaria y la aplicación que se le haya dado a dichos

dispositivos legales .

Así las cosas , los anteriores textos normativos una vez iniciada su

vigencia, pueden contener disposiciones que en sentido particular violen

garantias individuales y en consecuencia, contraríen la Constitución. Es decir,

que al no observar el contenido de alguna de las garantías constitucionales,

alteran el orden jurídico nacional.

La observación del jurista Carlos Arellano Garcia sobre este

aspecto establece lo siguiente:

"A través de las garant ias de legalidad plasmadas en los artículos

14 y 16 constitucionales, no sólo se protegen las garantías ind ividuales sino que

se tutela toda la constitución. Por la misma razón, el amparo mantiene la

legalidad pues, al violarse alguna disposición legislativa, simultáneamente se

viola la garantía de legalidad que preconizan los artículos 14 y 16

constñucionales.P

Recapitulando, el objeto primordia l del juicio de garantías lo es el

contenido mismo de los artícuios 103 y 107 Const itucionales y del artículo 1° de

la Ley de Amparo.

, . ARELLAN O GARCIA tbidem. pago317 y 318.
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Por lo que hace a la finalidad inmediata del ju icio de amparo ,

cons iste en la restitución en el goce de la garantía individual violada al

gobernado, en segundo lugar, restablecer y tutela r la observancia de la

Constitución General de la Repúbl ica.

El juicio de amparo se clasifica de acuerdo a diversos criterios que

pueden ser de acuerdo a la materia , al órgano competente o bien, de acuerdo a

la naturaleza del acto que se pretende impugnar. Por cuanto hace a éste

aspecto. tenemos que:

"Bajo el enfoque de la Ley de Amparo, el amparo se clasifica

fundamentalmente en dos sectores: El amparo ante los juzgados de distrito al

que la doctrina le llama "indirecto o biinstancial", regulado por el Título Segundo

de la Ley de Amparo, y el amparo ante la Suprema Corte de Justicia o ante los

Tribunales Colegiados de Circuito al que se le denomina doctrinal y

legalmente"amparo directo' o "amparo uniinstanc ial" y que esta regulado por el

Titulo Tercero de la Ley de Amparo. Desde el punto de vista de la materia los

amparos se clasifican en la Ley Orgánica del Poder Judic ial de la Federación ,

para la fijación de la competencia por materia, en amparos civiles , penales ,

ad.ninistrativos y laborales". 24

Este enfoque permite contemplar la complejidad y amplitud del

estudio del juicio de garantias . No obstante, pareciera que el amparo contra

leyes no encuentra una clasificación expresa , sin embargo, sabemos que la Ley

de Amparo lo contempla como un juicio de ampa ro indirecto, de acuerdo al

articulo 114 fracción I de la legislación en comento.

,• •\RFLtANO GARCiA Op CII Pag 341 Y 342.
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Se estima que uno de los criterios que define la clasificación del

juicio de amparo está contenido en la propia ley, ya que una vez que se ha

estudiado el fundamento legal se pueden determinar con exact itud, todas y

cada una de las materias sobre las que dicho juicio versará .

Por lo que respecta a la autoridad competente, ésta podrá

determin arse cuando se hayan estudiado las características del acto reclamado

y las circunstancias del caso concreto sometido a estudio.

Otro criterio de clasificación lo encontramos en Eduardo Paliares

quien manifiesta:

"Teniendo en cuenta las diferentes maneras en que la Ley de

Amparo reglamenta el juicio const ituciona l, los amparos pueden clasificarse en

los siguientes grupos:

Amparos directos uniinstanciales.

Amparos indirectos biinstanc iales.

Amparos en mater ia laboral.

Amparos agrarios.

Amparos administrativos.

Amparos penales.

Amparos penales contra actos que importen peligro de privación

de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial,

deportac i6n o destierro, o alguna de las penas prohibid as por el articu lo 22 de la

constituci6n.

Amparos contra leyes autoap licativas.

Ampa ros contra leyes heteroaplicat ivas.

Amparos contra leyes antlconst ttuclonates.r"

:. PALLARES Eduard o. Ibtclern. pag 1&4.
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Este criterio abarca las materias sobre las que se puede

interpone r amparo. Es conveniente observar que el amparo en la materi a civil

no lo menciona, pero en forma implícita se le puede ubicar en las categorías de

amparos directos e indirectos, según sea el caso . Por lo que hace a los

amparos que dir imen controvers ias fiscales, los mismos pueden englobarse

dentro de la categoría de los amparos administrativos.

Es conve niente realizar una breve referenc ia sobre los principios

que rigen el amparo. Dicho análisis será efectuado de conformidad con lo que

establezca el propio ordenamiento legal, con la finalídad de contar con los

elementos que serán necesarios conocer cuando se establezcan las

conclusion es.

INSTANCIA DE PARTE AGRAVIADA.

En ese tenor , diremos que el principio de instancia de pa rte

agraviada es la situación jurídica de una persona, que consiste en la

legitimación que ostenta para interponer el ju icio de garantlas. Cobra

importancia este principio en el supuesto del amparo contra leyes, pues los

efectos de la sentencia serán válidos para las partes que hayan intervenid o en

el mismo, lo que implica la afectación de la esfera jurídica, entre otros, del

pet icionario de garantias .

Dicho principio encuentra fundamento en el artículo 107

Constitucional fracción primera , y es de vital importancia su existencia, pues si

no se determ ina con exactitud quien reclama la protección de la justicia de la

unión, el órgano jurisdiccional no podria dar cumplimiento a lo dispuesto por el

articulo 76 de la Ley de Amparo.
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EXISTENCIA DE AGRAVIO PERSONAL Y DIRECTO.

Tiene relación con el anterior y consiste en la afectación que

resiente una persona física en su derecho subjetivo público y una persona

moral en su patrimonio, con motivo de la emisión, aplicación , expedición u

omisión de un acto de las autoridades del Estado, de las que enumeran las

fracciones del artículo 114 y los artículos 158,159 Y160 de la Ley en comento .

Su observancia también es determinante, pues si no existiere, no

podría considera rse que se haya vulnerado una garantia individual y en

consecuencia el amparo tendría que sobreseerse. Por lo que, estos principios

no admiten excepción.

RELATIV IDAD DE LAS SENTENCIAS.

Por lo que respecta al principio de la relatividad de las

sen ten cias, conocido como: "Formula Otero", hemos de afirmar que consiste

en que la sentencia del juicio de amparo no tiene efectos generales, es decir,

las conclusiones expuestas en los consíderandos sólo se ocupan de establecer

la posible inconsti tucionalidad de una ley, tratado, reglamento, o de una

sentencia etc., con respecto al caso concreto .

Este principio, es uno de los aspectos del amparo más criticado

por muchos estudiosos del derecho, precisamente porque una de sus

consecuencias es la de permitir que la ley o norma jurídica declarada

inconstituc ional siga teniendo vigencia, y por tanto, aplicación.

Ya anteriormente hemos ponderado que el procedimiento de

derogación y abrogación de las leyes es estricto, así como el resultado que se
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obtendria si en la resolución de un caso en el que una ley se declare

inconstitucional, ésta tenga efectos generales : es decir, un posible

resquebrajamiento del orden jurídico nacional.

Desde una óptica particular, este principio ha permitido que el

amparo sea técnicamente , riguroso y eficaz , limitándose al estudio de la ley en

caso concreto, pues en caso contrario, sería inconcebible que para abrogar una

ley por motivos políticos o de altos intereses , se interponga un amparo

buscando la obtención de una sentencia favorable con efectos generales.

PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO.

Significa que la litis const itucional se resolverá, tomando en

consideración los razonamientos por los que se estima que el acto reclamado

causa perjuicios en la (s) garantía (s) del quejoso , es decir , la formulación de los

conceptos de violación, asi como la legislación y jurispnudencia aplicables.

Contrariamente al carácter general de estos principios, éste si

tiene una excepción. La cual consiste en la suplencia de la queja deficiente, la

cual se limita a la actuación del órgano jurisd iccional consistente en subsanar

los errores u omisiones en los conceptos de violación o en el derecho invocado

por el quejoso.

Es de hacer notar que dicha excepción se encuentra restringida,

en los términos del articulo 76 BIS de la Ley de Amparo , que establece:

"ARTICULO 76 8IS.- Las autoridades que conozcan del juicio de

amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la
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demanda, así como de los agravios formulados en los recursos que esta Ley

establece. conforme a lo siguiente:

1. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en

leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte

de Justicia;

11. En materia penal, la suplencia operara aún ante la ausencia de

conceptos de violación o de agravios del reo;

11 1. En materia agraria, conforme a lo dispuesto en el artículo 227

de esta Ley;

IV, En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará a favor del

trabajador;

V, A favor de los menores de edad o incapaces;

VI. En otras materias , cuando se advierta que ha habido en contra

del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la Ley que lo

haya dejado sin defensa ."

Así las cosas, esta excepción sólo opera en los casos

enumerados con anterioridad. por lo que, en las demás materias , el estudio de

los conceptos de violación o agravios será de estricto derecho.

PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD.

Por lo que hace al prlnclplo de definitivldad, su observancia

permite que el juicio constitucional se interponga , siempre y cuando se hayan

agotado previamente los recursos ordinarios que contemple la ley que regule el

acto reclamado , pues mediante aquellos , se busca su revocación o
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modificación, lo cual permitirla solucionar los agravios efectuados en las

garantías del quejoso.

De este príncipio se puede deducir una excepción, pues no en

todos los supuestos que contempla la Ley de Amparo como actos reclamados,

se exige se agote un recurso previo . Tal es el caso del amparo contra leyes

auto aplicativas , que por su sola 'vigencia causa perjuicios al gobernado.

También cuando se interpone un amparo penal contra actos que importen la

privación de la vida, de acuerdo a lo dispuesto por la última parte del articu le

73, fracción XIII , el cual estipula:

"ARTiCULO 73. El juicio de amparo es improcedente :

XIII. Contra las resoluciones judiciales o de tribunales

administrativos o del trabajo respecto de las cuales conceda fa Ley algún

recurso o medio de defensa , dentro del procedimiento, por virtud del cual

puedan ser modificadas, revocadas o nuliñcadas, aun cuando la parte

agi8viada no lo hubiese hecho valer oportunamente, salvo lo que la fracción

VII del articulo 107 Constitucional dispone para los terceros extraños.

Se exceptúan de la disposición anterior los casos en que el

acto reclamado importe peligro de privación de la vida, deportación o

destierro, o cualquiera de los actos prohibidos por el articulo 22 de la

Constitución."

Por su parte , la fracción VII del artículo 107 Constitucional en su

parte conducente dispone :
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"ARTíCULO 107. Todas las controversias de que habla el articulo

103 se sujeta rán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine

la ley, de acuerdo a las bases siguientes:

VII. El amparo contra actos en juicio, fuera de ju icio o después de

concluido, o que afecten a personas extrañas al juic io. . ."

Se hace notar que los anteriores supuestos no son los únicos que

configuran una excepción al multicitado principio de definitividad, pues de un

estudio pormenorizado de las actuaciones , en ciertos casos, es posible deducir

una violación esencial del procedimiento que puede traer como consecuencia

una violación a la garantia de audiencia.

Así pues, cuando dicha violación es notoria , el que el juez de

amparo ha de conceder la protección const itucional contra dicho acto de

autoridad . Lo anterior ha sido ponderado por el ilustre jurista Juventino V.

Castro y Castro que sobre dicho particular ha man ifestado :

"En materia judicial, civil y procesal laboral , encontram os una

excepción al principio de defin itividad, en tratándose de incorrectos

emplazamientos a juicio , casos en los cuales no se exige el agotam iento previo

de los recursos legales ordinarios , para que resulte procedente fa acción de

amparo intentado contra dicho acto concu lcatorio de garantlas

constitucionales'V ''

:!I CAS TRO y CASTRO . Juvennno v., El Sistema del Derecno de A:nparo 2" ed., Ed . Porrue . MéJ(ico . 1997, pago91
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Respecto a este aspecto , el articulo 158 de la Ley de Amparo,

dispone la competencia de los Tribunales Colegiados para conocer del Amparo

Directo, donde pueden ventilarse cuestiones referidas a las violaciones al

procedimiento, que puedan trascender al resultado del fallo , en tanto que el

articulo 159 enumera los supuestos donde se consideraran violadas las leyes

del proced imiento , empero , que únicamente pueden reclamarse en la vía de

Amparo Directo .

No obstante, se estima que el comentario de Juventino V. Castro y

Castro, se refiere a los casos en que se puede interponer Amparo Indirecto,

contra actos de imposible reparación, como podria ser el caso de una privación

de la vida.

PRINCIPIO DE PROSECUCION JUDICIAL.

Finalmente, sólo queda por mencionar, el principio de

prosecución judicial, el cual establece que los juicios de garantías se seguirán

substanciando hasta su total resolución. Lo anterior obliga al órgano

jurisdiccional a que ningún amparo de su conocimiento quede sin resolverse en

un tiempo suficiente, respetando así el contenido del artículo 17 Constitucional,

por cuanto hace a la irnpartlción de justicia pronta y expedita.

1.5 EL AMPARO DIRECTO.

Por cuanto hace al estud io del ju icio de amparo directo , el

antecedente más inmediato del cual se definen sus elementos básicos, lo

tenemos en la ley de Amparo de 1919. Respecto a este texto legal se expresa

lo siguiente:
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"Quizás lo que más sobresa le de la Ley de 1919, es la total

conformación del amparo directo, de una sola instancia, ante la Suprema Corte

de Justicia, y que en los términos del artículo 30, es aquél que se promueve

contra sentencias definitivas dictadas en JUICIOS civiles o penales ,

entend iéndose por tales sentencias las que deciden el juicio en lo principal, y

respecto de las cuales las leyes comunes no conceden ya más recurso que el

de casación u otro similar". 27

Pueden apreciarse las transformaciones que ha experimentado el

amparo directo, pero en esencia, continuó previendo la realización de un nuevo

estudio de los asuntos resueltos por sentencias definitivas.

Actualmente, el amparo directo o uni-instancial , consiste en el

mecanismo legal que la ley concede al gobernado, sea persona fisica o moral ,

los que han sido partes en un juicio natural, el cual se interpone contra las

resoluciones, laudos o sentencias definitivas que ponen fin a dicho juicio en lo

principal, y de los cuales o bien no procede recurso legal alguno, o éstos han

sido agotados en su oportunidad.

Respecto Juicio de Amparo Directo, Carlos Arellano Garcia

expresa :

"A esta especie de amparo denominado amparo directo , se le

llama así en atención a que llega en forma inmediata a los Tribunales

Colegiados de Circuito, a diferencia del amparo indirecto en el que el acceso a

los citados tribunales se produce mediante a través del recurso de revisión".28

,. ASASCAL . José . Moguel Acosta Reo-ere (eds JObr. Juridq Mex...n• . ec 2' " Ed. PGR.México. 1987.
• ARELLANO GARCIA. Carlos . lde m . pag o765
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De acuerdo a lo anterior , el amparo que se tramita ante los citados

Tribuna les Colegiados será directo. esto es asi , debido a que el acto reclamado

es una resolución definitiva y cuando esta trae consecuencias de imposible

reparac ión, basta únicamente con solicita r la suspensión de la ejecución de

dicho acto , hasta que se resuelva definitivamen te el juicio constitucional.

La suspens ión del acto reclamado es efectuada por la autoridad

responsable, a diferencia del amparo indirecto en el cual dicha medida es

decretada por el juez de Distrito, excepto que con la aplicación o no de dicha

suspensión se produzca un perjuicio al interés genera l, por lo que la autoridad

responsable resolverá lo conducente atendie ndo el interés de la colectividad.

Es preciso aclarar que la literatura jurid ica en esta materia es

vasta, por lo que respecto a las características genera les del amparo directo, es

preciso tener presente su procedencia y los actos contra los que se interpone,

asi pues:

"Otra difere ncia entre el amparo directo y el indirecto estriba en

que es diferente la procedencia de ambos amparos . La regla general es que el

amparo directo opera contra la presunta inconst itucionalidad o ilegalidad de las

sentencias o laudos dictados en las materias civil, merca ntil, penal,

administrativa, fiscal, por violaciones cometidas en las sentencias o en los

laudos, o por violaciones de procedimientos impugnables hasta que se dicta

sentencia o laudo y resoluciones que ponen fin al juicio,"29

...ARE LLANO. Garete . Oc . CIt.. pag 776.
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Un atributo del juicio de amparo directo es aquella que consiste en

que los conceptos de violación que han de esgrimirse contra el acto reclamado ,

presentan una diferencia con los que se hacen valer en el amparo indirecto,

pues los primeros, por regla general expresan los agravios que causa el acto

reclamado derivado de la sentencia definitiva producto del desenvolvimiento del

procedimiento, sea que la inconst itucionalidad o ilegalidad se haya cometido en

la sentencia misma , o en el procedimiento .

Por otra parte , tratándose de los amparos indirectos, no es asl ,

pues se promueve este amparo precisamente cuando se cometen violaciones a

las garantías que contienen las formalidades esenciales del procedimiento, que

siendo violadas. sus consecuencias son irreparables.

De acuerdo a la doctr ina. los conceptos de violación en el amparo

directo consisten en:

"Los conceptos de violación que se expresan en los amparos

directos , en rigor se reducen a cuatro clases: a) violaciones por omisión, cuando

la responsable se abstiene de juzgar una o varias acciones o excepciones o

deja de analizar una o varias pruebas; b) violaciones por incongruencia, cuando

se ocupa de cuestiones no planteadas por las partes o lo hace en términos

diversos de los propuestos por éstas; e) violacione s por indebida valoración de

las pruebas aportadas al juicio; d) violaciones por dejar de aplicar la ley que rige

el caso planteado por las partes o por darle una interpretación inexacta o

eouívocada"."

Por lo que , el juicio en comento es aquél en el cual el órgano

jurisdiccional federal recurre al análisis de los casos concretos, partiendo de las

actuaciones que se han realizado, así como de los conceptos de violación y de

, SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA f-lACION. Manual~igo de Amparo. Ed. Tbeems. SA de C V .. MéxICO.
199-C , pag 570
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los alegatos vertidos por las partes, para emitir una resolución ajustada a

derecho,

Pero no en todos los asuntos sometidos a su considerac ión se

determina el estudio forzoso de la constitucionalidad de la norma , pues la

actuación del Tribunal Colegiado puede limitarse únicamente a pronunciarse

sobre la legalidad de la actuación de la autoridad responsable, Asi, cuando las

partes consideran que es necesario realizar dicho estudio, tendrán que someter

dicha cuestión al conocim iento del mencionado tribunal.

Cuando el Tribunal emite sentencia definitiva y alguna de las

partes insiste en que subsiste el problema de const itucionalidad , pueden

interponer Recurso de revisión ante la Suprema Corte de Just icia de la Nación,

cuando se presenta, entre otros, un requisito que consiste en la omisión del

tribuna l de no determina el sentido y alcance de la norma constituciona l con

base en un anál isis gramatical, histórico , lógico o sistemático, como se aprecia

de la lectura de la siguiente tesis jurisprudencial:

" REVISiÓN EN AMPARO DIRECTO. LA INTERPRETACiÓN

DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL, COMO SUPUESTO DE

PROCEDENCI A, EXISTE CUANDO A TRAVÉS DE ELLA SE DETERMINAN

EL SENTIDO Y EL ALCANCE JUR íDICOS DE LA NORMA

CONSTITUC IONAL SOBRE LA BASE DE UN ANÁLIS IS GRAMATICAL,

HISTÓRICO , LÓGICO O SISTEMÁTICO, Para determinar si en la sentencia de

un juicio de amparo directo se efectúa la interpretación direc ta de un precepto

constitucional. no basta que el Tribunal Colegiado de Circu ito lo invoque o lo

aplique en su sentencia, sino que es necesario que dicho Tribunal desentrañe y

explique el contenido de la norma constitucional, determinando su sentido y
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alcance con base en un análisis gramatical, histórico, lógico o sistemático. Por

consiguiente, si la sente ncia recurrida no contiene ninguna interpretación en

estos términos, no se da el presupuesto necesario para la procedencia del

recurso de revisión en el amparo directo." 31

De lo anteriormente mencionado, hemos visto que en dicho juicio

pueden ser susceptibles de invocarse como conceptos de vio lación actuaciones

que, si bien con la interposición de un recurso ordinario han sido motivo de

estudio , en el juicio de garantias, pueden y deben ser invocados dichos

agravios, pues si bien en el recurso ordinario no fueron modificados, esto no

significa que no se hayan vulnerado garantías individuales .

1.6 PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO DIRE CTO.

Por lo que hace a la concepción de parte, dicho contenido remite a

generalidad que señala la teoría del proceso , sin embargo, también es parte en

el juicio de amp aro, el Min isterio PÚblico Federal , en virtud de la posible

afectación sufr ida por el Estado con motivo de la interposición de l juicio de

garantías. pero principalmente su intervención se justifica para que interponga

recursos en los amparos penales, ya que la sanci ón de los delitos es de interés

público.

La función del Ministerio Público Federal consiste en interponer

los recursos que señala la ley, principalme nte en amparos pena les cuando se

reclamen resoluciones de tribunales locales, no menos cierto resulta que esta

facultad se encuentra condicionada a que la resolución que se pretenda recurrir

le cause un agravio a su representación , que es de interés público.

'. SH l.Af\ APlú JUD:CIAl DE LA FEDE!1ACIÓN. VII!·NOV. TE<.i ¡S P.1J.46/91 P. 39.
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Es decir, se requiere que con el dictado de esa sentencia se

cause una real afectación al interés público, que sólo se encuentra depositado

en la sociedad , y cuya representación tiene , por mandato const itucional, el

Ministerio Público Federal ; en consecuencia, se estima que cuando sea parte

en juicios de garantías en las que se diriman cuestiones patrimoniales o

particulares, no podrá recurrir las sentencias de amparo.

Abundando en lo que se refiere al concepto de parte , tenemos lo

siguiente:

"Parte. Dellatin pars , porción de un todo. Se denomina parte a las

personas que adquieren los derechos y obligaciones que nacen de una

determ inada relación juridica que ellos crean . Cuando asume la posición activa

se le denomina acreedo r y es deudo r cuando asume la posición pasiva.

En la relació n procesal el concepto de parte presupone la

existencia de una contienda, de un litigio , en la que las partes que intervienen

alegan cada cual su derech o.032

Esta primera concepc ión de parte es aceptada en la teoría del

proceso . No obstante , tratándose del amparo , la relación ju rídica que implica su

conocimiento y desarrollo procedimental, nace no de un acuerdo de voluntades,

como la suscripción de un contrato, sino de un acto de autoridad que carece de

fundamento legal en su emisión o aplicación .

'~ I NSTITUTO DE INVESTlGActO NES JURiOICAS Oiccionarto Juridico Mexicano ed 10· , Ed_Porrúa. MéxK:o. 1991,
p 2328.
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AsI las cosas, el argumento anterior encuentra sustento en la

apreciación siguiente:

"El acto de autoridad administrativo o judicia l es concreto para el

caso específicamente señalado en un juicio de amparo. Es verdad que ese acto

se reclama ya sea porque no se basó en una norma jurídica promulgada o se

fundó incorrectamente en ella. Pero se impugna por una persona que afirma ha

sido personalmente agraviada por el acto de aplicación de una ley. Es decir,

controvierte el apoyo o desapoyo de una ley, pero no juzga de la ley misma. La

litis en el amparo, por tanto, no examina la constitucionalidad de una ley, sino

simplemente su ajuste al caso concreto".33

Se estima, por tanto, que en el juicio de garantías las partes se

conforman por un quejoso, que es la persona fis ica o moral que considera ha

sido violada una de sus garantías individuales, la autoridad responsable, que es

el órgano del estado que emite o aplica el acto que se reclama. Por otra parte,

el tercero perjudicado es la persona fisica o moral que pretende continué y

tenga subsistencia el acto reclamado, por así convenir a sus intereses.

Finalmente, esta relación procesal se compleme nta con la

intervención del Ministerio Público Federal, ya mencionado , así como el órgano

jurisdiccional que conoce y resuelve el juicio de garantías . Es preciso hacer

notar la participación en la litis constituc ional de aquellas personas que sin ser

partes formalmente en el juicio de origen pueden interponer juicio constitucion al,

dichas personas son los terceros extraños a juicio, y con ese carácter se

convierten en quejosos.

)J CASTRO. Y CASTRO, Juventino , Op. Cit pag.32.
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Lo anterior tiene justificaci6n, pues si en un ju icio se afectan

derechos de una persona que, o no fue emplazada conforme a la ley, o bien,

durante la tramitaci6n del juicio de origen surgi6 la posibilidad de esa

afectaci6n, pero en virtud de carecer de legitimidad formal para interven ir en la

litis , no puedo manifestarse al respecto, por ende, también tiene posibilidad de

interponer amparo y constituirse en parte.

Las partes en el juicio de amparo se enuncian el articulo 5 de la

ley de la materia. Por lo que, brevemente se describirán algunos de los

elementos que integran cada concepto, pues para nuestro estudio es

conven iente delimitar los aspectos mas importantes, lo anterior debido a su

amplitud.

EL AGRAVIADO O AGRAVIADOS.

El artículo 5 de la Ley de Amparo , dispone en su fracci6n primera

que tendrán el carác ter de partes el agraviado o agraviados , que son las

personas físícas que con motivo de la emisi6n de un acto de autor idad sufren

una lesi6n en su patrimonio o en sus garantías individuales. Se incluyen a los

menores de edad, los que pueden interponer juicio de garantías por medio de

sus padres o tutores .

Por otra parte, también se considera como agraviad o, a las

personas morales de carácter privado, que con la emisi6n de los multic itados

actos de autoridad , sufren una lesi6n en su patr imonio o en sus derechos, su

actuaci6n en el juicio de garantias se realiza por conducto de apoderado legal

con poderes para pleitos y cobranzas o con poder general.
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No obstante , también pueden ser partes en el amparo, ya en el

carácte r de quejosos o de terceros perjudicados , las personas morales privadas

que persiguen la consecución de beneficios sociales, es decir, los sindicatos y

los núcleos de poblac ión ejidal. Aho ra bien, algunos sindicatos del estado, por

ejemplo deI IMSS, no puede considerarse autoridad responsable.

Finalmente, pueden tener el carácter de parte , como quejosos las

personas morales oficiales , empero , únicamente tendrán dicho carácter cuando

se atente contra su patrimonio.

AUTORIDAD RESPONSABLE.

Sigue diciendo la ley en su artículo en comento, que tendrán el

carácter de parte la autoridad o autoridades responsables , a las cuales se les

puede defin ir como los órganos del estado que emitan, publiquen o apliquen, un

acto considerado por el quejoso como inconstitucional o ilegal. Dichos actos

pueden ser leyes, decretos, reglamentos, sentenc ias o actuacion es judiciales

carentes de legalidad, y por tanto , que vulneren las garantias individuales del

gobernado.

La autoridad responsable hace acto de presencia en el juicio

const itucional rindiendo un informe denominado por la ley como justificado, el

cual expresa si es cierto el acto que se reclama , asi como los razonamientos de

dicha autoridad, por los cuales considera que su actuaci ón es ajustada a

derecho, finalmente hace valer alguna causa l de improcedencia del juic io de

garantias .
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En muchas ocasiones, es fundado el razonamiento de la autoridad

responsable, en el sentido de que el amparo impetrado es improcedente. Mas

no basta ni es decisivo que la autoridad haga valer alguna causal de

improcedencia, pues es claro que el órgano jurisdiccional de amparo se aboca

al estudio del asunto , para determinar si el quejoso incurrió en alguna de las

causales alud idas.

De lo anterior, se puede concluir que el órgano jurisdiccional no

siempre estudia el fondo del asunto, pues al decretarse la improcedencia o el

sobreseimiento, no significa que el acto de autor idad haya sido ajustado a

derecho. lo que puede traer como consecuencia la consumación de un agravio

en los derechos del gobernado.

Las autoridades responsab les deberán entonces ajustar su

actuación de acuerdo al siguiente principio:

"En nuestro concepto el derecho de amparo desarrolla

normativamente este principio ordenante: Las autoridades deben respetar,

ajustar sus aclos y aun, en ciertos casos, alentar los derechos liberta rios de la

persona , especialmente los constitucionalmente reconocidos, en forma tal que

cualquier conducta de ellas que viole esta regla prima es formal y materialmente

inválida, y los tribunales competentes deben declarar su nulidad a petición de

parte legitima y proveer lo necesario para el tota l cumplimiento de su

declaratoria ".34

~ GON GORA ?JMENTEl. Da vid. Ley de Amoaro . a' ed.. Ed. Porrua. México. 1998. pag .4
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TERCERO PERJUDICADO.

Por lo que hace a los terceros perjudicados, éstos son los

interesados en que subsista el acto reclamado, por considerar que se ajusta a

los preceptos de la constitución y que en consecuencia su emisión es legal.

Para sustentar su estimación , comparece al juicio de amparo haciendo

manifestaciones tendientes a fundamentar alguna de las causas de

improcedencia del juicio constitucional , para que el órgano jur isdiccional

competente niegue el amparo, lo declare improcedente o decrete el

sobreseimiento del mismo.

También pueden intervenir con el carácter de tercero perjudicado,

entre otros, las personas que pueden exigir la reparación del daño en virtud de

la comisión de un delito, es decir, las víctimas en la comisión de un ilícito.

MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL.

Finalmente se encuentra el Ministerio Público Federal , al que ya

se ha aludido con anterioridad. Su participación en el amparo directo se real iza

por medio de un pedimento realizado por el Tribunal Coleg iado de Circuito,

donde la autoridad a estudio, expresa su criterio respecto a la conveniencia de

otorgar o no el amparo , así también , en los casos previstos por la ley, podrá

interponer los recursos que sean necesarios para la pronta y expedita

impartición de justicia .

Podemos comentar que la litis constitucional se constituye con los

argumentos de l quejoso vertidos en los conceptos de violación y el informe

justificado de la autoridad responsable, por lo que una vez constituida ésta y

contando con las manifestaciones de las demás partes si las hay, el tribunal o
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juzgado de distrito estará en aptitud de estud iar, primero, la procedencia del

amparo y posteriormente el fondo del asunto .

1.7 IMPROCEDENCIA DEL JUICI O DE AMPARO.

El tema a desarrollar es de valiosa importancia, pues const ituye el

criter io que toma en consideració n la autoridad jurisdiccional para calificar la

procedencia del estudio del juicio const itucional. Este mecanismo es necesario,

pues de lo contrario, podrian suceder arbitra riedades en la admisión de juicios

que, podrian no ser la via adecuada para conseguir la modificación o

revocación de la reso lución que constituye el acto reclamado.

Por lo que, antes de entrar al estudio del fondo del asunto , el

órgano jurisdiccional siempre observa si el amparo es procedente, es decir, si

no incurre en alguna causal de improcedencia de las previstas en la ley de la

materia, sea por virtud de la extemporaneidad de su interposición o bien, entre

otras causas, por no agotar el principio de definitividad de las sentencias.

La improcedencia, pues, puede definirse como la situación jurídica

que impide la interposición de un recurso, funda da en mandamiento legal. Al

respecto, el maestro Góngora Pimentel expresa que:

"l,a improcedencia del juicio de amparo es de orden público. Con

esto quiere decirse que las causales de improcedencia establecidas en la ley,

en la Constitución y en la jurisprudencia, deben imped ir que el juez estudie el

asunto planteado en la demanda de amparo, porque de hacerlo se afectarían

los intereses de la sociedad. Luego se erigen como obstáculos insuperables
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que deben ser exam inados previamente y si en su caso, son opera ntes,

implican la improcedencia del juicio.,,35

Así pues, sobre el particular, se come nta lo siguiente:

a) Se aprecia que en virtud de un princip io de economia procesal,

se realiza un estud io previo del asunto, a fin de no engrosar la lista de asuntos

pendientes por resolver del Poder Judicial Federal.

b) Y lo que es más importante, se busca evitar el perjurcio que

podria sufrir la sociedad , traducido en la ausencía de seguridad juridica que

implica la inobservancia al cump limiento de los princip ios que rigen el ampa ro y

a las demás leyes que rigen el acto reclamado.

Estas causales las enumera el art iculo 73 de la Ley de Amparo,

de cuyo estudio se desprende que el juicio de garantías será declarado '

improcedente, de acuerdo a los siguientes criterios : a) de acuerdo al órgano

que emite el acto , y, b): de acuerdo al acto señalado como reclamado por el

quejoso .

Al respecto tenemos que:

Un amparo directo podrá ser impro cedente, cuando del estudio del

referido articu lo 73 de la Ley, se advierta que en virtud de la natura leza del

órgano que emite el acto, la controversia en cuestión, no pod ría resolverse en

amparo directo. En via de ejemplo, tenemos a la fracción VII del articulo 73 de

la Ley de Ampa ro. que dispone:

~~ GO NGORA . PIM EN TEL Genaro. Inlroclucción_aJ estudio del Juicio de Amparo. ed. 8-" Edit. Porrua, México, 2001 .
pag. 210.
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"ARTICULO 73.- El juicio de amparo es improcedente:

VII. Contra las resoluciones o declaraciones de los organ ismo o

autoridades en materia electoral."

Esto es así, porque se estima que no podría haber gobernabilidad

si se concede el amparo contra una elección , por lo que estas controversias se

resuelven mediante un procedimiento especial.

Ahora bien, cuando del estudio de l acto reclamado se advierta que

el quejoso no interpuso medio ordinario de defensa contra el acto señalado

como reclamado, el cual pueda modificarlo o revocarlo, se concluye que dicho

ampa ro directo es improcedente, al no dar cumplimiento al principio de

defintiYk1ad de las sentencias.
~

No obstante , hay una excepción respecto de ese supuesto , que

surge cuando se interpone amparo directo en contra de las resoluciones del

Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, pues la legislación de la materia, no

prevé recurso alguno .

Así pues, las causales de improcedencia constituyen, el punto de

part ida y de referencia para conocer y resolver un asunto y no obstante,

implican también un obstáculo cuando el quejoso , por descuido , negligencia o

por simple ignorancia, no repara en este precepto legal y aun cuando

posiblemente se hayan violado sus garantías , el juez de amparo , se ve

imposibilitado de conocer del caso concreto.
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1.8 LA JURISPRUDENCIA.

El estudio del marco ju ridico del Estado mexicano , por lo general ,

no permite .concluir que las interpretaciones que de los preceptos legales que lo

componen, sean de carácter homogéneo. Más aÚn, si consideramos el cúmu lo

de reformas que continuamente realiza el legislador, por lo que , si la norma

jurídica, para poder ser aplicada, requiere la comprensión que de ella debemos

tener para hacerla efect iva, ¿Qué referencia ha de observar el profesionista del

derecho para adquirir certeza juridica respecto de los actos j!ffidicos en los que

actúa?

Este problema desde luego , no es nuevo. Podr ia pensarse que

basta con invocar la norma para fundamentar un acto jurídico o reclamar un

derecho, sin embargo, no es suficiente , de ahi que , se estudie una institución

sin la cual la disciplina del derecho se verla incompleta, es decir, la

jurisprudencia.

El Derecho Romano contempló por primera vez a la

jurisprudencia, otorgándole un carácte r de suma importancia para la

organ ización de su sociedad , en el Digesto, Ulpiano la definió así:

"... La jurisprudencia es el conocimiento de las cosas divinas y

humanas, la ciencia de lo justo y de lo injusto . . .•36

Dicha acepción no sólo se utilizaba para denom inar de manera

genérica a la disciplina que se encargaba de ordenar un cuerpo de leyes , sino

también tenia una connotación ética y de aplicación de la justicia, conceptos de

dificil definición, y que sín embargo , const ituían la finalidad principal de la

jur isprudencia .

" JUSTINIANO . Ogesto Tomo 1, Edlt. Ahanza. Pamplona. España. 1966, pago48
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La concepción de Ulpiano , no tiene la acepción actual , pues si

bien es cierto que la jur isprudencia forma parte de la interpretac ión que de la ley

nos brindan los máximos Tribunales del país, los criter ios que contiene la

jurisprudencia son variables con el tiempo .

En cuanto al surgimiento del estudio de la jurisprudencia en el

ámbito mexicano moderno, tenemos lo siguiente:

"De 1917 a inicios de 1951, el texto const itucional no hacía

mención alguna de la ju risprudencia, sin embargo, el 19 de febrero de 1951,

durante el gobierno de Miguel Alemán Velasco, varios art ículos

constitucionales fuero n reformados , entre ellos , el 107, donde por primera vez,

en nuestra carta magna se incluyó la jurisprudencia". 37

Siendo que la jur isprudencia es una institución que ingresó a la

Constitución Federal muy recientemente , es factible, e incluso necesario, que

en torno a su apl icación surjan problemas , principalmente, por lo que hace al

órgano encargado de emitir jurisprudencia, y los límites que tíene para no crear

una nueva norma jurídica, con lo que se estaría invadiendo la función del

legislador.

Por lo que hace a esto último, la propia Suprema Corte ha

establecido que la finalidad de la ju risprudencia será el de aclarar o fijar el

sentido de la norma, más nunca el de crearlas .

No obstante, los problemas jurídicos que surgen en el seno de la

sociedad actual mexicana, no siempre encuentran solución en la ley, y si en

este supuesto se aplica jurisprudencia, no se actuaria correctamente, pues

t - SUPR Etl lA CORTE DE JUSTIClA DE LA NACION . Y...1Y..~rudencla en MexiCQ Ed SCJN, México, 2002. pag 153
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cuando en un caso no hay norma que la regule , se acude a la analogía , la

equidad, o los princip ios generales del derecho.

Nuestro concepto de jurisprudencia, entonces, puede ser el

siguiente: Institución ju ridica consistente en el criterio fijado por órgano

competente, cuya finalidad es interpretar la norma ju ridica, para fijar su correcto

sentido, en consonancia con los principios que rigen la materia de que se trate ,

de la Constitución Federa l y del orden juridico mexicano .

Puede clasificarse de acuerdo a su creación, es decir , por

reiteración de criterios, la cual consiste en cinco ejecutorias en un solo sent ido,

sin ninguno en contrario, aprobada por órgano competente, o bien, por

contradicción de tesis .

En cuanto a las tesis aisladas , aún cuando no constituyen en

estricto sentido jur isprudencia, si son criterios de importancia, pues son

precedentes que pueden en ciertos casos , fijar la actuación del juzgador.

Esta institución, por tanto , es de gran importancia para el derecho

mexicano actual, pues permite aclarar o precisar el sentido de la norma juríd ica,

cuando ésta es de dificil interpretación. Es preciso hacer notar que si bien la

finalidad de la jurisprudencia consiste en lo anter ior, hay que añadir que su

obligatoriedad la confiere la propia ley.

Precisamente, cuando se discute este aspecto, se considera que

la jurisprudencia por sí misma, no implica obligatoriedad alguna . As i tenemos

que:
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"Dentro de la doctrina clás ica, el positivismo jurid ico fue el que

mantuvo una posición extremista al considerar que el ordenamiento juridico es

completo y, por esta razón, negó a los juzgadores cualquier posibilidad de

creación del derecho. Asi , según este criterio, propio del absolutismo del

Estado, y luego del absolutismo legal, el juez tenia una sola misión espec ial:

ubicar el caso concreto en el supuesto de hecho previsto en la regla genera l y

abstracta impuesta por el legislador". 38

Como ya se ha expuesto, y si partimos de la premisa consis tente

en que una sociedad es dinámica por naturaleza, pues tiende a modificar su

estructura y formas de organización con el transcurso del tiempo, podemos

deducir que una normatividad tampoco puede permanecer siempre en los

mismos términos, pues de lo contrario quedaría rebasada y su efectividad sería

nula.

Si la normatividad queda así rebasada, el estudio del supuesto

legal sería ocioso , pues la certeza jur ídica buscada no tendria materia. Por lo

que, aun cuando el órgano jurisdiccional competente se vea impedido de crear

la norma jurídica, s i es permísible e incluso necesar io, que fije el sentido de

su aplicación .

Asi, la obligatoriedad de la jurisprudencia queda establecida en la

propia ley, que en el caso del Estado mexicano, la contempla la Ley de Amparo

en su titulo cuarto, del articulo 192 al 197-B, designando como órganos

compete ntes para crearla a la Suprema Corte de Justicia de la Nación actuando

en Pleno o en Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito por la unanimidad

de votos de los magistrados que los integren, y al Tribunal Electora l Federal.

como se verá posteriormente.

S ~PREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NAC'ON. oc. CIt, .pa9 290
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En este orden de ideas , si bien la jurisprudencia fi rme de los

Tribunales Colegiados y de la Sup rema Corte De Justicia, es de carác ter

obl igatorio, cuando al gobernado le niegan el derecho de impugnar una

resolución que considera vio latoria de garantías, aún cuando sea evidente su

procedencia constitucional, fundamenta ndo la auto ridad ta l dete rmina ción en

una jur isprudencia , se estima que el órgano competente debe de inte rrumpir

dicha obligatoriedad, pues si una norm a ordinaria no puede estar por encima de

la constitución, es dable deducir que tam poco la jurisprudencia .

Por otra parte, el procedim iento para resolver la con trad icción de

criterios jur isprudenciales , será med iante la contradicción de Tesis, como se

aprecia en el ejem plo siguiente:

"CONTRADICCiÓN DE TESI S. ES PROCEDENTE SU

DENUNCIA CUANDO LOS CRITERIOS QUE CONSTITUYEN SU MATERIA

PROVIENEN, UNO DE LA SENTENCIA EMITIDA POR UN TRIBUNAL

COLEGIADO DE CIRCUITO Y OTRO DEL AUTO DE INCOMPETENCIA

RESUELTO POR EL PLENO DE DIVERSO TRIBUNAL COLEG IADO. Es

procedente la denuncia de contra dicc ión de tesis cuando las resoluciones en las

que se contienen los criterios que se est iman contradicto rios son, por un lado ,

una sentencia dictada por un Tribuna l Colegiado de Circuito , con la que. por

ejemplo. se puso fin a un juicio de amparo directo decidiendo el fondo de la

cuestión planteada y. por otro , el auto de incompetencia dec retado por el Pleno

de otro Tribuna l Colegiado , emitido inmediatamente despu és de recibir la

deman da , intentada en la via di recta . y sus anexos en su prop ia oficialía de

partes , por el cual se cons ide ró competente a un Juez de Dist rito para seguir

conociendo del negocio. Ello , porque si bien es cierto que en casos como el

planteado una de las resoluciones en contradicción no constituye una sentencia

-resoluciones a las que expr esame nte se refiere el último párrafo del articulo

197-A de la Ley de Amparo-. sino un auto -en términos del artículo 220 del
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Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a dicha ley,

conforme a su artículo 20.-, tambié n lo es que se trata de una decisión tomada

por el Pleno del mencionado tribunal, en la que expresó colegiadamen te su

criterio en relación con la cuestión planteada ; esto es , no se trata de una simple

dete rminación de trámite, sino de una resolución que expresa la posición de un

Tribunal Colegiado de Circuito frente a una cuestión jurídica -como lo es la

improcedencia de la via directa en contra de cierta clase de resoluciones

reclamadas-, análoga a la resolución que toma un diverso órgano colegiado,

que en su calidad de tribunal, por unanimidad o mayoria de votos, decide sobre

el fondo de un juicio de amparo directo y expresa su parecer sobre cierto

problema ju rídico.,,39

En consecue ncia, se aprecian las siguientes conclusiones:

1.- La jur isprudencia es el complemento idóneo de la ley, pues

aclara su sentido y el alcance de sus disposiciones, es decir, un privilegio de los

órga nos jur isdiccionales que surge con motivo de la impartición de justicia. sin

que por ello se vulneren atribuciones del legislador.

2.- La gran diferencia entre las opiniones que sobre una norma

juridica real iza una persona y los criterios contenidos en ju risprudencia, radica

en la reflexión profunda que con motivo del eje rcicio judicial se realiza sobre un

problema práctico. cuyo producto adquiere obligatoriedad en virtud de la ley.

3 - Es inevitable que la jurisprudencia sufra modif icaciones, e

incluso queden rebasadas, ya sea por los nuevas corrientes de interpretación

del derecho, o bien, por el surgimiento de nuevos casos concretos

controvertidos. lo que implica el continuo ejercicio del pensam iento jur idico.

" SEMANA RIO JUDICIAL DE LA FEDERACION XVIII-DIC TESIS P ,. LXXXVII 2003 . P 78
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CAPíTULO SEGUNDO

" MARCO CONCEPTUAL DE lA RELACiÓN DE TRABAJO".

2.1 RELACiÓN DE TRABAJO DE ACUERDO AL ARTICULO 123

APARTADO " 8" .

Previo a los pronunciamientos correspo ndien tes al presente tema, es

preciso comentar lo siguiente:

1.- Del estud io del contenido de los art iculas 14, 16, 103, 107 Y 123

de la Const itución Polit ica de los Estados Unidos Mexicanos, se arriba a la

conclusión de que el acto de autor idad carecerá de legalidad, cuando en virtud de

su aplicació n, vulnera o restringe garantías individuales, por lo que, este criterio

se debe observar en las diversas materias que componen el derecho mexicano.

2.- Es el caso que en el derecho del trabajo, cuando se emite el .

laudo. o resolución que pone fin al ju icio, el órgano competente cons idera la

importancia del bien que dicha materia ju rídicamente protege y reglamenta, en

concordancia con los artículos constitucionales previamente referidos.

Es por lo tanto necesario conocer brevemente algunos de los

elementos fundamentales del derecho del trabajo, informa ci ón indispensable para

los órganos jurisdiccionales especializados , pues si al dictar una resolución no se

observan dichos princip ios, así como el contenido de los artículos 14, 16, 103, 107

Y 123 de la Constituc ión Política de los Estados Unidos Mexicanos, dicho acto

carecerá de legalidad y será susce ptible de impugnar en la vía de amparo.
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Así las cosas, sí aceptamos que la discip lina del Derecho puede

clasificarse de acuerdo a la materia que regula , es porque tanto los problemas

como el objeto de estudio de las mismas, tienen elementos no siempre

homogéneos, por ejemplo, si en el derecho civil se regulan instituciones del

derecho privado, necesario es que dicha rama contenga reglas de interp retac ión y

aplicación diferentes al derecho del trabajo , que por su importancia se le ubica

dentro del derecho público.

Si una materia regula relaciones entre particulares, precisando los

derechos que pueden hace~ valer ante el Estado , en tanto la otra, busca armonizar

los conf lictos entre la clase trabajadora y los detentadores de los medios de

producción, siendo en consecuencia, una materia de interés público.

La relación de trabajo, en sus inicios, llegó a considerarse parte del

derecho civil, pues implicaba la prestac ión de un servicio remunerado. A este

respecto , de la Ley Federal del Trabajo, se hace notar lo siguiente:

"El precepto de 1931 exigia que la prestación de servicios se

efectuara en virtud de un contrato de trabajo, lo que era consecuencia de la

concepción contractualista que privaba en aquella legislación. En cambio, para la

ley nueva, es suficiente el hecho de la prestación del trabajo."?

Se comenta que al no darse una separac ión definida entre la

prestac ión de un servicio de carácter privado y la subord inación a un patrón, se

dejaba en estado de indefensión al trabajador, pues es claro que al no

reconocerles dicho carácter, tampoco tendrían que reconocerles derechos y

prestaciones inherentes al mismo .

• DE LA CUEVA. Mano, El Nuevo De rechOMe xicano de j TraOiiiQ Ed. Porrua México. 1972 p 151.
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El elemento que se tomó en consideración como punto de partida ,

para hacer una diferenciación entre la relación derivada de un contrato civil y uno

laboral , determinando en consecuencia la legislación aplicable y el órgano

competente para dirimir controversias, fue el interés público .

Ya que el legislador consideró que la armonización del capital y el

elemento humano de un Estado en crecimiento económico, requería que este

tuviera como necesidad primordia l, conciliar y regular adecuadamente los posibles

conflictos en la relación obrero-patrón , previniendo , entre otras cosas , la escasa o

nula productividad .

Por lo que respecta a los derechos y prestaciones del trabajador, al

ser diferentes a los emanados de un contrato civil, atendiendo, como ya se ha

precisado , a la naturaleza del acto jurídicamente tutelado , estos se han

privilegiado al ubicarse en el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos .

Ahora bien, se estima que los elementos de la relación de trabajo ,

son los siguientes:

a) Dicha relación es de orden e interés públíco.

b) Constituye derechos irrenunciables.

e) Se considera que dicha relación pertenece a una rama autónoma,

siendo esta el derecho del trabajo, auxiliándose para su regulación , del derecho

civil y del derecho administrativo.
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d) Cuando se dirima un conflicto de intereses con motivo de una

relación de trabajo, el órgano competente procurará , suplir las deficiencias en la

queja del trabajador cuando reclame su derecho .

Del estud io del articulo 123 Constitucional, se estima que la relación

de trabajo cuenta con los elementos antes enunciados, no obstante , que a pesar

de que los derechos y prestaciones descritos en ese mecanismo legal, fueron

instituidos en base al trabajador asalariado, es decir, del elemento humano que

con el producto de su labor incrementaría el capital , obteniéndose por tanto , un

lucro .

Por lo que, los derechos y prestaciones hasta ese momento

concebidos, no comprendían por tanto, a otro tipo de trabajadores, es decir ,

aquellos que prestaban sus servicios directamente al Estado, cuyos derechos y

prestaciones tendrían que ser diferenc iables, pues en esta relación laboral no se

perseguia la obtención de un lucro.

Esta situación no fue contemplada cuando se promulgó la

Constitución de 1917. De hecho, la condición de los trabajadores al servicio del

Estado , fue regulada hasta bien entrado el siglo XX. El antecedente inmediato de

lo anterior, fueron los Estatutos promulgados en la época de Lázaro Cárdenas .

Sin embargo , fue hasta en la época del presidente López Mateas

cuando los derechos y prestaciones de los trabajadores al servicio del Estado

fueron elevados a rango constitucional, asi pues tenemos que:

"En 1960, el presidente López Mateos , inició la reforma del articulo

123 Constituciona l, para incluir dos apartados , el "A" que se refiere a las
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relaciones obrero patronales y el "B" que abarcaba las relaciones entre los

Poderes de la Unión, los Gobiernos del Distrito y de los Territorios Federales y sus

Trabajadores. Por último, en diciembre de 1963 se expidió la Ley Federal de los

Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado "B" del articulo

123 Constitucional"."

En mérito de lo expuesto, podemos afirmar que la naturaleza de los

derechos y las prestaciones de los trabajadores . es común a la relación laboral ,

sea que dicha relación encuadre en cualqu iera de los dos apartados del artícu lo

123 Constituciona l.

No obsta a lo anterior, el hecho de que, mediante el Vinculo laboral

se persigan fines dist intos, pues a pesar de que en una relación se busque

armonizar los intereses de los patrones y de los obreros, y en otra, se persiga el

adecuado funcionamiento del elemento humano del Estado , ambos tipos de

relación labora! son de orden e interés público.

Una vez estudiada brevemente la relación laboral en gene ral, nos

aboca remos a la concepción de relación de trabajo de acuerdo al apartado "B" del

artículo 123 Constituc ional, que se considera consíste en lo siguiente:

Es el vincu lo jurídico entre el Estado y sus trabajadores , cuyos

derechos y obligaciones son de carácter irrenunciable, celebrado con la final idad

de consolidar el adecuado funcionamiento económico y social del Estado.
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En nuestro país. dicha relación no empezó a regularse, sino hasta el

surgimiento del derecho laboral burocrático , cuyas normas sustantivas y adjet ivas

fueron plasmadas en la Ley Federal de los Trabajadores al Servic io del Estado,

ahora bien, respecto a esta relación de trabajo, se expone lo siguien te:

"Es indudable que la relación jurídica en mater ia laboral burocrática,

por un lado atiende a la responsab ilidad de los titulares de las dependencias y por

otro lado es una relación semejante a la laboral general en lo intrinseco -salvo en

lo relativo a la lucha de clases- y a lo administrativo en lo extrínseco.""

De lo expuesto se comenta lo siguiente:

1.- Se estima que la relación laboral burocrática no se encuentra

sujeta a un antagonismo entre el Estado y sus trabajadores, pues dicho vínculo no

persigue fines de lucro, sino el beneficio que recibe la sociedad al desempeñar el

Estado, sus funciones de carácter p úblico de forma adecuada .

L.- Lo anterior no es un motivo determinante para que la legislación

actual mexicana prohiba la formación de sindicatos de trabajadores al servicie del

Estado pues el derecho laboral, al contener principios protectores de los

trabajadores , contempla instituciones que tutelan sus derechos e intereses, como

e! sindicato y el derecho de huelga

Finalmente, es preciso agregar que la relación de trabajo, en

particular la regulada por el apartado "B' , del 123 Constitucional, constituye uno de

los principios tutelados por el derecho burocrático, complementada dicha

. "ERRA~ Sf.,. VAn l vaua nc ~ Q:"ll~:an~ Roldan I E :: ~ i L e~l! la~ió~ B.J 'ocrat.ce Federal E::. Pcr rua r¡'ex:cc 1585. ¡:'_20
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regulación por los reglamentos y leyes especiales de cada ámbito de la

administración pública .

Por lo que hace al derecho burocrático, se puede definir como :

"Es un conjunto de normas de derecho público que tienen por objeto

regular los derechos y obligaciones reciprocas, entre el Estado y sus servidores

que con base en la justicia equilibre el disfrute de las garantías sociales por parte

de los trabajad ores, con el ejercicio de las funciones de servicio público que tiene

el Estado,043.

Otra acepción, es la establecida por el maestro Alberto Trueba

Urbina y que consiste en:

"El Derecho de los Trabajadores al Servicio del Estado forma parte

del DERECHO DEL TRABAJO , por lo que las relaciones laborales burocráticas

son de carácte r social, independientemente de la función pública del Estado, que

frente a sus trabajadores representa al Estado de derecho social"."

Respecto al derecho laboral burocrático , se expresan los siguientes

comentarios:

Hay que diferenciar entre el derecho laboral burocrático y el derecho

administrativo. En el primero, se regulan derechos y obligaciones nacidos de un

vinculo de subordinación entre el trabajador y la jerarquía de funcionarios, y: el

derecho administrativo es una materia complementaria del derecho laboral

, HERRAN SALVATTI , OP . CIT P. 20
4' TRUEBA URSINA. Alberto Nuevo Derecho del Trabajo. Ed Porrua, M é XICO, 1981, p. 189.
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burocrát ico, pues contempla , entre otras cosas, la aplicación de sanciones, y en

ocasiones , el funcionario competente para aplicarlas.

Las normas administrativas son de suma importancia para las

disposiciones de carácter laboral burocrático, ya que estab lecen lo concern iente a

la aplicación de sanciones , que es competencia de las contralorias internas de las

dependencias, debido a que su aplicación deriva del estatuto que las rige, en este

caso, podemos citar a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores

Públicos .

2.2 TRABAJADOR.

En el desarrollo del presente tema, se ha mencionado de manera

constante el término "trabajador". Sin embargo, no se han expuesto de manera

fehaciente, los elementos que componen su definición, por lo que, atendiendo a lo

anterior , primeramente se expone la definición que sobre el particular contempla el

autor Euquerio Guerrero :

"Con acierto nuestra Ley actual precisó conceptos al señalar que el

trabajador debe ser una persona fisica y quiso recalcar la no diferenciación de la

actividad desarro llada para poder clasificar a un trabajador, cuando agregó que

para los efectos del precepto, se entiende por trabajo, toda actividad humana ,

intelectual y material.,,45

Este comentario hace referencia al actual artículo 8 de la Ley Federal

del Trabajo, el cual dispone la acepción de trabajador y trabajo. As i pues, los

elementos que componen la definición de trabajador, son los siguientes :

. ' GUERRERO, Euquer io. Manual del Derecho del Trabajo. ed. 2- , Ed. Porrue. México. 1998, p. 33.
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a) Se refiere a una persona física, en pleno uso de sus derechos de

acuerdo al derecho civil.

b) Para que su actividad sea reconocida por la ley, debe ejercerla de

forma Iícita.

En nuestro país, la legislación laboral, a pesar de contar con algunas

deficiencias, como la cláusula de exclusíón, por ejemplo , ha conten ido princip ios

que tienden a la protección de los derechos de los trabajadores, como el articulo

antes mencionado, que se considera trabajo , toda actividad humana,

independientemente del grado de preparación técnica del individuo, siempre y

cuando dicha actividad se encuentre apegada y arreglada a las leyes.

Es de suma importancia mencionar que el derecho colect ivo del

trabajo , parte de la base de reconocer primeramente al individuo en su calidad de

trabajad or, para regular sus conflictos cuando se reúnen y forman asociaciones,

por ejemplo , los sindicatos , por lo que; las instituciones protectoras de los

derechos laborales, consagradas en la Ley Federal del Trabajo, privileg ian tanto al

individuo trabajador, como a las personas morales reguladas por el derecho

colectivo del trabajo.

Ahora bien, se ha mencionado que los derechos laborales son de

orden público . Esto es así, pues a pesar de que regulan derechos de un individuo

persona física, el legislador consideró que el crecimiento de una nación dependía

en gran medida del impulso que tuviera la incipiente economia del país, por lo que,

el recurso humano seria de suma importancia para alcanzar tal objetivo .
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Así pues, la prevención de conflictos individuales y sociales,

derivados de la inobservancia de los derechos laborales consagrados en el

artículo 123 de la Constitución Federal, fue uno de los objetivos primordiales para

el Estado.

Los trabajadores pueden clasificarse de acuerdo a la función que

desempeñen, en este sentido tenemos a los trabajadores de base y de confianza,

que a pesar de que las funciones que desempeñen estos últimos, son de una

importancia especifica para la empresa, la protección de los derechos de las dos

clases de trabajadores es igualmente de interés público.

2.3 TRABAJADOR DE CONFIANZA.

Por lo que respecta al trabajador de confianza, diremos que se

diferencia principalmente del trabajador de base, por las funciones que realiza.

Dichas funciones se encuentran relacionadas directamente con trabajos

personales al patrón, o bien, con la administración de la empresa.

La acepción de trabajador de confianza, es explicada en términos

del siguiente comentario:

"A diferencia del sistema establecido por la antigua Ley Federal del

Trabajo, en que se deducía indirectamente la definición que hubiera de darse de

estos trabajadores, la nueva ley prefirió abordar abiertamente el caso,

sosteniéndose en la Exposición de motivos, que el concepto de trabajador de

confianza tenia gran importancia para la administración de las empresas, y que,
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en lugar de establecer una lista de los puestos que típicamente deben

considerarse de esa naturaleza, disponiendo tambié n que podían inclui rse otros

por razón de analogía, se tomo en cuenta , por una parte , los elementos que

ofician los articulas 48 y 126, fracción X, de la ley derogada , así como las tesis

sostenidas por la doctrina y por la jurisprudencia, y entonces se redactó el actual

articulo noveno, que nos dice que la categoría de trabajador de confianza depende

de la naturaleza de las funciones desempeñadas y no de la designación del

puesto.,,46

Por lo que respecta a esta opinión, se comenta que el trabajador de

confianza, puede considerarse como la persona física cuya actividad se encuentra

determinada por los órganos de dirección, ya sean trabajadores gubernamentales

o del ámbito privado.

Las dependen cias, al contar con este tipo de trabajadores , son

susceptibles de ser partes en controversias surgidas con motivo de dichas

relaciones, que en caso de conflicto. son resue ltas por un tr ibunal bien definido, es

deci r, el Tribunal Federal de Conciliación y Arbit raje.

En este orden de ideas, se ha de establecer que la relación laboral

de un trabajador de confianza al servicio del estado , no persigue como finalidad la

regulación de intereses entre el patrón y el obrero , cuando aquél busca privilegiar

el capita l. sino , el adecuado desempeño de la función pública.

Asi , el trabajador al servicio del Estado, sea de base o de confianza,

puede definirse como toda persona que presta un servicio físico, intelectual o en

ambos géneros, en virtud de nombramiento expedido por funcionar io competente

y en pleno ejercic io de sus atribuciones.

4- GUERRERO. Euqueno. Op Cit . P 43
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El procedimiento para arribar a la solución de los confl ictos en los

que participen no sólo los trabajadores que sean de confianza, sino también, los

trabajadores de base, tiene reglas comunes, algunas de las cuales , se estima , son

las siguientes:

1.- La autoridad competente, en caso de duda, cuando la ley no

señale la regulación del caso concreto, procurará el menor perjuicio al trabajador,

y;

2.- Previamente a la intervención de la autoridad laboral, se

procurará la conci liación de las partes.

A lo anterior, es aplicable el comentario del estudioso del derecho

Guillermo Cabanellas , cuyo criterio que sobre el derecho laboral argumenta , es

aplicable a la legislación laboral mexicana, el cual consiste en:

"Las normas jurídicas que emanan de la legislación laboral son

imperativas, dictadas por razones de orden público; y aun cuando puedan referirse

a intereses individuales o particulares , tienen carácter obligatorio, y no cabe su

desconocimiento o su renuncia . Tal declaración, de orden público , esta contenida

en los textos más modernos de Ibero Am éríca .?"

De este argumento se comenta lo siguiente :

a) El trabajador, en princlpío. tiene sus derechos y obligaciones

establecidos en el arti culo 123 de la Const itución General de la Republica, cuya

~ CA BANELLAS. Guillermo, TratadQ de De recho Laboral, Tomo 1, Va. 11 ., ed, 3-, Ed . Heliasta, Argentina. p.36
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observancia es obligatoria por razones de orden público, algunas de las cuales ,

han sido ya expuestas.

b) Este precepto, se ha clasificado en dos apartados , cada uno

atendiendo al objeto y a la finalidad que busca regular, el segundo de los cuales,

se refiere a los trabajadores al servicio del Estado.

c) Los trabajadores de confianza al servicio del estado, por tanto ,

tienen derechos y obligaciones sancionados por el poder público, los cuales ,

pueden ser defendidos y cuestionados ante autoridad competente , que, como ya

se dijo, es el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje.

Es necesario mencionar una diferencia de mucha importancia , entre

los trabajadores privados y los trabajadores al servicio del estado en el derecho

mexicano , de acuerdo a los siguientes antecedentes :

a) El articulo 123 Constitucional tutela por igual, los derechos de los

trabajadores .

b) Toda relación de trabajo, en principio, surge cuando una persona

física presta a otra, física o moral , un trabajo personal subordinado, el cual es toda

actividad humana, física o intelectual, independientemente del grado de

preparación técnica del trabajador.

e) La relación de trabajo, se formaliza mediante un contrato, que

puede ser individual o colectivo, según sea el caso.

Asl las cosas, una diferencia que dist ingue a los trabajadores

privados y a los trabajadores al servicio del estado, en el derecho mexicano , es

aquélla en la que, para que se considere a una persona como trabajadora estatal ,
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se le tiene que reconocer dicha calidad mediante un nombramiento expedido por

autoridad competente, que acredite la plaza o cargo en la que dicha persona se

desempeñe.

El maestro Miguel Acosta Romero, sobre el particular, opina lo

siguiente :

"No puede haber relación de trabajo entre el Estado y sus servidores ,

sin que previamente se expida el reglamento correspondiente, acorde con la ley y

las partidas presupuesta les que para ese fin tenga el gobierno, o sin que el

supuesto trabajador figure en las lista de raya de trabajadores tempora les, por

obra determinada o por tiempo fijo.'>48

Esto es asi, pues no basta que haya una persona que preste una

actividad fisica o intelectual , independ ientemente del grado de preparación

técnica, para que se le considere trabajado r al servicio del Estado, pues es claro

que esa calidad solo se le puede reconocer , cuando existe el nombramiento

respectivo . Tal es el criterio de los máximos tribunales del pals , como se aprecia

en la tesis aislada y la jurisprudencia siguientes :

" TRABAJADORES Al SERVICIO DEL ESTADO. El ARTicULO

30. DE lA lEY QUE lOS RIGE, NO CONTRAVIENE El SEGUNDO PÁRRAFO

Y APARTADO B DEL ARTíCULO 123 DE lA CONSTITUCiÓN pOlíTICA DE

lOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS . De la lectura del artículo 30. de la ley

Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, que dispone : "Trabajador es

toda persona que preste un servicio físico, intelectua l o de ambos géneros, en

virtud de nombramiento expedido o por figurar en las listas de raya de los

trabajadores tempora les.", se puede afirmar que éste regula la relación juríd ica del

4 ' ACOSTJI.. ROMERO Miguel, p erecho Burocratlco Mexicano Ed Pcrrua . México, 1990. p. 191.
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Estado con sus trabajadores, la cual nace por el nombramiento expedido por aquél

a éstos y no de la simple prestación de servicios, porque el Estado no celebra

contratos de trabajo con sus servidores, sino únicamente les confiere

nombramientos, sin que dichos presupuestos limiten en modo alguno el derecho

que tiene toda persona al trabajo digno y socialmente útil que consagra el artículo

123 constitucional , porque el legislador Constituyente, al establecer en su segundo

p árrafo la frase : "El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes

deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales reqírán: ... B. Entre los Poderes

de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajado res...", facultó

expresamente al legislador ordinario para que estableciera 19s requisitos a fin de

ser considerado como trabajador al servicio del Estado....9

"TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO , NO ES

PRESUMIBLE LA RELACiÓN LABORAL DE. En el trabajo burocrático, la

calidad de trabajador se adquiere por la expedición de un nombramiento o bien

por inclusión en las listas de raya de trabajadores temporales, según texto del

articulo tercero de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado , por lo

que no puede ser presumible la relación laboral en los términos de los artículos 20

y 21 de la Ley Federal del Trabajo que. adem ás, no pueden tener aplicación

supletoria al caso por no estar contemplada en la ley burocr ática la figura juríd ica

de la presunción de la relación laboral.. 50

Los criterios anteriores son de importancia fundamental , pues en

base a la diferenciación entre trabajador privado y el trabajador al servicio del

Estado , es posible deducir tanto los derechos y obligaciones de trabajadores y los

patrones, a mas de ello, se puede determinar con exactitud, la autoridad

competente para dirimir alguna posible controversia que pueda suscitarse con

motivo de una relación de trabajo.

•, SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION. XVII P 1' 50.
, SEMANAR IO JUD ICIAL DE LA FEDERACION. VIII. P S07.
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2.4 EL TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACiÓN Y ARBITRAJE.

El Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, es la autoridad

encargada de dirimir las controversias surgidas entre el Estado y uno de sus

trabajadores , o entre el Estado y coaliciones de trabajadores, o entre un trabajador

y una coalición de trabajadores , como es el caso de los sindicatos y la cláusula de

exclusión.

Por lo que a este punto respecta, los siguientes comentarios

permiten comprender su composición :

"El Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje , ejerce una

jurisdicción especia lizada, no siendo por tanto un Tribunal Especial , ya que

preexiste al conflicto y no se agota una vez resuelto este. Es un tribunal autónomo

en cuanto a su función, ejerciéndola de manera colegiada, tanto en pleno como en

sa las.'?'

En el sistema juridico mexicano, la existencia de tribunales

especiales se encuent ra prohibida por la Constitución, pero, el tribunal federal, no

puede considerarse como un tribunal especial en el sentido en el que se

estableció en el artículo 13 Constitucional.

Así es, pues el tribunal especia l prohibido, se crea únicamente

cuando se juzga a una persona determinada , para luego desaparecer. Como se

aprec ia, las controversias del orden laboral burocrático, son de carácter continuo,

e- HERRAN SALVAn!. Ma nano y Quintana Holean, Op e lt p 94

75Neevia docConverter 5.1



es decir, surgen con el desenvolvimiento mismo de la sociedad mexicana, que no

esta exenta de padecer de conflictos de intereses.

Uno de los problemas previos al conocimiento y resolución de un

conflicto laboral, es determinar a la autoridad competente. Pues en la práctica

juridica, es muy usual que el trabajador que se considera afectado por un acto

emitido por el órgano superior jerárquico, recurra al multicitado tribunal federal , no

obstante, el acto emitido puede ser de naturaleza diversa a la materia laboral.

Entre los principales actos que no son del conocimiento del Tribunal

Federal de Conciliación y Arbitraje , se encuentran los siguientes:

a) Actos de carácter administrativo, como las sanciones ,

amonestaciones, etc.

b) Actos de carácter fiscal, como la Imposición de multas.

Así pues , es muy común que un trabajador burocrático, sea por

desconocimiento o mala fe, acude al referido tribunal federal, aun cuando el acto

emitido no se encuentre comprendido dentro de la materia laboral. Pues las

sanciones de las contralorías, que pueden consist ir en suspensiones sin goce de

sueldo o multas, se fundamentan , por lo general , en:

a) Los Estatutos y . reglamentos correspondientes a cada

dependencia .
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b) La Ley Federal de las Responsabilidades de los Servidores

Públicos.

Por lo que, para determinar a la autoridad competente para resolver

estas cuestiones, debe atenderse al acto de autoridad emitido por el 6rgano o

superior jerárquico de la dependencia . Es importante, para comprender en su

contexto este último aspecto, revisar las siguientes jurisprudencias:

"SERVIDORES PÚBLICOS. SU RESPONSABILIDAD

ADMINISTRATIVA SURGE COMO CONSECUENCIA DE LOS ACTOS U

OMISIONES PREVISTOS EN LA LEGISLACiÓN QUE RIGE LA PRESTACiÓN

DEL SERVICIO PÚBLICO Y SU RELACiÓN CON EL ESTADO . La

responsabilidad administrativa de los servidores públicos surge como

consecuencia de los actos u omisiones -que se 'deñnan ya sea por la propia

legislaci6n bajo la cual se expidi6 el nombramiento del funcionario, la ley que rige

el acto que se investig6, o bien, por las que se contemplan en la Ley Federal de

Responsabilidades de los Servidores Públicos- pues, de no considerarse asi ,

bastaria que el ordenamiento juríd ico respectivo no previera las obligaciones o

deberes que a cada funcionario le corresponden , para dejar impunes prácticas

contrarias a la legalidad, honradez, imparcialidad, economía y eficacia que

orientan a la administraci6n pública y que garantizan el buen servicio público, bajo

el principio unitario de coherencia entre la actuaci6n de los servidores públicos y

los valores constitucionales conducentes, sobre la base de un correlato de

deberes generales y la exigibilidad activa de su responsabilidad . Tan es asl que la

propia Constituci6n Federal , en su articulo 109, fracción 111, párrafo primero,

dispone que se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por

los actos u omisiones que afecten la legalidad , honradez, lealtad, imparcialidad y

eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o

comisiones, lo que constriñe a todo servidor público a acatar y observar el

contexto general de disposiciones legales que normen y orienten su conducta , a
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fin de salvaguardar los principios que la propia Ley Fundamenta l estatuye como

pilar del Estado de derecho, pues la apreciación de faltas implica constatar la

conducta con las normas propias o estatutos que rigen la prestación del servicio

público y la relación laboral y administrativa entre el servidor público y el Estado ,,,S2

"TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. ES

IMPROCEDENTE LA VíA LABORAL PARA DEMANDAR LA REINSTALACiÓN

O LA INDEMNIZACiÓN CUANDO LA DESTITUCiÓN, CESE O SUSPENSiÓN

CONSTITUYE UNA SANCiÓN POR FALTAS ADMINISTRATIVAS. Es

improcedente la vía laboral para demandar la reinstalación, o bien , la

indemnización de ley por despido o suspensión injustificados, cuando este desp ido

o suspensión constituyen una sanción impuesta al servidor público por faltas

administrativas , en virtud de que en este supuesto no se está frente a un acto del

patrón Estado que suspende o despide a un trabajador en los términos de la Ley

Federa l de los Trabajadores al Servicio del Estado ; estrictamente , no existe un

acto de naturaleza laboral que genere un conflicto entre el trabajador y el patrón

Estado , sino que se trata de la suspensión o destítución como sanción

administrativa impuesta por el Estado por faltas de carácter administrativo

conforme a lo previsto en el titulo cuarto de la Constitución denominado "De las

Responsabilidades de los Servidores P úblicos" y en la Ley Federal de

Responsabil idades de los Servidores Públicos, que reglamenta dicho título . Si bien

las acc iones de reinsta lación y pago de salarios caídos pers iguen finalidades

esencialmente iguales, tanto en el ámbito asimilado al laboral que es propio de los

burócratas , como en el ámbito administrativo que acaba de señalarse, no deben

confundirse entre sí, porque reconocen génesis juridicas diferentes, ya que la

primera se halla fincada en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del

Estado (en competencia federal) , oen las leyes locales que rigen las relaciones

entre los Estados y Municipios con sus servidores (en la esfera estatal), mient ras

que la segunda deriva de la aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades de

., SEMANA RIO JUDICIAL DE LA FEDERACiÓN, XVII, p . 1030.
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los Servidores Públicos o de las leyes locales respectivas . La distinción es

fundamental y de gran trascendencia , porque reconociendo ambos regímenes

normativos -el asimilado al laboral y el admin istrativo- , diferentes causales de

suspensión y remoción, distintos procedimientos y díferentes defensas, las

acciones a que dan lugar no pueden, válidamente, confundirse, porque no son

optativas ni intercambiables, de tal manera que cada una sigue su propio curso.

Por tanto, aunque a través de una acción laboral se demande la reinstalación , el

pago de salarios caídos o aun la indemnización , alegando despido injustificado , si

la suspensión o el cese constituyen una sanción administrativa , la vía laboral es

improcedente porque no se trata de un acto laboral sino administrativo: tanto es

así, que los tribunales del trabajo no podrian decídir sobre la procedencia de las

prestaciones laborales exigidas , sin examinar y decidir sobre la legalidad de la

sanción administrativa , lo cual queda fuera de su competencia material.,,53

De conformidad con lo expuesto, para determinar la autoridad

competente en asuntos de índole laboral burocrática , es necesario atender los

siguientes elementos:

a) La naturaleza del acto,

b) La ley que fundamenta dicho acto, y

e) La autoridad emisora.

Se estima que para determinar la autoridad competente para

resolver un conflicto de intereses en materia burocrática, en primer lugar es

necesario estudiar la naturaleza del acto que el trabajador reclame , pues en

ocasiones los órganos de las dependencias encargados de imponer sanciones,

tienen un carácter administrativo.

., SEMANAR IO JUDICIAL DE LA FEDERACiÓN. IX. p. 257.
ESTA TESIS NO SArA!.
DE LA JUHJ :crrF/ r
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2.5 NATURALEZA DEL TRIBUNAL.

Se ha mencionado que el Tribunal Federal de Concil iación y

Arbitraje , es el órgano especializado que conoce y resuelve los conflictos

derivados de la relación laboral consagrada en el apartado "B" del articulo 123

constitucional , sin embargo , aun no se ha mencionado cual es la naturaleza

jurídica de este tribunal.

El primer problema que surge al momento de determinar su

naturaleza jurídica, es decir , establecer su posición dentro de la esfera del Estado

Mexicano, pues es claro que no pertenece al Poder Judicial. Así pues, la

Constitución Federal prevé a dicha autoridad en la fracción XII del apartado "B" del '

artículo 123 Constitucional , dicho precepto nos remite a la ley reglamentaria.

Por lo que, respecto a la naturaleza del tribunal, la doctrina nos dice:

"En función a su naturaleza , a diferencia de las Juntas de

Conciliación y Arbitraje, el representante del Gobierno Federal, no viene a ser el

presidente de al Sala, sino que este Magistrado Tercer Árb itro es designado de

común acuerdo entre el representante del Gobierno y el representante de los

trabajadores , que a su vez, es nombrado por la Federación de Sindicatos de

Trabajadores al Servicio del Estado."S4

Por lo que hace a esta opinión, se expresa lo siguiente:

~ HERRAN SALVATTI, lbidem p.94
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La imparcialidad y la objetividad , son cualidades que deben acatar

los órganos encargados de administrar justicia , con la finalidad de que en lo

sucesivo, se emitieran resoluciones conforme a las leyes aplicables al caso

concreto, esto permite inferir que el legislador quiso establecer, al distribuir la

integración del tribunal en representantes del gobierno y de los trabajadores, un

estudio de la controversia que no diera lugar a dudas sobre su legalidad.

Es decir, los intereses de los trabajadores y del gobierno tienen que

estar debidamente representados, para evitar cualquier arbitrariedad e injusticia al

momento de que el órgano competente emita sus resoluciones , pues al ser

inevitable el surgimiento de conflictos dentro de la administración publica, estos

deben estudiarse y resolverse procurando la equidad y protección del bien jurldico

tutelado, que en este caso es la relación de trabajo.

Dicho órgano especializado , entonces , es un tribunal autónomo, el

cual recibe para su funcionamiento un presupuesto de la Federación , cuya

responsabilidad no solo se limita a resolver los conflictos entre los trabajadores y

el Estado, sino los conflictos entre un sindicato y una dependencia , así como

problemas intersindicales; además de considerar las Condiciones Generales de

Trabajo, en términos de la ley respectiva.

A pesar de que las determinaciones de dicho tribunal, de acuerdo

con la ley, no son recurribles, siempre y cuando causen una lesión de imposible

reparación en la esfera de derechos públicos de un trabajador, podrá invocar el

juicio de amparo.
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Es de apreciarse , por tanto, que las resoluciones del referido tribunal

son susceptibles de impugnarse por la via del juicio constitucional, así como los

actos realizados por el Estado, en cumplimiento de sus atribuciones y a través de

relaciones propias del derecho público.

Ya anteriormente se había establecido que este tribunal, tiene

funciones jurisdiccionales, pero su naturaleza es eminentemente administrativa.

De igual forma, las entidades federativas cuentan con un tribunal que dirime los

conflictos entre sus trabajadores y que básicamente tienen las mismas

caracter ísticas.

Se puede advertir que en la práctica , el tribunal adolece de los

siguientes problemas:

a) Sus Laudos tardan en ejecutarse, pues en muchas ocasiones se

dirigen a funcionarios de la administración pública, sea local o federal y que por

cuestiones pollt icas consideran no dar cumplimiento a dichos fallos.

b) Al ser un tribunal que privilegia los derechos de los trabajadores,

en muchas ocasiones dicta autos de ejecución contra bienes de las dependencias,

lo que conlleva a disminuir su patrimonio , arrojando como consecuencia la

utilización de recursos públicos para dar cumplimiento a dichas resoluciones ,

aunque el demandante trabajador no hayan demostrado fehacientemente la

procedencia de su acción.

Esto lleva a concluir, que el problema de la impartición de justicia en

este ámbito, esta lejos de ser el adecuado, tomando en consideración que los

recursos económicos con los que cuenta la administración pública son cada vez

mas limitados, en este sentido, al ejecutar un laudo favorable al trabajador, se

privan de recursos a las dependencias del Estado, lo que implica la utilización de
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recursos del erario para cubrir dichos gastos. situación que se estima perjudiclal

en el supuesto de que el trabajador no haya acreditado adecuadamente su

derecho .

2.6 CARACTERíSTICAS DE lAS RESOLUCIONES QUE EMITE.

El presente tema tiene como finalidad conocer el procedimiento de

emisión de resoluciones por parte del tribunal laboral, pues el procedimiento se

estableció conforme a los requerimientos que la materia exigía, lo que lo hace un

procedimiento diferente a otros. Por otra parte, conoceremos brevemente las

características de las resoluciones y laudos, es decir, algunos de los elementos

que contienen y sus particularidades.

De esta forma, tendremOs un punto de partida que nos permitirá

comprender las reglas genéricas que componen al derecho laboral regulado por el

apartado "B" del articulo 123 de la Constitución General de la República, que a su

vez, será indispensable para poder pronunciarse sobre el amparo directo en

materia de trabajo.

Asl las cosas, el procedimiento para la emisión de Laudos por parte

del Tribunal , comienza propiamente con el conocimiento del caso controvertido.

Así, tenemos que la ley reglamentaria, en los articulos 124, fracciones B y e,
dispone las facultades de las Salas que componen dicho órgano, las cuales se

abocarán al conocimiento de conflictos individuales del trabajo, como se aprecia a

continuación :

"ARTíCULO 124-8.- A cada una de las Salas corresponde :

83Neevia docConverter 5.1



1.- Conocer, tramitar y resolver los conflictos individuales que se

susciten entre los titulares de las depende ncias o entidades y sus trabajadores, y

que le sean asignados , de conformidad con lo establecido en el Reglamento

Interior, y

11.- las demás que les confie ran las leyes.

ARTíCULO 124-C.- A las Salas Auxiliares corresponde:

1.- Conocer de los conflictos individuales que se susciten entre las

depende ncias o entidades a que se refiere el Arti culo Primero de esta ley y sus

trabajadores, cuando éstos presten sus servicios en las entidades federativas de

su jurisdicción."

Dicho dispositivo dispone, como en los ordenam ientos de otros

órganos de imparticion de justicia, la competencia para conocer y dar trámite a los

asuntos, fijando claramente a las partes que pueden intervenir en el

procedimiento, lo que dará pauta a la posterior fijación de la litis, una vez que se

hayan presentado los escritos de demanda y contestación respectivos.

Ahora bien, es importante hacer notar que en este ámbito , no solo se

puede dirimir cualquier controversia que implique la relac ión de trabajo, como el

despido injustificado, sino también, aquellos procedimientos que tienen como

finalidad dejar sin efectos el nombram iento expedido por alguna dependencia,

como se aprecia de la lectura del articulo 127 BIS de la ley, que dispone:

"ARTíCUL O 127 8 15.- El procedimiento para resolver las

controversias relativas a la terminación de los efectos del nombramiento de los
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trabajadores ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, se desarrollará en

la siguiente forma:

1.- La Dependencia presentará por escrito su demanda , acompañada

del acta administrativa y de los documentos a que se alude el artículo 46 bis,

solicitando en el mismo acto el desahogo de las demás pruebas que sea posible

rendir durante la audiencia a que se refiere la siguiente fracción;

11.- Dentro de los tres días siguientes a la presentación de la

demanda se correrá traslado de la misma al demandado, quien dispondrá de

nueve días hábiles para contestar por escrito, acompañando las pruebas que

obren en su poder , señalando el lugar o lugares en donde se encuentren los

documentos que no posea, para el efecto de que el Tribunal los solicite , y

proponiendo la práctica de pruebas durante la audiencia a la que se refiere la

fracción siguiente; y

111.- Fijados los términos de la controversia y reunidas las pruebas

que se hubiesen presentado con la demanda y la contestación, el Tribunal citará a

una audiencia que se celebrará dentro de los quince dias siguientes de recibida la

contestación , en la que se desahogarán pruebas, se escucharán los alegatos de

las partes y se dictarán los puntos resolutivos del laudo, que se engrosará dentro

de los cinco días siguientes a la fecha de la celebración de la audiencia, salvo

cuando a juicio del Tribunal se requiera la práctica de otras diligencias para mejor

proveer, en cuyo caso se ordenará que se lleven a cabo y una vez desahogadas

se dictará el laudo dentro de quince días."

De este precepto se comenta lo siguiente:

Del estudio de la vía genérica para demandar una prestación ante el

Tribunal, se deduce que:
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De acuerdo la calidad del sujeto demandante, existen dos tipos de

conflictos : individuales y colectivos, por lo que hace a los primeros , son aquellos

que son promovidos por el trabajador, cuando considera que se ve afectado

alguno de sus derechos, asl como los que promueve el Estado por conducto de

alguna de sus dependencias, en contra de un trabajador cuando es preciso

revocarle el nombramiento respectivo.

Por cuanto hace a los segundos, son aquellos promovidos por un

sindicado en contra de alguna dependencia, así como los conflictos entre dos

sindicados; y finalmente los conflictos entre un sindicato y alguno de sus

integrantes .

Así , no solo el trabajador puede acudir ante un tribunal a defender

sus derechos , sino que el Estado, en su calidad de patrón , puede demandar la

terminación de los efectos del nombramiento que hubiese concedido a uno de sus

de sus trabajadores, cuyo procedimiento a sido fijado en términos precisos ,

dándole mayo celeridad , a efecto de que la situación laboral y jurídica del

trabajador sea rápidamente determinada, pues si el tribuna l se demo ra en

demasia en aclarar este punto, es claro que se podría dejar al trabajador en un

estado de indefensión .

Ahora bien, los conflictos colectivos de trabajo burocrát ico, se

sujetarán básicamente a lo dispuesto en el artículo 125 de la ley, el cual dispone:

"ARTíCULO 125.- Tan pronto reciba la primera promoción relativa a

un conflicto colect ivo o sindical, el Presidente del Tribuna l Federal de Conciliación

y Arbitraje, citará a las partes dentro de las veinticuatro horas siguientes a una
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audiencia de conciliación , que deberá llevarse a cabo dentro del término de tres

dias contados a partir de la fecha de la citación . En esta audiencia procurará

aven ir a las partes ; de celebrarse convenio, se elevará a la categoría de laudo,

que las obligará como si se tratara de sentenc ia ejecutoriada. Si no se avienen,

remitirá el expediente a la Secretaria General de Acuerdos del Tribunal para que

se proceda al arbitraje de conformidad con el procedimiento que establece este

capitulo:"

Es claro que las controversias en las que se diriman los derechos de

los trabajadores agrupados en sindicatos requiere, previo al estudio del asunto,

una posible conciliación entre las partes, no obstante, se estima que en la ley

vigente , los mecanismos para propiciarla no son efectivos, ya que el tiempo para

la conciliación se considera insuficiente, aunado a que se carece de sanciones en

el caso de que las partes no tengan interés en conciliar intereses.

Si se privilegia la conciliación , se podrian incluso mejorar las

condiciones laborales, así como disminuir la carga de trabajo del tribunal

respectivo , lo que traeria como consecuencia , un mayor estudio en la resolución

de otros asuntos de su competencia .

Finalmente, es preciso mencionar que el principio que contempla la

regla básica que ha de seguirse para la tramitación de un asunto ante este

tribunal, se encuentra contenido en el siguiente artículo de la ley:

"ARTiCULO 127.- El procedimiento para resolver las controversias

que se sometan al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, se reducirá: a la

presentación de la demanda respectiva que deberá hacerse por escrito o
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verbalmente por medio de comparecencia ; a la contestación, que se hará en igual

forma; y a una sola audiencia en la que se recibirán las pruebas y alegatos de las

partes, y se pronunciará resolución , salvo cuando a juicio del propio Tribunal se

requiera la práctica de otras diligencias, en cuyo caso se ordenará que se lleven a

cabo, y, una vez desahogadas , se dictará laudo."

Sobre el particular, es preciso mencionar que aunque dicha regla no

exige un determinado protocolo, se estima conveniente relacionar en la demanda

o contestación, los medios de probanza ofrecidos, con los hechos expuestos en

los referidos escritos, exponiendo una breve conclusión de lo que se pretende

acreditar con los mismos, es decir, una acción o una excepción.

Por cuanto hace a las características de las resoluciones que emite

el multicitado tribunal , se estima que son las siguientes:

a) Autos de trámite. Los cuales consisten en aquellas

determinaciones que tienen como objetivo fijar cuestiones no trascendentales al

procedimiento, por ejemplo , solicitudes de copias, autorizaciones, entre otras.

b) Resoluciones incidentales. Tienen como finalidad resolver

cuestiones aleatorias, es decir, que sin ser de fondo, dimanan del procedimiento,

por ejemplo, el Incidente de Excepción de Incompetencia .

e) Laudos, que resuelven el fondo del asunto.
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De la lectura de los articulas de la ley respectiva, no se aprec ian

preceptos que descr iban las característ icas que deban contener los Laudos , sin

embargo, se entiende que han de respetar la garantía de legalidad contemplada

en la Constitución , la cual consiste en la debida fundamentación y motivación del

acto por parte de la autoridad, asi como los requisitos de forma , es decir , evitar la

incongruencia entre considerandos y resolut ivos.

En este sentido, también es conveniente estudiar el criterio contenido

sobre el particular en la Jurisprudencia emitida por los máximos tribunales del

pais , asi las cosas, se transcriben dos Jurisprudencias que si bien, una de ellas se

refiere a los Laudos emitidos por la Junta Local de Conciliación y Arbitraje,

contienen en lo esencial, una descr ipción de uno de los requisitos de un Laudo, es

decir, la congruencia de la resolución con lo planteado por las partes . Así , se

expone lo siguiente:

"LAUDO CONGRUENTE. Según el articu lo 842 de la Ley Federal

del Trabajo, los laudos deben ser congruentes con la demanda , contestación y

demás pretensiones deducidas en el juicio oportunamente, es decir , sólo se

pueden ocupar de la litis planteada en la demanda y su contestación , asi como de

las prestaciones hechas valer en su momento oportuno o sea, en la aclaración de

demanda , réplica, contrarréplica, reconvenc ión y su contestación, sin que deban

ocuparse de otras cuestiones."55

Por cuanto a este criterio, se comenta que observa en lo general , la

postura que rige a otros tribunales cuando dictan sentencia , es decir , los órganos

jurisd iccionales fijan la litis con las prestaciones reclamadas y con las excepciones

opuestas por las partes , decidiendo sobre cada uno de los puntos planteados.

.. SEMA NARIO JUDICIAL DE LA FEDERACiÓN. IX. p.1309
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La congruencia de las resoluciones, es un principio consagrado de

manera general en los artículos 14 y 16 Const itucionales , por tanto , los Laudos

emit idos en materia laboral, han de observar dicho criterio, lo cual se confirma de

la lectura a contrario sensu, y del estudio de la siguiente Jurisprudencia :

"LAUDO INCONGRUENTE, POR FUNDARSE EN EXCEPCiÓN NO

OPUESTA. La absolución de las prestac iones inherentes al princip io de

estab ilidad en el empleo , sustentada en que la actora ejecutó un servicio de los

considerados de confianza , establec idos en los artículos 80. y 90. de la Ley del

Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios del Estado de México,

sin estimar que el demandado no se excepcionó en ese sentido y por tanto ,

constituye una cuestión ajena a la litis, es violatoria de lo previsto en el numeral

246 de dicho ordenamiento , a cuyo tenor , los laudos deben ser claros , precisos y

congruentes con el libelo, su respuesta y demás pretensiones deducidas en el

juicio: 56

No pasa por alto el hecho de que no basta que el Tribunal observe

las pretensiones y excepciones hechas vales por las partes, se encarga del

estudio oficioso de la personalidad del promoverte, la competencia para emitir

resolución en el caso concreto e incluso, sobre la satisfacci ón de los requisitos

para presentar una demanda ante dicho tribunal laboral.

Por otra parte, es importante hacer mención especia l del criterio

contenido en el articulo 137 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del

Estado , que a la letra dice:

SEMANAR IO JUDICIAL DE LA FEDERACION. XI. p.963.
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"ARTíCULO 137.- El Tribunal apreciará en conciencia las pruebas

que se le presenten, sin sujetarse a reglas fijas para su estimación, y resolverá los

asuntos a verdad sabida y buena fe guardada, debiendo expresar en su laudo las

considerac iones en que se funde su decisión :

Se estima que este criterio no es del todo adecuado porque:

a) Tomando en consideración la reglas que los encargados de

impartir justicia deben atender para emitir sus fallos, la doctrina presenta diversos

criterios, ahora bien, el sistema que permite emitir resoluciones valorando las

pruebas, sin sujetarse a reglas fijas para su estimación, como el presente caso,

mantiene un nivel de subjetividad en las decisiones que no sigue un orden, es

decir, no especifica un parámetro que permita evaluar el valor que se le da a un

medio probatorio.

b) Al no existir un criterio uniforme sobre el cual las salas del tribunal

laboral puedan motivar debidamente su fallo , conlleva un margen de error, lo cual

puede implicar ilegalidad o incluso, dejar a una de las partes en estado de

indefin ición, pues el Magistrado podria fácilmente fijar sus propias reglas de

interpretación sin que sea cuestionado, lo que podria traducirse en la emisión de

un Laudo abiertamente inconstitucional.

e) De una interpretación arm ónica del precepto referido y las

garantias de legalidad y de seguridad jur ldica, el Laudo deberá ser fundado y

motivado , resolviendo todas y cada una de las cuestiones planteadas por las

partes , especificando el valor de cada medio probatorio exhibido durante la

secuela del procedimiento.
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En consecuencia, podemos concluir lo siguiente :

1.- La resolución de mayor trascendencia que emite el Tribunal

Federa l de Conciliación y Arbitraje es el Laudo, el cual deberá emitirse atendiendo

al carácter de los derechos consagrados en el apartado "B" del 123 Constitucional,

respetando asimismo, las garantías de legalidad y seguridad jurídica y de

fundamentacion y motivación.

2.- Los Laudos que emite el tr ibunal , por la naturaleza del bien

jurid ico tutelado, deberán atender , en primer lugar, a la irrenunciabilidad de los

derechos establecidos en el apartado "B" del 123 Constitucional y posteriormente,

al carácter de las autoridades del Estado en su calidad de patrones , pues el

carácte r social de nuestra Constitución, privilegió los mencionados derechos.

3.- Los Laudos y demás resoluciones emitidas por el referido

tribunal , podrán ser impugnadas ante la Justicia Federa l, siempre y cuando

vulneren garantías individuales o formalidades esencia les del procedimiento, asi

como también en los casos en que la aplicación del acto de autoridad traiga

consigo perjuicios de imposible reparación, a pesar de que en la ley reglamentaria

no se establezca recurso alguno , para los efectos de agotar el principio de

definit ividad.

2.7 RELACIONES LABORALES DE

CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS.

LOS ÓRGANOS

Se han precisado hasta el momento , las caracteristicas y los

elementos que componen a la relación laboral en general y particularmente de la
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relación laboral burocrática. Respecto a este aspecto, tenemos que los conflictos

que surjan de dicha relación, tendrán como marco regulatorio la Ley Federal de los

Trabajadores al Servicio del Estado.

Sin embargo, cuando se trata de precisar la relación laboral de los

llamados "órganos constitucionales autónomos", se está ante un problema, pues

dichas instituciones al no pertenecer directamente a la administración, realizan

funciones de interés publico, algunas de la cuales, son responsabilidad del Estado.

Por lo que a este aspecto se refiere, la Constitución Politica de los

Estados Unidos Mexicanos, no contempló a estas instituciones sino hasta muy

recientemente. ¿Cuál podría ser la razón de que el constituyente permanente se

hubiese demorado en regular su funcionamiento? Ante esta cuestión se refiere lo

siguiente:

Cuando se promulgó la Constitución que actualmente nos rige, la

situación politica del pals era muy frágil. Los acuerdos alcanzados por el Congreso

Constituyente requerían tiempo para poder concretarse , .aunado a la crisis

económica en la que se encontraba el pais .

A mediados del siglo veinte, cuando se hubo alcanzado cierta

estabilidad económica y política, hubieron de reconocerse los derechos de los

trabajadores al servicio del estado, pues ante el crecimiento constante de la

burocracia estatal, surgió la necesidad de distinguir entre las clases de

trabajadores para poder fijar sus derechos con reglas claras, que no permitieran

un posible resquebrajamiento del incipiente orden jurídico nacional.
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Hasta ese momento, sin embargo, ya se había aceptado la

necesidad de que ciertas responsabilidades del Estado , se encomendaran a

instituciones que no dependieran directamente de la administración pública en

tumo, cuyo titula r indiscutible, era el titular del Poder Ejecutivo Federa l, tal fue el

caso de la Universidad Nacional Autónoma de México .

En este orden de ideas , se menc ionaran brevemente algunos de los

órganos constitucionales autónomos más importantes, sea por su significado

histórico , o por las funciones que realicen .

UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO.

Esto fue así, pues se consideró conveniente que para el

mejoramiento de la impartición de la educación superior en México , se tendrían

que observar reglas programadas por los especialistas en las diversas materias,

sin injerencia gubernamental.

Por lo que , al constitu irse la UNAM el primer organismo público

autónomo en México , encargado de la difusión de la cultura e investigación en el

país, tarea responsabil idad del Estado, también arribo con ello la problemática de

la situación juridica de sus trabajadores.

De acuerdo a lo anterior, si la UNAM no dependla directamente del

Estado y sin embargo cumplía una función de mucha importancia para la Nación ,

¿qué elementos se tenian que tomar en consideración para establecer la

naturaleza de esta relación laboral?
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La respuesta a esta cuestión , fue la de remitirse a las leyes

orgánicas y al contrato colectivo de trabajo, es decir, las normas que regulaban la

institución en particular, como se corrobora con la siguiente jurisprudencia emitida

por la entonces Cuarta Sala de la Suprema Corte de la Justicia de la Nación:

"UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO,

NOMBRAMIENTOS Y CONTRATOS DEL PERSONAL DOCENTE DE LA. SE

RIGEN POR LA LEY ORGÁNICA, ESTATUTOS Y REGLAMENTOS DE LA

PROPIA INSTITUCiÓN. Las características de los nombram ientos y contratos

que rigen la situación juridica del personal docente en la Universidad Nacional

Autónoma de México , se encuentran reguladas por las disposiciones de la Ley

Orgánica de dicha Institución y los Estatutos y Reglamentos que de la propia Ley

emanan, los cuales , en la parte conducente, indican los proced imientos internos

para que las designaciones de profesores o investigadores adquieran el carácter

de definitividad, exigiéndose en todo 'caso el cumplim iento de los requisitos de

prueba de oposición o procedimientos igualmente idóneos para comprobar la

capac idad de los ccntratados.v"

Asi pues, tanto los nombramientos y contratos del personal de la

Universidad Nacional Autónoma de México, como las relaciones en general de

dicha institución con sus trabajadores , se rigen en la actual idad no sólo por la Ley

Orgánica , Estatutos y Reglamentos, sino también, por el artículo 3 de la

Constitución Federal .

" SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERAC iÓN . V, P 397
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No obstante, con el transcurso del tiempo, además de la UNAM, se

formaron otros organismos a los cuales se les confirieron funciones significati vas

para el adecuado desempeño de las funciones del Estado.

EL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL.

Respecto a este organismo se menciona:

"Con posterioridad a la UNAM y en épocas recientes , han surgido

organismos a los que también les llaman autónomos y que por lo menos dos de

ellos topográficamente no están adscri tos a ninguno de los capítulos de la

constitución que se refiere a los poderes de la Unión y que son el Instituto Federal

Electoral y el Banco de México"sB

Es preciso mencionar al respecto , que actualme nte la Constitución

Gene ral de la República regula al Instituto Federal Electoral, en la fracción tercera

del articulo 41, estableciendo a los entes que participan en su formaci ón, siendo

principalmente el poder legislativo y los partidos politicos , asl como las reglas

sobre las cuales se lleva a cabo su estructura y organización.

Las reformas y adiciones que permitieron la constitución de dicho

organism o, son uno de los avances más destacados en matería democrática , pues

la organización y la calificación de la legalidad de las elecciones, ya no seria una

decisió n del propio poder legislativo. sino que estaria sometida al arbitrio de una

autoridad distinta a la esfera de poderes del Estado.

~ ! ACOSTA ROf'l ERQ. Miguer, Compendio de derecho administrativo ec. 2 ~ , Ed. Porrua. México. 2002. . pag 285.
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Ahora bien, las elecciones implican consecuencias jur ídícas, por lo

que, a efecto de no permitir que el Instituto , tomara decisiones parciales e injustas

que condujeran al cuestionamiento de cada elección, trajo como consecuencia la

creación de un tribunal especializado que sancionara la legalidad de dichas

elecciones , es decir, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ,

Por lo que toca a la relación laboral de IFE con sus trabajadores, se

atenderá primeramente a lo establecido en la fracción tercera del artículo 41

constitucional, el cual en su parte conducente, remite directamente al Estatuto del

Servicio Profesional Electoral, el cual se transcribe a continuación :

"ARTíCULO 41, F. 111.-. . . los órganos ejecutivos y técnicos

dispondrán del personal calificado necesario para prestar el servicio profesional

electoral, las disposiciones de la ley electoral y el Estatuto que con base en ella

apruebe el Consejo General, regirán las relaciones de trabajo de los servidores del

organismo público.. ."

Se aprecia, que como en el caso de la UNAM, el propio

ordenamiento constitucional nos remite a las leyes aplicables a la institución, que .

en este caso son tanto las disposiciones electorales, como el propio Estatuto, el

cual fija las normas y criterios que serán aplicados a los integrantes del Instituto.

De acuerdo con lo anterior , se precisa que el propio Estatuto a que

se ha hecho referencia, en su articulo 26, define claramente la naturaleza y tipo de

relación laboral, dicho numeral establece :
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"ARTíCULO 26.- El personal de carrera será considerado de

confianza y quedara sujeto al régimen establecido en la fracci6n XIV del apartado

"B" del articulo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y

al régimen del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del

Estado".

Como se aprecia, los integrantes del servicio profesional de carrera ,

no cuentan con la permanencia en el empleo , al ser considerados trabajadores de

confianza, en raz6n de la peculiaridad de la función que llevan a cabo, pues lo que

se persigue en un servicio civil de carrera, es el adecuado desempeño de la

funci6n asignada.

Ahora bien, algunos de los motivos y las causas que se estima

permitieron el surgimiento de los organismos constitucionales aut6nomos fueron :

1.-Debido a la importancia de las tareas del Estado. Ya sea por sus

consecuencias econ6micas políticas o sociales, pues como se ha constatado , el

carácter , los patrones culturales y el comportamiento de la sociedad cambian con

el paso del tiempo.

2.- Debido a la necesidad de que las responsabilidades

gubernamentales se realizaran con mayor eficacia , esto debido tanto a un factor

interno como externo. Por lo que hace al primero , la distribuci6n de funciones que

permite dar mayor atención a cada una de ellas, y por lo que hace al segundo

factor , pues las relaciones con los paises desarrollados hizo necesario la

modemizaci6n de las instituciones.
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3.- Debido al ferviente deseo de la consolidación de la democracia

en la vida política del país.

En consecuencia de lo anterior , se hizo indispensable que surgieran

otros organismos constituciona les autónomos, por ejemplo, la Comisión Nacional

de los Derechos Humanos y el Instituto Federal Electoral, considerada una de las

más importantes del Estado Mexicano.

Los organismos constitucionales autónomos comparten, por

consiguiente , los siguientes elementos en sus relaciones de trabajo :

1.- Al ser trabajadores que se encuentran subordinados a

instituciones autónomas que desempeñan funciones de interés público, sus

derechos laborales son irrenunciables , de acuerdo con la lectura y estudio del

articulo 123 constitucional.

2.- Dicha relación laboral, encuentra sustento tanto en las leyes

orgánicas, estatutos y reglamentos , las que establecerán las condiciones

generales de trabajo, por tanto , es reconocida por los poderes de la Unión, en

concordanc ia con los principio establecidos en la Carta Magna.

3.- Por lo que respecta a las particularidades de la referida relación,

en algunos casos, los trabajadores tendrán la calidad de servidores públicos , por

lo que ya no solo acataran lo dispuesto en las disposiciones internas, sino a lo

dispuesto en otros ordenamientos.
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4.- Finalmente, la relación laboral no se encuentra exenta de

conflictos, en este caso, para su resolución se atenderá primeramente a lo

dispuesto en el contrato de trabajo respectivo, sea individual o colectivo, o bien, a

los estatutos internos .

Esto es así, porque dichas instituciones cuentan con órganos

internos que pueden resolver el conflicto en cuest ión, en términos de las normas

antes descritas, por lo que se deberá acudir ante ellos , previo a que el

procedim iento se promueva a otra instancia, pero siempre en términos de los

contratos o estatutos y de conformidad con la Constitución Federal y sus leyes

reglamentarias.

2.8 NATURALEZA DE ESTA RELACiÓN LABORAL.

Según se ha visto, la relación laboral de los órganos constitucionales

autónomos sigue los lineamientos establecidos en la Constitución Federal, pues

se constituyen de acuerdo a lo establecido, primeramente, por el apartado "B" del

articulo 123 Constitucional.

Ahora bien, es importante mencionar que tratándose de este tipo de

relación laboral, la propia Constitución General de la República remite a la ley

reglamentaria, a efecto de conocer la organización, integración y funcionamiento

de Jos órganos constitucionales autónomos.
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Respecto a este aspecto se menciona lo siguiente :

"En forma especifica , cada grupo de servidores públicos tiene su

estatuto particular, conforme a la Constitución, leyes especificas, reglamentos,

condiciones generales de trabajo, acuerdos presidenciales, etcétera ."S9

Se considera que un primer elemento que integra la naturaleza de la

esta relación laboral , es el marco normativo de orden público, que la sanciona ,

pues los estatutos, reglamentos o condiciones generales de trabajo , encuentran

sustento en el apartado "B" del articulo 123 Constitucional.

Otro de los elementos que integran la relación laboral , es el

necesario acuerdo de voluntades de las partes , pues la aceptación de las partes

concerniente a las condiciones de trabajo, encontrara sustento en el

nombramiento respectivo, en su caso, que confiera la dependencia respect iva, de

conformidad con los reglamentos o estatutos aplicables.

Dicho acuerdo de voluntades , implica que se determine con exactitud

la jerarquía de las autoridades integrantes de los órganos constitucionales

autónomos, así como las sanciones a que pueda hacerse acreedor el trabajador,

por tanto, se requiere que dicha relación este revestida de formalidad, por lo que

se estima que también es un elemento de la naturaleza de dicha relación .

La formalidad en esta relación de trabajo , encontrará claro soporte ,

tanto en los contratos o estatutos , como en el nombramiento expedido por

. ~ ACOS TA ROMERO Miguel. Derecho BurocrátIco Mexicano Op. CIL pag.9.
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funcionario competente y en ejercicio de sus funciones, pues de lo contrario, se

estaria en el supuesto de una relación laboral de otro tipo.

Una cuestión muy importante, por cuanto a establecer los elementos

de la naturaleza de esta relación laboral, es que en ocasiones la Constitución y las

leyes reglamentarias no arrojan información necesaria para conocer las

condiciones de trabajo de los órganos constitucionales autónomos , por lo que en

estos casos, se estará a lo dispuesto en los estatutos o contratos respectivos.

Otro elemento que integra la naturaleza de la referida relación

laboral, consiste en que al contar los órganos constitucionales autónomos con la

capacidad de autogobierno, es decir, de contar con normas y órganos de

gobierno propios, podrán dichos órganos establecer sus condiciones de trabajo y

los términos de las imposiciones de sanciones.

El más peculiar de los electos de la naturaleza de esta relación,

deriva del hecho de que los órganos constitucionales autónomos, no se

encuentran subordinados a alguno de los poderes de la Unión, es decir,

encuentran su fundamento en la Constitución General de la Republica , pero no

dependen de alguno de los poderes de la federación o de alguna dependencia, en

consecuencia , las condiciones generales de trabajo se establecen directamente

por la institución en particular.

Finalmente, se aprecia que estas instituciones, si bien es cierto, no

dependen ni pertenecen a la administración pública, no obstante , su creación

encuentra fundamento y reconocimiento en la Constitución Polltica de los Estados

Unidos Mexicanos, lo que lleva a estimar que pueden hacer reclamar o constituir

un derecho en los términos que la misma Constitución establece .
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CAPíTULO TERCERO

"RELACiÓN ENTRE EL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL Y SUS
TRABAJADORES Y LAS RESOLUCIONES QUE PONEN FIN AL JUICIO."

3.1 EL ESTATUTO DEL SERVICIO PROFESIONAL ELECTORAL.

Previo al estud io del Estatuto del Servicio Profesional Electoral del

IFE, se estima conveniente conocer parte del origen de la administración pública,

pues los requerimientos para cumplir una de sus finalidades, es decir, la

organización del Estado, se crea la figura juridica conocida como estatuto, por lo

que se abordará n algunos antecedentes del Estado, sus fines , así como algunos

aspec tos que influyeron en la redacción de la Const itución Política de los Estados

Unidos Mexicanos .

En principio, con el advenimiento de las sociedades modernas y ante

el desafio que supuso la conservación de territorios y rutas comerciales, los

gobernantes tuv ieron que reconocer que ya no era prerrogativa de una clase

social especifica, el influir e intervenir en la toma de decisiones que afectasen al

Estado, de manera que para consolidar y conservarlo, primeramente los

gobernantes tuvieron que afianzar su dominio ante el exterior, circunstancia que

dio origen al concepto de soberanía.

La soberania, es decir, la capacidad de autodeterminación para

gobernarse , reconocida por otros Estados, de igual fonma surgió debido a la

conciencia de pertenencia a una nación de los grupos sociales que formaban parte

del Estado, el cual persiguió como una de sus finalidades , la consecución del

beneficio en los órdenes económico y político de los referidos grupos sociale s.
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De acuerdo con lo anterior, el Estado moderno surg ió, entre otras

causas, por:

a) La necesidad de la sociedad de encontrar certeza y la protección

que permitieran la convivencia entre sus integrantes.

b) La conciencia de pertenencia a una Nación.

Los fines inmediatos del Estado, por lo tanto , fueron los de organizar

y ubicar a los órganos de autoridad que permitieran la convivencia social, asl

como la certeza jurídica y económica , en consonancia con un marco jurídico

eficaz, el cual debia revestir forma lidad lo que implicaba su redacció n en un

documento al que se le denominó Constitución .

Ahora bien, por lo que respecta al Estado mexicano, sabemos que

no sólo es un concepto , sino también una institución que se regulariza por medio

de leyes , las cuales le reconocen personalidad juridica, puesto que los órganos de

gobierno que son manifestaciones del Estado, pueden celebra r actos jurídicos.

La doctrina mexicana , por lo que hace a este tema explica :

"La personalidad jurldica del Estado es concomitante y nace

parale lamente con el ente social , es decir, al consti tuirse un Estado independiente,

soberano y autodeterm inarse, tiene derechos y obligaciones y por lo tanto, tiene

desde ese momento, persona lidad jurídica, que no es ni una ficción , ni una

creación abstracta del derecho.'06o

&: ACOSTA RO~.~ERO . Miguel reoria General del Derecho Administrativo Pflme ~ Curso, Ed Pcrrúa . Mexico, 199:'. pag 65
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Así es, pues continuamente el Estado mexicano , por conducto de las

dependencias que lo integran, celebra actos jurídicos, que bien pueden ser de

derecho público o de derecho privado, en el primer caso el Estado participa con el

gobernado a través de una relación de supra a subordinación ; y, en el segundo

caso , interviene en relaciones en un plano de igualdad , estas relaciones son de

naturaleza civil , por ejemplo , cuando se trata de su patrimonio o adquiere

derechos de arrendatario.

Por otra parte, las posturas doctr inales respecto a la personal ídad del

Estado son diversas , pues unas sostienen que dicha personalidad es doble, es

decir, de derecho público y de derecho privado; otras consideran que es una sola,

pero con ese doble carácter, dependiendo de la natura leza de los actos que llevan

a cabo.

Este punto es ampliamente discutible por la doctrina, así, sobre la

doble personalidad del Estado mexicano en derecho público y privado , se expone

a continuación :

"Esta teoría , que es admit ida por la legislación y la jur isprudencia

mexicanas , es objetada porque ella implica una dualidad incompatible con el

concepto unitario que del Estado tiene la doctrina moderna . Se afirma que la doble

personalidad seria admisible solo en el caso de que se demostrara la duplicidad

de final idades u objetivos del Estado."s1

Respecto a esta cuestión, se estima que el Estado puede sostener

relaciones con otros integrantes de la sociedad en su calidad de ente soberano,

el FRAGA. Gabmc . Derecho AcmlnlStrativo, ec . 42· " Ed. Porrua. México. 2002. pago120
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así como realizar actos de derecho privado en un plano de igualdad, respecto de

un acto juridico determinado.

Mas allá de los enfoques doctrinales, los cuales son muy diversos,

es necesario atender a la aplicación efectiva de las leyes, que le permiten al

Estado participar en actos jurídicos de derecho privado, por lo que, se estima, la

personalidad del Estado es una sola y participa en ambas esferas del derecho.

En otro orden de ideas, cuando se constituyó el Estado mexicano, en

el año de 1821, época en la que adquirió relativa independencia política, aún no se

encontraban definidas las bases sobre las cuales se organizaria a la nación, pues

los constantes conflictos bélicos no permitieron la consolidación de una estructura

definída, a contrario, por ejemplo, del caso de los Estados Unidos de América.

Sin embargo, la redacción y promulgación de una Constitución que

fuera el marco jurídico supremo del país siempre fue un proyecto necesario,

independientemente del grupo polltico gobernante, por lo que, conjuntamente con

la necesidad de realizar dicho proyecto, se contempló la creación de una

administración, así como de su reglamentación.

Se ha de llegar a la conclusión consistente en que la construcción y

el desarrollo de una administración pública, es inherente a la función primordial del

Estado, la cual consiste en asegurar la convivencia de los grupos sociales que lo

integran:

\06
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No obstante, la problemática que surgió en aquellos atlas de

inestabilidades en nuestro pais , consistió en que el régimen politico en turno

condicionó el marco juridico a aplicarse, siendo que en el transcurso del siglo XIX,

la sucesión de gobiernos conservadores y liberales no permitió la continuidad y la

consecución de un marco jurídico eficaz.

Esta circunstancia, aunada al nulo crecimiento económico y a las

constantes presiones politicas del exterior, constituyeron un impedimento para

concretar y poner en práctica un marco juridico que asegurase el crecimiento y la

convivencia de la sociedad mexicana, es decir, uno de los fines del Estado.

Por lo que hace a la Constitución mexícana de 1917, decimos que en

ella se estableció ya de manera concreta la forma de gobierno, la correspondiente

división de poderes, así como uno de los elementos mas importantes del Estado

mexicano, es decir, un ordenamiento juridico fundamental, el cual sería la base y

el fundamento de las leyes reglamentarias y orgánicas que permitieran

efectivamente, la organización y regulación de una administración pública, a efecto

de concretar los fines del Estado.

Ya hemos estudiado la relación que existe entre los fines del Estado

y la necesidad de contar con un marco jurídico respaldado en una Constitución ,

esto con la finalidad de que se pueda comprender el motivo por el cual el Estado

Mexicano tiene que crear figuras jurídicas como el IFE y por consiguiente, prever

la creación de un estatuto que contenga, entre otras cosas, las condiciones de

trabajo de sus servidores.
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Ahora bien, se expondrá el concepto de administración pública, la

forma en que se encuentra estructu rada, así como el lugar que ocupan los

Estatutos como figura ju rídica y el Estatuto del Servicio Profesional Electoral en

particular , indicando una definición del mismo y comentar algunos de sus

preceptos .

Un primer concepto de administración pública consiste en el

siguiente:

"Es la parte de los órganos del Estado que dependen directa o

indirectamente del Poder Ejecutivo, tiene a su cargo toda la actividad estatal que

no desarrollan los otros poderes (Legislativo y Judicial), su acción es continua y

permanente, siempre persigue el interés publico, adopta una forma de

organización je rarquizada y cuenta con: a) elementos personales; b) elementos

patrimoniales; e) estructura jur idica , y d) procedimientos técnicos .'062

Se considera que la administración pública en México , se encuentra'

constitu ida por diversos órganos y secretarias en los tres niveles de gobierno , es

decir , federal, estatal y municipal, cuyas func iones son descritas en la propia ley,

por tanto , el punto de partida para conocerlas se encuentra en el contenido de los

articulas 115, 117 Y 118 de la Constitución Politica de los Estados Unidos

Mexicanos. El 115, por ejemplo , describe las facultades del municipio .

Esta distr ibución de competencias se considera adecuada, al

estab lecer los referidos artículos 117 y 118 las facultades exclusivas de la

federación, se puede identificar que son funciones no permitidas a los Estados y

en consecuencia, correspond ientes únicamente al gobierno federal, de lo

, . " ACOSTA RO MERO . Op . e». pa• .l l G.
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contrario, se hubiera cuestionado el funcionamiento e incluso la existencia del

sistema federa l de gobierno .

Nuestro concepto de administración pública es el siguiente: La

organización de las instituciones del Estado que tiene como objetivo la planeación,

asignación y la toma de decisiones respecto de sus recursos humanos,

económicos y patrimoniales con miras al bienestar general , en el ámbito de su

competencia y con arreglo a las leyes aplicables.

Por lo que se refiere a determ inar la forma en que la administración

pública se encuentra estructurada, de acuerdo con el sistema jurídico mexicano,

como se ha aseverado, se tiene que atender al nivel de gobierno respectivo , en

esas condic iones, la administración pública federal , se clasifica en:

a) Administración pública centralizada, en la que se ubican, entre

otros, a las secretarias de Estado;

b) Admin istración pública paraestatal , en la que se encuentran, por

mencionar algunos, los órganos descentralizados y las empresas de participación

estatal.

Refiriéndonos a esta clasificación, se hace notar que las leyes

aplicables tratándose de imposición de sanciones a los funcionarios públicos

federales , o bien a la naturaleza de su relación de trabajo, serán ordenamientos

federales , no obstante, en lo que respecta a las condiciones de trabajo y al

organigrama de la dependencia de que se trate, se atenderá a lo establecidos en

la ley orgánica , reglamento o estatuto respectivo, en su caso.
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En lo concerniente a los Estados, el fundamento constitucional de su

régimen interior y por tanto , el de su administración, de acuerdo a lo ya indicado

es el articulo 116 de la Carta Magna, que en su primer párrafo señala:

"Articulo 116.- El poder público de los Estados se dividirá, para su

ejercicio, en Ejecutivo , Legislativo y Judicial , y no podrán reunirse dos o mas de

estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en

un solo individuo."

En este caso, se menciona que las leyes que describen las funciones

de las secretarias de las entidades federativas, así como la imposición de

sanciones a sus servidores públicos, se emitirán con arreglo a la Constitución local

y al estatuto de dichas secretarias, si lo hubiere, ya que estos asuntos conciernen

a su régimen interno.

Respecto a los municipios, "el fundamento de su organización interna

es el articulo 115 Constitucional, el cual menciona, entre otras cosas, las

atribuciones de dicho nivel degobiemo, asl como sus relaciones con la entidad

federativa respectiva , en este sentido , cabe mencionar qee los reglamentos,

circulares y demás ordenamientos expedidos por el Ayuntamiento se llevarán a

cabo de conformidad con las leyes exped idas por las legislaturas locales .

Luego de asentar los anteriores argumentos, se expone a

continuación la importancia de los estatutos a nivel general, pues se trata de una

figura juridica creada para el adecuado funcionamiento de la Administración

Pública, para después abordar el estudio del Estatuto del Servicio Profesional

Electoral del IFE, ya que a pesar de que no es un órgano de gobierno, ni

pertenece a alguno de los poderes de la Unión, su estatuto presenta
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caracteristicas especificas, principalmente a la naturaleza de la Institución a la cual

regula.

En amplio sentido, hemos de entender por Estatuto al instrumento

legal que surge en virtud de la potestad del Estado, para que organismos o

instituciones autónomas regulen hechos surgidos en el ámbito de su régimen

interior, un ejemplo de Estatuto en el sistema jurídico mexicano, es el del Distrito

Federal.

Se aprecia que el estatuto se emite en virtud de precepto legal,

sancionado debidamente por el Estado, por conducto del órgano competente ,

aunque en el caso del Distrito Federal , se ha considerado a su Estatuto como el

equivalente a una Constitución local, sin embargo , en el sentido en el que se

empleó dicho término en el caso del IFE, fue para establecer la autonomia de

dicho Instituto en la toma de decisiones inherentes a sus funciones.

Ahora bien, se podría cuestionar el motivo por el cual el legislador

optó por conferir la facultad de determinar las funciones , facultades y derechos de

los trabajadores del IFE, al Consejo General del Instituto, con fundamento en el

articulo 41 Constitucional y el Código Federal de Instituciones y Procedimientos

Electorales, en lugar de expedir ley reglamentaria, un ejemplo de esta postura

critica es la siguiente:

"Si se trata de materia laboral, estimo en lo personal que ese

estatuto que contiene derechos y obligaciones de los servidores públicos que

prestan sus servicios aliFE, mas bien corresponde expedirlo al Congreso de la

Unión en los términos de la bltima parte de la fracción X del articulo 73 de la
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Constitución, en relación con el articulo 123 apartado "B" del mismo código

político.'063

Por lo que. de acuerdo con el criterio antes trascrito, a pesar de que

en dicho Estatuto se contengan normas de de carácter laboral, dicho instrumento

legal no emana directamente del Poder Legislativo, y por tanto se le ha de

considerar como un reglamento administrat ivo.

Esta postura no se considera correcta, por lo siguiente:

1.-EI autor en comento, consideró esencialmente que la regulación

de los derechos y obligaciones de los servidores públicos del IFE, corresponde

expedirlo al Congreso de la Unión en los términos de la última parte de la fracción

X del artículo 73 de la Constitución, en relación con el articulo 123 apartado "B" del

mismo ordenamiento, el primer articulo mencionado se indica como sigue:

" Art iculo 73.- fracción X.- El Congreso tiene facu ltad:

Para legislar en toda la republica sobre hidrocarburos, minería,

industria cinematográfica, comercio, juegos con apuestas y sorteos,

intermediación y servicios financieros, energía eléctrica y míclear, y para expedir

las leyes del trabajo reglamentarias del artículo 123."

2.- La expedición del Estatuto del Servicio Profesional Electoral , tuvo

su fundamento juridico en el segundo párrafo de la fracción tercera del artículo 41

constitucional y el párrafo primero y tercero del artículo 167 del Código Federal de

Institucione s y Procedimientos Electorales , preceptos que disponen :

e: AGOSTA ROM:: RO r.Al9Jel, Derecho Burc:: ~a~ tCo Mex:c.ano, ed 2; ,. Ed Porrua México. 1999, pago6~
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"Articulo 41, segundo párrafo, fracción tercera.-. . . los órganos

ejecutivos y técnicos dispondrán del personal calificado necesario para prestar el

servicio profesional electoral. Las disposiciones de la ley electoral y del Estatuto

que con base en ella apruebe el Consejo General, regirán las relaciones de trabajo

de los servidores del organismo público.. .

Articulo 167, primer párrafo.- Con fundamento en el artículo 41 de

la Constitución y para asegurar el desempeño profesional de las actividades del

Instituto Federal Electoral, por conducto de la Dirección Ejecutiva competente se

organizara y desarrollará el Servicio Profesional Electoral.

Tercer párrafo.- La organización del servicio profesional electoral

será regulada por las normas establecidas por este Código y por las del Estatuto

que apruebe el Consejo General."

De lo que se colige que en virtud de mandato constitucional, en la

ley electoral respectiva, en este caso el Código Federal de Instituciones y

Procedimientos Electorales, se nombró a las autoridades competentes para fijar

las normas integrantes de dicho Estatuto, entre las que se encuentran las que

regulan las condiciones laborales de los servidores del IFE.

Aunado a lo anterior , la expedición del Estatuto del IFE siguió el

proceso adecuado para su creación, pues cabe resaltar que de acuerdo a la

jerarquia de las leyes, pues para encontrar respuesta a un posible problema

jurídico , se debe atender a lo dispuesto en la norma emanada directamente de la

Constitución y si en esta se establece , como es el caso, que el propio IFE puede
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emitir las normas de carácter laboral para sus servidores, se debe cumplir dicha

je rarquia normativa.

Se hace mención al respecto de la siguiente opinión doctr inal:

"El derecho esta formado por varios niveles horizontales de

enunciados jurid icos, desde los enunciados constitucionales hasta los mas

inferiores. Esos diversos planos están vertebrados por una linea vertical, que

atraviesan los planos horizontales, y que está integrada por normas de

competencia, a través de las cuales fluye el poder para crear normas jurid icas. Las

normas de competencia ocupan los nidos de este entramado , en cada uno de los

planos horizontales y fundan la juridicidad de las normas que se hallan en los

planos inferiores al que ellas mismas se encuentran. T"

Como puede apreciarse, la jerarquia normativa en ocas iones nos

remite directamente a la esfera de competencia de algún asunto , lo que en nuestro

sistema juridico es frecuente .

3.- A más de lo anterior, al Instituto Federal Electoral, no le es

aplicab le en términos generales, el apartado "B" del articulo 123 constitucional,

pues el Instituto no forma parte de alguno de los tres poderes de la Unión , ni del

Gobierno del Distrito Federal, pues es un organismo público autónomo reconocido

constitucionalmente.

601 HERNANDEZ MORIN Rafael l eona General del De,ec ho y de la Ciencia Juridlca Ed. PPU. Barcelona, 1989, pago155
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No obstante, el mismo Estatuto del Servicio Profesional Electoral, en

su artículo 26, establece que el personal de carrera será considerado como

personal de confianza, con la salvedad de que en caso de conflicto laboral tendrá

que estarse a lo dispuesto por el propio Estatuto y el COFIPE.

Por lo que se considera que el Estatuto del Servicio Profesional

Electoral se encuentra debidamente expedido, en base a las siguientes razones:

a) La circunstancia de que se haya establecido en la norma

constitucional la expedición de un Estatuto, se estima que se debió principalmente

para denotar la autonomla de la que esta dotado el IFE, ya no solo para tratar lo

relacionado a su régimen interno, sino para no permitir la injerencia de entes

ajenos a las decisiones electorales .

b) Al no ser el IFE un órgano que se encuadre dentro de alguno de

los tres poderes de la Unión ni del Gobierno del Distrito Federal, no se le pueden

aplicar de forma absoluta los criterios contenidos en el apartado "8" del artículo

123 de la Constitución General de la Republica con excepción de lo que dispone

para su personal, que será de confianza.

el Finalmente , se estima que la razón principal del constituyente

permanente para que las autoridades competentes del IFE conformaran un

estatuto en lugar de un reglamento, fue porque las condiciones de trabajo , asi

como la regulación de la imposición de sanciones, asi como las facultades de los

órganos internos del Instituto, tienen una naturaleza de orden estructural e

institucional , cuya importancia requería de un Estatuto.
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Retomando el aspecto laboral del estatuto , se había establecido que

tiene una peculiaridad con respecto a la relación de trabajo que ella establece. y

es el hecho de que el servidor público que ingrese a su estructura seguirá las

condiciones de trabajo previamente establec idas en dicho ordenam iento , normas

que pueden variar de acuerdo a las modificac iones que haga su Consejo General

por lo que el origen de los derechos y obligaciones de sus servidores no podria

consistir en un contrato de trabajo, excepto cuando se trate de los trabajadores

auxiliares , como se verá posteriormente.

Para dar claridad a lo expuesto , se hace mención del siguiente

criterio por lo que respecta al referido estatuto:

"Ese acto diverso que cond iciona la aplicación del estatuto legal y

que no puede crear ni variar la situación que establece dicho estatuto y que

además permite la modificación de este en cualqu ier momento sin necesidad del

consentimiento del empleado, es el acto que la doctrina denomina acto-unl ón.r'"

Así es, puesto que el personal que ingrese al Instituto, en virtud del

nombramiento expedido de acuerdo a las plazas vacantes y previo a satisfacer los

requisitos que el mismo estatuto señala. observaran las prohibiciones y tendrán

los derechos que de acuerdo a su rango se hayan establecido, salvo la excepción

que constituyen los trabajadores auxiliares del Instituto .

Un ejemplo de lo anterior se encuentra en lo que dispone el segundo

párrafo del articulo 171 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos

Electorales , el cual puede considerarse como la ley reglamentaria de las

disposiciones constitucionales relativas a los derechos y obligaciones político-

" FRAGA. Gabino . Oc. Cll.. pag o133·134 .
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electorales de los ciudadanos y en general , de la funci6n de organizar las

elecciones. Dicho articulo señala:

"ARTICULO 171. El Instituto Federal Electoral podrá determinar el

cambio de adscripción o de horario de su personal, cuando por necesidades del

servicio se requiera, en la forma y términos que establezcan este Código y el

Estatuto."

Se entiende claramente la hipótesis de la norma , pues la actividad

electoral se desarrolla en plazos breves, por lo que tomando en consideración la

responsabilidad que implica el conteo de votos y la entrega de paquetes

electorales, se necesita de toda la atención y el tiempo necesario para dar

cumplimiento a la funci6n del Estado consistente en organizar las elecciones.

En el desarrollo de este tema , luego de citar brevemente los

origenes del Estado moderno en general , del Estado mexicano, sus fines y la

necesidad de una Constituci6n para llevarlos a cabo, asl como algunos aspectos

de la estructura de la administraci6n pública, se han indicado aspectos

significativos del Estatuto del Servicio Profesional Electoral, por lo que, a

continuaci6n se expresará su conformación, comentando algunos de sus

preceptos que se consideran mas importantes .

El Estatuto del Servicio Profesional Electoral contiene 324 articulos y

13 transitorios, clasificado en dos libros, dividido el primero de ellos en cinco títulos

y el segundo en cuatro títulos.
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El libro primero es denominado "Del Servicio Profesional Electoral" y

en él se ubican las disposiciones que describen la finalidad del servicio

profesional, su operaci6n y desarrollo , la regulaci6n de los 6rganos principales del

Instituto y los cuerpos y rangos que lo integran. Uno de los artlculos interesentes

de este apartado es el 1° que dice:

"ARTICULO 1.- El presente Estatuto tiene por objeto:

1. Regular al planeaci6n, organizaci6n , operaci6n, desarrollo , control

y evaluaci ón del Servicio Profesional Electoral y del personal del Instituto Federal

Electoral;

11. Establecer los derechos, obligaciones, prohibiciones y sanciones,

y el procedimiento administrativo para imponerlas , así como los medios de

defensa con los que cuenta el personal del Instituto, y

111. Reglamentar lo referente a las demás materias que el Código

Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales determina que deben ser

reguladas por este ordenamiento."

De la lectura de este articulo , se observa que la aplicaci6n del

Estatuto abarca tanto a los servidores del servicio profesíonal de carrera, como a

los trabajadores administrativos , ya que para ingresar a ambas categorías, se

tomarán en cuenta, entre otras cosas, la aprobaci6n de los exámenes respectivos

para hacerse merecedores al nombramiento, debido a que lo que se persigue es

su especializaci6n en la materia electoral.

Por otra parte el objeto del Servicio se describe en el artículo 3°, que

dispone:
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•ARTICULO 3.- El servicio tiene por objeto :

1.- Coadyuvar al cumplimiento de los fines del Instituto y al ejercicio

de las atribuciones de los órganos del mismo, fomentando entre sus miembros la

lealtad e identificación con la institución y sus fines ;

11. Garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los

actos y resoluciones electorales;

111. Asegurar que el desempeño de sus miembros se apegue a los

principios rectores de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y

objetividad ;

IV. Proveer al Instituto de personal calificado , y

V. Otorgar certeza juridica al personal del Instituto."

Nuevamente se hace notar que la función de organizar las

elecciones , responsabilidad del Estado, le fue asignada a un órgano constitucional

autónomo , el cual , por su naturaleza institucional no se le puede ubicar dentro de

la esfera de alguno de los tres poderes de la Unión, de ahí que a sus servidores se

les haga mención en un dispositivo jurídico propio .

Por otra parte, otros articulos de este apartado que es conveniente

mencionar, son los que se refieren a la facultad de modificar, reformar o adicionar

articu las del estatuto , esta decisión le corresponde tomarla al Consejo General del

Instituto , aunque hay formalidades que se deben respetar para tal fin. El

procedimiento comienza con lo mencionado en la fracción IV del artículo 15, el

cual dispone:
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"ARTICULO 15. Le corresponde a la Comisión :

IV. Proponer a la Dirección Ejecutiva , para su oportuna presentación

a la Junta,' modificaciones, reformas o adiciones al Estatuto del Servicio

Profesional Electoral."

La Comisión del Servicio Profesional Electoral, asi como otras

comisiones del Instituto se encuentra integrada por los Consejeros Electorales del

IFE que se hayan determinado, los cuales en princip io conciben las reformas al

texto del Estatuto, que son propuestas a la Dirección Ejecutiva del Servicio

Profesional Electoral, como indican las fraccion es segunda y tercera del siguiente

articulo :

"ARTICULO 18.- Corresponde a la Dirección Ejecutiva:

11. Analizar las propuestas que reciba respecto de modificaciones,

reformas o adiciones al Estatuto;

111. Proponer a la Junta el Anteproyecto de modificaciones, reformas

o adiciones al Estatuto;"

Por su parte, una vez que la Junta General Ejecutiva recibió de la

Dirección Ejecutiva la propuesta de modificaciones al estatuto , esta propone al

Consejo General las posibles modificaciones o reformas al referido Estatuto, en

los términos de la fracción segunda del artículo 14 que establece :

"ARTICULO 14.- Corresponde a la Junta:
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11. Proponer al Consejo, con la oportunidad debida, por medio del

Secretario Ejecutivo, proyectos de modificaciones, reformas o adiciones al

Estatuto ;"

Finalmente, el Consejo General aprobará en su caso, las

modificaciones, reformas o adiciones al estatuto que le haya presentado la Junta,

observando así lo dispuesto por el segundo párrafo de la fracc ión tercera del

articulo 41 Constitucional.

El articulo 26 del Estatuto, por su parte, refiere:

"ARTICULO 26.- El personal de carrera será considerado de

confianza y quedara sujeto al régimen establecido en la fracción XIV del apartado

"B" del articulo 123 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, y

al régimen del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del

Estado"

Pero no solo el personal dé carrera será considerado de confianza,

pues como se ha indicado, los trabajadores administrativos del Instituto también

tienen ese carácter , aun cuando el estatuto no lo mencione expresamente, esta

postura encuentra sustento en el propio COFIPE en el párrafo primero del articulo

172 que dice a la letra:

"ARTICULO 172.- El personal que integre los Cuerpos del Servicio

Profesional Electoral y las ramas administrativas del Instituto , será considerado de

confianza y quedara sujeto al régimen establecido en la fracción XIV del apartado

"B" del articulo 123 de la Constitución ."

En vista de lo expuesto , se arriba a la conclusión de que la relación

de trabajo tanto de los integrantes del servicio profesional como de los
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trabajadores administrativos , encuentra sustento en la fracción XIV del articulo 123

constitucional , apartado "S", por remisión expresa del COFIPE, relación de trabajo,

que como ya se indicó, no se encuentra ubicada en alguna de las esferas de lo

poderes de lá Unión ni del Distrito Federal.

Continúa la estructura del Estatuto del titulo segundo al quinto,

describiendo las disposiciones relativas a los requisitos de ingreso al servicio, los

mecanismos de evaluación, derechos, obligaciones , prerrogativas y finalmente el

procedimiento administrativo de aplicación de sanciones.

Sobre el particular , solo se comenta que los trabajadores

administrativos del Instituto cuentan también con derechos y obligaciones

inherentes al cargo, por lo que existen diferencias entre estas normas y las

aplicables a los integrantes del servicio profesional.

El titulo primero del libro segundo del estatuto, es precisamente el

correspondiente a los trabajadores administrativos y auxiliares , asi tenemos que

por lo que hace a los asuntos relacionados con los trabajadores administrativos,

tomará conocimiento de ellos la Comisión de Administración del Instituto; y

respecto a los trabajadores auxiliares, se les define de la siguiente manera:

"ARTICULO 200 - Serán trabajadores auxiliares aquellos que

presten sus servicios al Instituto por un tiempo u obra determinada ya sea para

participar en los procesos electorales , o bien en programas o proyectos

institucionales , incluyendo los de indole administrativo, de conformidad con la

suscripción del contrato respectivo."
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En este rubro tenemos, por ejemplo , a los trabajadores contratados

en el régimen de honorarios para labores de captura de datos cuando están por

desarrollarse las elecciones, así como los contratos de prestación de servicios,

con la condición de que sean por obra o tiempo determinado.

Es el caso de que se está ante una relación juridica diferente a la de

los trabajadores al servicio del estado, podría hablarse incluso de una relación

individual del trabajo , aunque esta postura sea ampliamente discutible, pues el

articulo 236 del estatuto establece que:

"ARTICULO 236.- El Instituto podrá contratar trabajadores auxiliares

en los términos de la legislación civil federal :

De la lectura del precepto en comento , se estima que sobre el

particular, prevalece cierta ambigüedad ; pues el estatuto al denominar a estas

personas como "trabajadores auxiliares", contratándolos de acuerdo a los términos

del derecho civil, sin embargo, de acuerdo con la naturaleza del acto jurldico

celebrado , a estos trabajadores se les tendría que ubicar "como partes de un

contrato privado perteneciente al derecho civil.

Finalmente , en el título cuarto del libro segundo, se establecen las

condiciones generales de trabajo del personal del Instituto, haciendo clara

diferenciación entre los integrantes del servicio profes ional y el personal

administrativo.

De lo expuesto se arriban a los siguientes razonamientos:
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a) El Estado para cumplir sus fines , requiere de órganos organizados

conforme a un marco juridico que mantenga un equilibrio entre las facultades de la

autoridad y los derechos de los gobemados, el cual, en nuestro sistema juridico,

encuentra sustento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos .

b) Dichos órganos se organizan en dependencias y secretarias con

atribuciones determinadas, lo que da lugar a la conformación de la administración

pública, que en el caso del Estado mexicano, surge en los tres niveles de

gobierno.

c) Para que la administración pública pueda funcionar

adecuadamente, requiere establecer y dar formalidad a la estructura de la

dependencia del Estado en cuestión, así como a las condiciones generales de

trabajo y en general, en todo lo que concierna a la institución respectiva en su

régimen interno, un mecanismo jurídico que puede satisfacer esos requerimientos

es el estatuto.

d) En estos últimos años, a medida que los grupos integrantes de la

sociedad demandan mayor eficacia en la ejecución de responsabilidades

concemientes al Estado, se hizo necesario que se crearan órganos

constitucionalmente reconocidos y dotados de autonomía, para llevar a cabo tales

funciones. Uno de esos órganos es el Instituto Federal Electoral, el cual se

encargaría de organ izar las elecciones ; y, para su que su funcionamiento fuese

armónico con su autonomía, se le facultó para que pudíera crear su ordenamiento

interno, es decir , un Estatuto.

e) El Estatuto del Servicio Profesional del IFE, expedido en

consonancia con el articulo 41 Constitucional y con el Código Federal de

Instituciones y Procedimientos Electorales , en lo que respecta a los servidores de

dicho Instituto , observa uno de los preceptos del articulo 123 apartado "B", el

referido a la relación laboral de los trabajadores de confianza, con las obligaciones
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y derechos correspondientes, precisamente en virtud de la función del Estado que

se les ha encomendado.

3.2 RELACION DEL IFE CON SUS TRABAJADORES.

A continuación se estudiará brevemente la relación del IFE con sus

trabajadores, en primer término , algunos aspectos generales y posteriormente se

hará mención de los instrumentos legales que prevén la regulación de los

conflictos derivados de la misma.

No obstante, es conveniente mencionar que las relaciones del IFE

con sus trabajadores se circunscriben únicamente al ámbito laboral , pues se

estima que dicho Instituto en su carácter de autoridad, cuando impone sanciones a

sus servidores , se está ante un acto de carácter administrativo, dicho supuesto se

materializa cuando el Instituto impone sanciones, por ejemplo, inhabilitaciones o

multas .

Se arribó al siguiente razonamiento, pues de acuerdo con las

dispos iciones del COFIPE y del estatuto, es claro que cuando uno de los

trabajadores del Instituto incurre en una fa lta, ya sea en contra de la disciplina que

debe observarse o; a un indebido desempeño en las funciones asignadas es

sancionado, no implica por si mismo y en estricto sentido, una relación de

naturaleza administrativa .

La única relación del IFE con sus servidores es efectivamente de

carácter laboral, ya que la relación administrativa se considera que es aquella que
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sostienen las dependencias y órganos de la administración pública para el

adecuado ejercicio de sus funciones.

Por otra parte, del estudio del estatuto dellFE, en dicha normatividad

se incluyeron tres tipos de trabajadores, los cuales son:

a) Aquellos que tienen un vínculo laboral en virtud de su ingreso en

el servicio profesional de carrera.

b) Los trabajadores administrativos .

e) Los trabajadores llamados auxiliares.

Como ya se ha mencionado con anterioridad, los dos primeros tipos

de trabajadores son considerados como trabajadores de confianza, con los

beneficios que dicha calidad les brinda, como la protección al salario y la

seguridad social.

Ahora bien, los trabajadores llamados auxiliares, al celebrar un

contrato individual de trabajo , sea por obra o tiempo determinado, se considera

que sostienen en virtud de dicho vínculo una relación laboral de carácter privado,

pues no media un nombramiento expedido por autoridad competente que haga

suponer que sostienen una relación laboral como trabajador de confianza de

acuerdo con el apartado "B" del 123 Constitucional.

Por otra parte, se menciona que el Instituto, cuando la ocasión así lo

amerita y de acuerdo con sus necesidades , también puede celebrar contratos de
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naturaleza estrictamente civil, en los cuales ya no es autoridad , ni patrón , sino que

es parte en un contrato regulado por el derecho civil, por ejemplo, cuando se

celebra un contrato de prestación de servicios profesionales,

En este caso, las partes se estarán a lo convenido en las cláusulas

del contrato, principalmente en lo que respecta a honorarios y contraprestaciones ,

asi como el objeto del contrato y duración del mismo, sin que por esta

circunstancia , se les llegara a considerar como "trabajadores auxiliares ",

Los elementos que integran la relación del Instituto con sus

trabajadores, es un tema discutible por cuanto a que dicha relación comprende a

los integrantes de un servicio profesiona l de carrera, los cuales, en principio no

cuentan con la permanencia en el cargo, esto debido a las evaluaciones de que

son sujetos , privilegiando ante todo el profesionalismo con que deben llevar a

cabo sus funciones :

"Este concepto de profesionalismo o profesionalización en la

actuación se debe entender en su sentido semántico y teleológico, es decir , como

el desempeño oportuno , especializado y constante de una determinada actividad

humana , conforme a principios jur idicos pero fundamentalmente acatando

principios de carácter ético, para la consecución plenamente eficaz de un

determinado fin Iicito,"66

Como se puede apreciar, el servicio profesional de carrera es una

situación relativamente nueva en el sistema jurídico mexicano , pues surgió

conjuntamente con la creación del Instituto Federal Electoral, por lo que, cuando el

&' GALVAN RIVE RA, Flavio. Derecho Procesal Electoral Mexicano. Ed McGrawHiII, México, 1997 , pago75
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legislador concibió a los principios rectores del organismo, se pensó en el

profes ionalismo en el desempeño de la función asignada, lo que implicaba la no

permanencia en el cargo si no se acreditaban las evaluaciones correspondientes.

En cuanto a los trabajadores administrativos, también se les

considera como trabajadores de confianza, los cuales ingresan a la estructura del

Instituto por medio de exámenes y concursos de oposición , sin embargo, el

régimen de evaluaciones para permanecer en el cargo no les es aplicable a estos

trabajadores, por lo que cuentan con cierta permanencia en el puesto.

No puede soslayarse que los elementos que integran la relación

entre el IFE y sus trabajadores , tienen como principios rectores la certeza ,

legal idad, independencia , imparcialidad , y objetiv idad, los cuales son el punto de

partida que ha de seguir la referida relación laboral. As i las cosas , del estudio del

estatuto y del código electoral, se desprenden los siguientes elementos :

1.-. Las partes que integran la relación laboral. Son los tres tipos de

trabajadores reconocidos por el estatuto , por una parte y por otra el Instituto

Federal Electoral por conducto del Directo Ejecutivo o superior jerárqu ico del área

en que el personal realice sus funciones .

2.- El marco normativo que regula la relación laboral. Este elemento

es de mucha importancia, pues en ocasiones surgen problemas cuando se trata

de establecer la naturaleza de un acto jurldico, en el caso que nos ocupa, tenemos

la siguiente normatividad, comenzando con el fundamento constitucional:
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a) Articulo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos.

b) Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

e) Estatuto del Servicio Profesional Electoral.

d) ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia

Electoral.

e) Acuerdos , circulares y demás disposiciones que emitan las

autoridades competentes del Instituto.

3.- Elemento formal de la relación laboral. Consiste entre otras

cosas, en las condiciones de trabajo , derechos y obligaciones del personal , asi

como la estructura y facultades del cuerpo de funcionarios que integran al Instituto,

plasmados en un documento denominado Estatuto del Servicio Profesional

Electoral.

En otro orden de ideas, a pesar de que el multicitado estatuto

contiene las condiciones de trabajo, entre otras cosas , no contempla el

procedimiento a seguir cuando se esté en el caso de dar solución a las

controversias de naturaleza estrictamente laboral. Únicamente prevé el

procedimiento administrativo de aplicación de sanciones, que como se ha

afirmado, constituye un acto de los órganos del IFE en su carácter de autoridades ,

que es un acto independiente a la naturaleza laboral del vinculo entre el IFE y su

persona l.

Por tanto, el procedimiento para la solución de controversias

laborales, la cual es una normat ividad necesaria en toda relación laboral , lo

encontramos en el tercer párrafo del articulo 172 del Código Federal de

Instituciones y Procedimientos Electorales que dice:
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"ARTICULO 172.- Las diferencias o conflictos entre el Instituto

Federal Electoral y sus servidores serán resueltas por el Tribunal Electoral

conforme al procedimiento previsto en la ley de la materia."

Por lo que respecta a la cuestión de la solución de controvers ias

laborales, debemos remitirnos a una ley a la cual se hecho referencia únicamente

de manera superficial, es decir, la Ley General del Sistema de Medios de

Impugnación en Materia Electoral.

En el apartado correspondiente se hará mención de la ley en

cuestión, cuando se estud ien los juicios laborales que conoce el Tribunal Electoral,

ahora bien, por lo que hace al sistema empleado en dar solución a dichas

controversias, tenemos que.

"El sistema es similar al seguido en tratándose de los trabajadores

del Poder Judicial de la Federación y de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación, toda vez que cuando surge un conflicto laboral entre el Tribuna l Electoral

o el Instituto Federal Electoral y sus servidores, el juicio lo tramita la Comisió n

Substanciadora y la resolución la pronuncia con el carácter de definitiva e

inatacable la Sala Superior del Tribunal Electoral."67

Un aspecto de la relación del IFE con sus trabajadores, consiste en

la instauración de un procedimiento del cual conocen los órganos que emiten el

acto que se considera vulneró derechos labora les, en este caso, el Instituto

Federal Electoral y finalmente el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la

Federación.

E' OVAlLE BENARES Rteardo Instltucionahdad y Profeslonahzaci6n del Serv~ Publico en México, Ed UNAM. Mexico
2002. pag 67-68
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Esta forma de dar trámite a los conflictos derivados de la relación

aboral entre el IFE y su personal , es criticable, entre otras cosas, porque conocen

( resuelven dicha problemática órganos especializados en materia electoral ,

cuando se trata de aspectos del trabajo.

Ahora bien, algunos autores consideran Que los derechos laborales

de estos servidores, tendría Que estar reglamentada por el Congreso de la Unión,

con normas Que se ajusten a lo establecido de acuerdo con los parámetros del

apartado "B" del articulo 123 Constitucional, opinión Que no se comparte, pues el

Instituto no pertenece a alguna de las esferas de los poderes de la unión.

En este orden de ideas, sobre la relación laboral en estudio y el

procedimiento de solución de conflictos de esta naturaleza, se puede concluir Que

debido a Que el IFE no pertenece a alguno de los poderes federales se estimó

conveniente agrupar las normas para la solución de los conflictos de trabajo en la

ley de la materia, es decir, la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación

en Materia Electoral.

La relación del personal del IFE, a pesar de ser considerada por su

estatuto como la de los trabajadores de confianza al servicio del estado, así como

la regulación y normatividad laboral aplicable, es cuestionada, a pesar de Que

dichos mecanismo legales se crearon tomando en cuenta la figura del instituto

como órgano constitucional autónomo.

Así es, pues es claro Que en México no se tenían antecedentes de

dicha figura, Que de acuerdo con el texto del articulo 41 constitucional , cuenta con

la capacidad y personalidad jurídica suficiente para llevar a cabo funciones Que
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antaño correspond ían al poder legislativo y ejecutivo , de ahí que, tratemos de

conocer las circunstancias que díeron origen a este tipo de instituciones .

Por lo tanto , se hará mención del caso de España, que también

cuenta con este tipo de organismos , para después exponer las causas que en

nuestro país dieron origen a los órganos constitucionales autónomos , pues de otra

manera, no se podria comprender el tipo de relación del IFE con sus servidores ,

por tanto , se expone lo siguiente:

"La razón principal que se esgrime para justificar la creac ión de

autoridades independientes, es la necesidad de garantizar una cierta neutral idad o

imparcialidad en el ejercicio de un determinado tipo de funciones, reguladoras o de

prestación de servicios. Para consegui rlos se busca atribuir dichas funciones a

organismos alejados de aquellos órganos del Estado en los que tiene lugar la

lucha de partidos, a autoridades independientes dotadas de autonomia

cualificada."66

Como puede apreciarse , la legitimidad de la organización de las

elecciones, tenia que surgir del desempeño de organismos separados de la esfera

de la administración públíca, la cual depende del gobierno en turno , a efecto de

concretar la gobernabilidad del Estado.

De ahí que en nuestro pals , no solo se constituyera una autoridad

electoral encargada de organizar las elecciones, sino también se creó un tribunal

electoral como órgano especializado, para que los part idos o ciudadanos,

pudiesen reclamar ante una superioridad, los posibles errores o injusticias que

afectaran sus derechos político-electorales, instancia en la que los servídores del

6t SAlV"OOR MARTII'IJEZ 'It~a 'c , AutoliOades InClepe'ld,enlps Ed Anel. España. 2002 . pago370
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propio Instituto, también pudiesen encontrar respuestas a las posibles

controversia s en que fuesen parte.

y por lo que atañe al tipo de relación laboral de dichos órganos ,

tenemos que:

"La doctrina cientifica no ha prestado especia l atención a la

autonomia de la gestión del persona l al servicio de las autoridades

independientes, aunque hay autores que, tanto en los estudios generales sobre el

tema, como en el estudio especifico de un organismo de este tipo, afirman que, a

través de la gestión del personal , el Gobierno o la Administración pueden

condicionar de manera indirecta, pero eficaz, la actividad de estas autondades .r'"

Como hemos podido apreciar , el Estatuto del IFE fue creado por sus

propias autoridades internas, exceptuando a la ley de medios de impugnación, que

contiene el procedimiento para la solución de controversias con sus trabajadores ,

la cual fue aprobada por el Congreso de la Unión.

En este orden de ideas, se aprecia que fue una novedad para el

constituyente permanente mexicano el estab lecer el tipo de relación laboral entre

el IFE y sus servidores, tan es asi, que la reglamentación de los derechos.

obligaciones y la naturaleza de dicha relación, sean motivo de discusión.

•,,' SALVADOR MARTINEZ Maria Ibidem. pag 308
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3.3 NATURALEZA DE ESTA RELACiÓN.

Se ha criticado y puesto a discusión la conveniencia y eficacia de los

dispositivos legales que en la actualidad regulan la relación laboral entre el IFE y

sus trabajadores, por lo que, determinar su natura leza también es una

problemática, pues ambos temas se encuentra intimamente ligados, ya que al

resolver una cuestión se encontraría la pauta para resolver la otra .

Se considera que surge dicha prob lemática al constatar la naturaleza

de órgano constitucional autónomo del Instituto, pues dicha figura jurídica es

relativamente nueva en el sistema jurídico . mexicano, al no contar con un

precedente , siendo en consecuencia reciente su regulación .

Ahora bien, para determinar la naturaleza de esta relación , debemos

estud iar primero las criticas hechas por diversos autores a la regulación de los

derechos de los servidores del ¡FE, circunstancia que implica una discusión acerca

de la naturaleza jurídica de la relación labora l de dichos servidores . Una de estas

criticas es la siguiente :

"No se aprecía en ninguna exposíción de motivos cual sea la razón

por la que los derechos laborales de los servidores públicos del Instituto Federal

Electoral y delTrlbunal Federal , estén consignados en disposiciones de rango

inferior a las leyes del Congreso de la Unión .,,7o

ACOSTA ROMERO . Miguel. lbmem. pap. 653
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Del comentario trascrito. puede advertir lo siguiente:

al Que la regulación de dicha relación no es eficiente, pues no se

incorporaron los derechos de los servidores del IFE en una ley emanada del

apartado "B" del 123 Constitucional.

b) Que la regulación de esta relación no tiene una legislación

sistematizada, en la que se observen los principios contenidos en el apartado "B"

del 123 Constitucional.

Previo a exponer nuestra consideración al respecto , se menciona

que las criticas siempre son adecuadas en la medida que se pone en duda un

esquema legal que podría no ser el correcto, es decir, enriquece la discusión y por

ende, el estudio del derecho mexicano.

Retomando la cuestión en estudio , se exponen las razones por las

que se considera que se puede establecer la naturaleza de la relación laboral de

los servidores del IFE, en los términos siguientes :

al El Instituto es autónomo en virtud de la función pública que

desempeña, que consiste en la organización de las elecciones a nivel federal, de

ahl que se requiera a un órgano que cuente con la transparencia y legitimidad

necesarias, con lo que se explica que no se le haya ubicado en la esfera de

alguno de los poderes de la Unión.
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El propio devenir de la sociedad , hace necesario que los

mecanismos legales del Estado creados para concretar sus funciones , tengan que

actualizarse, de modo que no se pierda la eficacia juridica que debe prevalecer en

los actos estatales, tal como se desprende de la siguiente opinión doctrinal:

"Para hacer frente a esas actividades, el Estado tiene que crear

agencias o unidades administrativas que se encarguen precisamente de cumplir

con los nuevos cometidos; y vemos así que surgen nuevas Secretarias y

Departamentos de Estado, o bien, nuevas estructuras administrativas que antes

eran desconocidas, como la descentralización, la desconcentración, las empresas

públicas y el fideicomiso público.?"

De manera semejante a la administración pública, la cual que tiene

que modif icar y actualizar las instituciones que la componen para no perder

eficacia, el Estado en su momento necesitó garantizar la legal idad de las

elecciones, a través de la creación de un órgano constitucional autónomo, que se

encargara de dicha tarea.

b) La autonomia del IFE abarca la toma de decisiones en asuntos

internos y administrar su patrimonio como convenga , de acuerdo a sus

requerimientos y en consonancia con la Constitución y las leyes que de ella

emanen.

e) Del estudio realizado con anterioridad se estableció que las

condiciones generales de trabajo, así como la organización de la estructura del

Instituto se contenian en el estatuto respectivo y las normas que regulan la

I FRAGA, Gablno. oc. en Pag 107
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solución de controversias entre el IFE y sus servidores, es decir , La Ley General

de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

d) Sin embargo, es en el articulo 172 del Código Federal de

Instituciones y Procedimientos Electorales el cuerpo legal en el que se estima, se

estableció la naturaleza de la relación laboral entre el IFE y sus servidores ya que

dispone que:

"ARTICULO 172.- El personal que integre los cuerpos del Servicio

Profesional Electoral y las ramas administrativas del Instituto, será considerado de

confianza y quedará sujeto al régimen establecido en la fracción XIV del apartado

"B" del articulo 123 de la Constitución."

As! pues, se estima que no son del todo exacto las criticas de los

autores por lo que a este punto se refiere, consistentes en que no se observen

aspectos de derecho laboral de acuerdo al apartado "B" del articulo 123 de la

Constitución General, ya que de la trascripc ión anterior y de los estudios

precedentes , sí se observa un aspecto de la normatividad del referido apartado "B"

del articulo 123 de la Constitución , consistente en el que prevé a los trabajadores

de confianza.

Por lo que respecta a la naturaleza de dicha relación , lo procedente

es estimar que corresponde a la de los trabajadores de confianza , con las

consecuencias juridicas que por esta calidad se hagan valer y que pertenece a la

fracción XIV, apartado "B" del artículo 123 de la Constitución Federal.

Sin embargo , el hecho de que una persona ostente la calidad de

trabajador de confianza, no significa que se dejen de observar y aplicar las normas

de derecho público, entre las que se encuentran las normas constitucionales, pues
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la autonomla de que goza el IFE, no significa extraterritorialidad, ni inobservancia

de las leyes.

Asi las cosas, se puede considerar que al elaborar las disposiciones

legales que tienen por objeto la regulación del IFE; 'y, en particular, la relación con

sus servidores. se tomaron en estima dos aspectos : la naturaleza de órgano

constitucional autónomo que dicho Instituto ostenta y la función pública a

desempeñar.

Atendiendo entonces a que la función a desempeñar por los

servidores de dicho Instituto es la organización de las elecciones, bajo el principio,

entre otros, del profesionalismo, fue necesario evaluar continuamente el

desempeño del funcionario electoral y removerlo si de los resultados obtenidos se

llegaba a la conclusión de que no satisfac la los requerimientos del servicio.

DIFERENCIAS CON RESPECTO A LA RELACiÓN LABORAL DE

LAS DEPENDENCIAS DE GOBIERNO;

Se estima que la relación laboral en estudio, presenta las siguientes

diferencias con respecto a la relación de trabajo de las dependencias de la

administración pública federal y en la que se observan la totalidad de los términos

del citado apartado "B" del articulo 123 de la Constitución Genera l de la República

y que son las siguientes:

1.- Los servidores del IFE carecen de derechos colectivos de trabajo.

2.- La totalidad de servidores del IFE, son evaluados continuamente,

lo que implica que su permanencia en el cargo no sea definitiva, en tanto, en las

dependencias del gobierno federal no se presenta esta situación .
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3.- Los dispositivos legales que regulan la referida relación laboral

son de reciente creación y de acuerdo a la Institución que regula, por su contenido

se clasifican en el ámbito electoral , tal es el caso del COFIPE, el estatuto del

servicio profesional y de la Ley de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

De ahí que la naturaleza de dicho servidor sea el de trabajador de

confianza, los cuales no cuentan con estabilidad en el empleo , derecho que

únicamente tienen los trabajadores de base de cualquier otra dependencia de

gobierno.

3.4 REGLAMENTACiÓN.

Para el estudio del presente tema, es conveniente hacer referencia

a la situación previa la creación de la legislación electoral, asi como ubicar los

antecedentes de los ordenamientos juríd icos que reglamentaran la relación del IFE

y sus trabajadores, cuya normatívidad no surgió formalmente en nuestro país, sino

a partir de las reformas electorales de fines del siglo XX.

En este orden de ideas, se hará referencia a algunas circunstancias

que precedieron a la creación de las instituciones electorales y a las leyes que se

encargarian de regularlas, pues no basta con saber que la legislación electoral en

general es relativamente nueva, sino comprender el por qué no se previeron en la

Constitución de 1917.

Asimismo , se estudiaran el cuerpo de leyes electorales que se hayan

promulgado y puesto en práctica , aunque conviene precisar que en razón a la

novedad Que supuso la creación del Instituto, hubo un tardío reconocimiento y
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regulac ión del ámbito laboral de estos trabajadores , constituyó un supuesto nuevo

en la legislación mexicana actual.

La situación sociopolítica del Estado mexicano en el transcurso de

los siglos XIX y XX, se caracterizó por una inestabilidad en el ejercicio de las

acciones de gobierno , lo que trajo como consecuencia la falta de continuidad en la

aplicación de textos constitucionales y por consiguiente, el nulo desarrollo de

instituciones laborales que contemplaran y salvaguardaran derechos laborales y

menos la creación de figuras juridicas electorales.

Ante dicha circunstancia, solo después de la caída del régimen de

Porfirio Diaz se pudo discutir la viabilidad de crear partidos políticos, tal como se

refiere a continuac ión:

"Ya la ley electoral de 19 de diciembre de 1911, expedida poco

después del triunfo maderista, alentaba la formación de diversos part idos, pues

para reconocer los como tales, bastaba que se constituyeran en asambleas de cien

ciudadanos Esta misma legislación introdujo el voto secreto.y en las reformas del

22 de mayo de 1912, se adopto la votación directa para elegir diputados y

senadores al Congreso de la Unión."n

No obstante , luego de los acontecimientos por los que Victoriano

Huerta se hizo con el control del poder, se registró un deterioro en el incipiente

intento de instaurar un gobierno bajo instituciones republicanas, en el que se

pudiese respetar y considerar el sufragio de los ciudadanos , situación que incluso

~; AN DRADE SANCHEZ. Eduardo. Reformas CQ~st ! t iJcIQnª)es y Modernidad Nacional. Ed. Porrua. México. 1992, pag 33
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en la Constitución de 1917, como se ha mencionado , no fue regulada

adecuadamente, sino hasta bien entrado el siglo XX.

Por otra parte, en el proyecto de Const itución que formuló el

Congreso Const ituyente de 1916, no se previó el fundamento que reconociera y

estableciera los más elementales derechos laborales , como se aprecia de la

lectura del siguiente comentario :

"El articulo 5 del proyecto solo contenia en mater ia laboral con

relación al de la Carta de 57, la escasa innovac ión de limitar a un año el plazo

obligatorio del contrato de trabajo e impedir que en él se renunciara a los derechos

civiles o politicos.,,73

Cabe mencionar que después de algunos agregados a este

proyecto , se pudo insertar en la Constitución de 1917 una relación de derechos

laborales min imos, los cuales conformaron el articulo 123, posteriormente, cuando

vinieron los años de relativa estabilidad económica y politica , se pudo fomentar el

desa rrollo industr ial, se contaron con las condiciones históricas para ampliar el

espectro de derechos laborales e incluso diferenciar entre los trabajadores del

ámbito privado y aquellos que servían al Estado.

Como se puede apreciar, no se agregaron en la Constitución de

1917 por lo que hace a la materia electoral , los fundamentos que permitie ran la

creación de leyes reglamentarias que diera n certeza jur idica a las elecciones, de

ahi que , tampoco se haya previsto siquiera la situación de los trabajadores

electorales.

~~ TENA RAMIREZ. Felipe , Leyes Funoamentales de MéxIco 1808-1995 ed. 19°. Ed. Porrua. México, 1992, pag 813
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Sin embargo , a finales del siglo XX, se adicionó al artículo 41

Const itucional, los aspectos relativos al eje rcicio de la democracia, así como la

creación de un órgano constitucionalmente reconocido y autónomo que seria el

enca rgado de organizar las elecciones . Cabria preguntarse porque se insertó

dicha regulación en esa parte de la Const itución Federal.

Se estima que el legislador realizó las reformas mencionadas en el

articulo indicado, debido a que pertenece a la parte de la Constitu ción conocida

como orgánica , es decir , la parte de la Carta Magna que fundamenta la

organización de las Instituciones del Estado Mexicano, en contrapos ición a la

parte dogmática, en la que se salvaguardan las garantías del gobernado, las

cuales han de ser respetadas por la autoridad. En esta tesitura , el siguiente

comentario:

"Toda constitución comprende dos partes importantes , la parte

dogmática y la parte orgánica. La parte dogmát ica es aquella parte de la

Constitución que hace relación a los derechos en general , condiciona la situación

del individuo frente al Estado. La parte orgánica de la Const itución precisa la forma

como se estructuran y funcion an los órganos del Estado para darse la

organización que mas conviene al cumplimiento de sus fines y a la realización de

los servic ios públicos." 74

Se entiende entonces que la instauración de un órgano que se

encargase de las elecciones, se haya estipulado en el artículo 41 de la

Constitución Federal. Ahora bien, con el surgimiento del IFE, también se previó lo

relativo a la relación laboral entre éste último y sus servidores , primero, al

estable cer la creac ión de un Estatuto y poster iormente, con la creación de la Ley

General de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

~ . SERRA ROJAS Anotes Cte:lClaPolitlca. ec . 1' · .. Ed Porrua MéxICO, 1993 , pag 534
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Como ya se ha estud iado lo relativo al estatuto en un tema

precedente, únicamente se hará referencia de manera general la ley de medios de

impugnación en materia electoral , ya que en su libro quinto contiene la

reglamentación para la solución de controversias o diferencies entre el IFE y sus

servidores.

Por lo que respecta al antecedente directo de la reglamentación de

para la solución de controversias entre el IFE y sus servidores, este se encuentra

en la Ley Federal de Organizaciones Polit icas y Procesos Electorales , respecto a

este punto se transcribe lo siguiente :

"Con las diversas y continuas pruebas de la Ley Federal de

Organ izaciones Politicas y Procesos Electorales, vividas en cada comicio, la

Comisión Federa l Electoral a través de la Secretaria de Gobernación , promovió

con el interés de los partidos políticos. una nueva reforma polit ica electoral , que en

su cuerpo contempla una sociedad mas plural y politizada. ,,75

Esta ley tuvo como objetivo principal el regular el desempeño tanto

de las autor idades electorales que en aquel momento' se encontraban en

funciones, así como su relación con los partidos politicos, sin embargo, sobre las

relaciones laborales de dichas autoridades electorales, nada se menc iona.

Considerando lo antes expuesto, diremos que el estudio de la

reglamentación de las relaciones del IFE con sus servidores, se circunscribe a los

sigu ientes ordenamientos:

~l MONTER O ZENDEJAS. Daniel. Derecho Politico Mexicanc Ed. Trillas, Mexco. 1991, pag. 671.
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a) Estatuto del Servicio Profes ional Electoral.- El cual contiene las

condicion es generales de trabajo , los medios de acceso al servicio profesional , la

estructura de funcionarios y el procedimiento administrativo de aplicación de

sanciones en materia administrativa. Dicho dispos itivo es de creación reciente y no

tiene antecedente.

b) Ley Genera l del Sistema de Medios de Impugnación en Materia

Electoral.- Dicho ordenamiento en forma genérica, contiene los recursos que se

pueden hacer valer en contra de actos que puedan transg redir la legalidad

electora l. asi como la regulación de las controversias entre el IFE y sus servidores,

en su apartado correspondiente al juicio laboral. Su antecedente directo es la Ley

Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales .

Para comenz~r el estudio de la Ley Genera l de Medios de

Impugnación en Materia Electoral, primero debemos entender en que consiste una

ley electoral, ya que en razón de la materia que regula, presenta diferencias con

otras leyes. En este sentido tenemos la siguiente opinión:

"Es ley electoral la que regula los procesos en que las preferencias

electorales se expresan en votos y en que estos votos se transforme n en

distribución de la autoridad gubernamental. Como las elecciones son muy

complejas , las leyes que regulan la conducta de los participantes serán

forzosamente múltiples y tendrán muchos fines."76

Como se puede apreciar del criterio antes trascrito , por ley electo ral

se entiende al conjunto de normas juridicas que tiene por objeto la regulación de la

organización de las elecciones, más por criterio del legislador, se aglut inaron en

"t OOUGLAS W Rae l eyes Electorales VSisteMa de Partidos Ed. CITEP , Madrid, 1997. pag 14
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una ley considerada electoral, preceptos tendientes a dirimir conflictos de

naturaleza laboral.

. Por otra parte, se dará una breve definición de la ley en estudio, cuya

natura leza es electoral , para posteriorme nte comentar algunas de sus

caracteristicas, ya que la importancia de conocer dicho dispositivo radica en que

también regula el juicio para dirimir diferencias o conflictos laborales entre el IFE y

sus servidores , tema que se analizará en su oportunidad .

Una primera opinión sobre la def inición de la ley en comento , se

transcribe a continuación :

"La Ley General de Medios de Impugnación en Materia Electoral,

donde debe denominarse simplemente como Ley de Medios de Impugnación en

Materia Electoral, no sigue las reglas de la técnica legislativa: se incorpora a la

gran cantidad de leyes dispersas y desarticuladas de nuestro sistema jur tdíco.? "

En el momento oportuno se podrá emitir una conclusión sobre la

eficacia de la ley en estudio, de momento daremos una definición de la misma ,

tomando en consideración los objetivos que persigue, así como la materia que

regula .

Así pues, se estima que la referida ley consiste en : el ordenamiento

legal comp lementario del Código Federal de Instituciones y Procedimie ntos

Electorales . cuyo contenido se refiere a todos y cada uno de los recursos legales

que se pueden interponer contra aquellos actos que vulneren o restrinjan la justicia

electoral.

PONCE DE LEON ARMENTA Luis Compendio de Legislación comentada del Poder Judicial ed. 2- Ed. Porrua,
Mexicc. 1998. pag o295.

145

Neevia docConverter 5.1



Podría argumentarse -y con razón- que dicha ley solo contie ne los

recursos que se pueden interponer en las etapas de organización y

dese nvolvímiento de una elecc ión y que por esta misma razón, no tenga relación

alguna con la regulación de los conflictos o diferencias entre el IFE y sus

trabajadores, sin embargo, esta legislac ión es la única que regula el

procedimiento para dirimir dichos conflictos.

Más es de precisarse, que si comprendemos los términos en los que

consiste esta ley en su tota lidad, se podrá analizar con mayores elementos y

diferentes perspectivas la eficacia del ju icio laboral entre el IFE y sus trabajadores,

y es más , estaremos en condiciones de emitir un criterio sobre la idoneidad de que

un tribunal electoral, con métodos de interpretación propios del derecho electora l,

resuelva controversias laborales.

Luego de definir a la ley en comento, diremos en que consisten los

medios de impugnac ión, en esta tesitura ~e transcribe:

"Los medios de impugnación en materia electoral, son los Recursos

y Juicios a través de los cuales, los actores o promoventes combate n o luchan

contra actos de autoridad que benefician a terceros interesados o comparecientes

por considerar que los actos o resoluciones se han dictado en contra de la

Constitucionalidad, la legalidad, los principios de derecho electoral , y por tanto ,

afectan a un valor democrático, el interés de la sociedad y el orden p úbllco.'?"

Esta concepción de los recursos contemplados en la ley en comento,

abarca no sólo los medios encaminados a impugnar actos estrictamente

", COBARRUBIAS . DUEÑAS . José de Jesús, Derecno Co~st i tuc lon a l Electoral. Ed co rrea. México. 2002 . pago129
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electorales , ya que también toma en consideración los Juicios , uno de estos es el

Juicio especial laboral a que hemos hecho referenc ia, sin embargo, cuando se

emiten las resoluciones de dichos medios de impugnación , se aplican normas y

criterios electorales , aun cuando, se lleguen a resolver disputas laborales .

Entrando al estudio de la ley, diremos que consta de 108 artículos ,

clasificados en cinco libros. Para tener un panorama general de esta normatividad

de expone a continuación el siguiente cuadro que ayudará a comprender a

cabalidad los recursos que prevé y sus fundamentos legales.

NOMBRE DEL FUNDAMENTO LIBRO PROCEDENCIA QUIEN LO PUEDE
RECURSO LEGAL INTERPONER
1.- Recurso de Art lculos 35 al 39 Segundo. De Procede para Partido Político a
revisión. de la Ley de los medios de impugnar actos o través de sus

Medios de impugnación y resoluciones que representantes
Impugnación en las nulidades provengan del legltimos.
Maleria Electoral. en materia Secretario

electoral Ejecutivo y de los
federal órganos colegiados

del IFE, a nivel
distrital o local.

2.- Recurso de Artículos 41 al 48 Segundo. De Procede para Partidos o
apelación de la Ley de los medios de impugnar las agrupaciones

Medios de impugnación y resoluciones que pollticas.
Impugnación en las nulidades recaigan a los
Maleria Electoral en matena recursos de

electoral revisión y actos o
federal resoluciones del

IFE que no sean
impugnables a
través del recurso
de revisión.

3- Juicio de Artlculos 49 al 60 Segundo. De Procede para Partidos Pollticos o
Inconformidad de la Ley de los medios de Impugnar las candidatos cuando

Medios de impugnación y determinaciones de por motivos de
Impugnación en las nulidades las autoridades ¡nelegibilidad la
Materia Electoral en materia electorales autoridad electoral

electoral federales que decida no otorgarles
federal violen normas la constancia de

constitucionales o mayoría.
legales relativas a
la elecciones de
presidente de los
EUM senadores v
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dioutados
para4 - Recurso de

Reconsideraci6n.
Artículos 61 al 70
de la Ley de
Medios de
Impugnaci6n en
Materia Electoral

Segundo. De
los medios de
impugnación y
las nulidades
en materia
electoral
federal

Procederá
impugnar
sentencias de
fondo dictadas por
las salas regionales
en los juicios de
inconformidad que
se hayan
promovido en
contra de los
resultados de las
elecciones de
diputados y
senadores, asl
como las
asignaciones de
representación
orooorcional.

Partidos Pollticos
por conducto de su
representante que
haya interpuesto
juicio de
inconformidad o los
candidatos.

5.- Juicio para la
protección de los
derechos
polltico-
electorales del
ciudadano.

Artlculos 79 al 65
de la Ley de
Medios de
Impugnación en
Materia Electoral

Tercero. Del
Juicio para la
protección de
los derechos
polllico­
electorales del
ciudadano

Para hacer valer
presuntas
violaciones a sus
derechos de votar y
ser votado en las
elecciones.
asociarse para
tomar parte en
forma pacifica en
los asuntos
pollticos del pals y
afiliarse a los
partidos ool íticos .

Exclusivamente
ciudadano o
candidatos
inelegibles.

el
los

6.- Juicio
Revisi6n
Constitucional
Electoral.

de Articulos 66 al 93
de la Ley de
Medios de
Impugnación en
Materia Electoral

Cuarto. Del
Juicio de
Revisión
Constitucional
Electoral

Procede parta
impugnar actos o
resoluciones de las
autoridades
competentes de las
entidades
federativas para
organizar o calificar
los comicios
locales, que violen
algún precepto de
la Constitución
Federal.

Partidos Politicos
por conducto de sus
representantes
legitimas.

para El servidor
afectado por el
acto o resolución
impugnada.

Procede
Impugnar
sanciones o
destituciones del
cargo, o cuando
considere haber
sido afectado en
sus derechos y
prestaciones
laborales.

Del
para

los
o

Quinto.
Juicio
dirimir
conflictos
diferencias
laborales de
los servidores
delIFE.

Articulos 94 al
108 de la Ley de
Medios de
Impugnación en
Materia Electoral

7.- Juicio para
dirimir los
conflictos o
diferencias
laborales de los
servidores del
IFE.
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De acuerdo con lo anterior , puede apreciarse que los recursos

contenidos en la ley en comento , se refieren a cuestiones meramente electorales,

lo que implica cuestionar si el criterio del legislador fue acertado al incluir un medio

legal para solucionar las controvers ias del IFE con sus servidores en dicha ley.

Sobre este tema, no se comparte el criterio adoptado por el

legislador en lo que respecta al juicio laboral, consistente en uno de los supuestos

en los que se puede interponer dicho juicio , el cual se encuentra establecido en la

primera parte del articulo 96 de la ley de medios, que dispone:

"ARTICULO 96.- El servidor del Instituto Federal Electoral que

hubiese sido sancionado o destituido de su cargo• . •"

En tanto , el segundo párrafo de este articulo establece:

"Es requisito de precedibilidad del juicio , que el servidor involucrado

haya agotado, en tiempo y forma, las instancias previas que establezca el Código

Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y el Estatuto del Servicio

Profesional Electoral , instrumentos que, de conformidad con la fracción 111 del

segundo párrafo del artículo 41 de la Constituc ión Politica de los Estados Unidos

Mexicanos, norman las relaciones laborales del Instituto Federal Electoral con sus

servidores ."

Ahora bien, el artículo 241 del Estatuto del Servicio Profesional

Electoral , contiene los supuestos relativos a la aplicación de sanciones, entre las

que se encuentra la destitución del cargo, como se aprecia de los preceptos que

se trascriben:
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"ARTICULO 241.- Todo acto u omisión del personal administrat ivo

que implique violación o incumplimiento de las normas del Código, del presente

Estatuto y de las contempladas por los Acuerdos, Circulares , lineamientos y

demás disposiciones que emitan las auto ridades competentes del Inst ituto , se

sujetaran al procedimiento administrativo para la imposición de sanciones que

regula este Titul o, sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones aplicables.

ARTICULO 250.- Podrán aplicarse las sanciones de amonestación,

suspe nsión, destitución del cargo y multa, previa substanciación del procedimiento

administrativo previsto en el presente Estatuto."

El supuesto sobre el que no se está de acuerdo es el que se ref iere a

la interposición del juicio laboral cuando el servidor del IFE hubiese sido

sancionado o destituido de su cargo , pues estas consecuencias jurídicas son de

natura leza administrativa y no laboral.

De la lectura de los artículos trascritos se puede deducir lo siguiente:

a) El ju icio laboral se puede interponer de manera genérica, cuando

el servidor del lFE estima que han sido vulnerados sus derechos laborales.

b) El juicio laboral se puede interponer contra las resoluciones del

IFE, en las que se hubiese sancionado o dest ituido de su cargo a uno de sus

servidores, una vea agotado el recurso que prevé, en este caso , el estatuto del

servicio profesional. Aun cuando ya se ha señalado que estos actos no son de

naturaleza labora l, pues cuando el Instituto impone una sanción, lo hace en su

carácter de autoridad, mas no de patrón .
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La opinión que a continuación se trascribe hace alusión

precisamente al recurso que prevé el estatuto para combatir 105 fallos que

imponen esta clase de sanciones :

"Sobre el particular, es de advertir que el recurso de apelación a que

se refiere el párrafo final del articulo 241 de la ley en consulta, incide en

destituc iones derivadas de responsabi lidades administrat ivas, por lo tanto nada

tiene que ver con las resoluciones de conflictos laborales que pronuncia la sala

superior, que por mandato constitucional, son definitivas e matacables.v"

Efectivamente, se estima que el criterio del legislador no fue el

indicado, pues los actos a 105 que se refiere el artículo 250 del estatuto son

sanciones de carácter administrativo, en tanto que el articulo 96 de la Ley de

Medios de Impugnación refiere en su primera parte, que se podrá interponer juicio

labora l contra las resoluciones en las que el servidor del IFE hubiese sido

sancionado o destituido de su cargo, sanciones de naturaleza administrat iva a que

alude el referido articulo 250 del estatuto .

No obstante , el texto de la leyes claro, por lo que las partes

interesadas podrán promover juicio laboral en contra de las resoluciones que

hayan impuesto una sanción a las que se refiere el articulo 250 del estatuto,

agotando previamente los medios legales que dicho dispositivo prevé, funcionando

entonces la Sala Superior como un tribunal de alzada.

Se insiste en que no es del todo eficaz el estudio que realiza la Sala

Superior de estas cuestiones, pues al ser de naturaleza administrativa, no se

~ ¡. ESOUINCA MUÑOA. Cesar Juicio de Amparo Indirecto en Materia de Traba!o, eC.S- ,Ec. Porrua. México, 2002, pag 68
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podria fallar con exactitud jurldica, pues un tribunal especializado en cuestiones

electorales no se encuentra familiarizado con los términos y conceptos propios de

la materia administrativa , por lo que, es necesario replantear esta función del

Tribunal, ya sea para que estos asuntos sean competencia de otro órgano

jurisdiccional, o bien, sean atendidos por personal especializado en la materia.

La reglamentación de la relación del IFE con sus servidores, es

considera adecuada por lo que hace a las condiciones de trabajo, establecidas

tanto en el COFIPE como en el estatuto, sin embargo, por lo que respecta a la

reglamentación para la resolución de controversias laborales , es discut ible en

cuanto al planteamiento que hizo el legislador para distr ibuir las competencias de

las autoridades encargadas de solucionar dichos conflictos .

3.5 TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA

FEDERACiÓN.

Todo acto jurldico, entendido de manera general como aquel que

tiene por objeto crear, modificar o trasmitir derechos y obligaciones, es susceptible

ser controvert ido, ya sea porque no reunió algunos requisitos esenciales de

existencia o bien, por falta de formalidades. Como consec uencia de esta

concepción, al concretarse la creación de instituciones encargadas de organizar

las elecciones a nivel federal , de manera implicita tenian que establecerse medios

de impugnación en contra de los actos de dichas autoridades electorales, cuando

se considerase que causaban perjuicio en los derechos del interesado.

En esa tesitura , de manera paralela a la instauración de los medios

de impugnación en materia electoral, tenia que contarse con una autoridad distinta

a aquella que organizaba directamente las elecciones y contra quien se dirigían
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dichos medios de impugnación , a efecto de que no fuese juez y parte en un solo

procedimiento. De ahí que, se haya creado un tribunal especializado en la materia

y que posteriormente formó parte del Poder Judicial dé la Federación.

Dicho tribunal fue concebido por primera vez por la Comisión de

Puntos Constitucíonales de la Cámara de diputados, en el dictamen de reformas

en materia electoral del 18 de octubre de1989, del cual se reproduce lo siguiente :

"Que es necesar io el establecimiento de un tribuna l electoral que,

para los efectos de una just icia inmediata y expedita, pueda funcionar en salas

regionales y resolver en una sola instancia y cuyas resoluciones tengan el carácter

de definitivas." 80

De la trascripción anterior , se comenta que la visión del legislador

consideró que en principio dicho tribunal resolveria asuntos de naturaleza

electoral , sin que en dicho dictamen se haya realizado pronunciamiento alguno

sobre su competencia para regular controversias laborales, postergando el estudio

de estas cuestiones para plasmarlas en alguna ley reglamentaria.

Aunque posteriormente . se le atribuyó dentro de sus facultades el

poder resolver sobre las controversias laborales del IFE y sus servidores,

estableciendo las cuestiones relativas al procedimiento en la ley reglamentaria ,

que en este caso fue la ley de medios de impugnación en mater ia electora l.

Así pues, la reforma electoral de 1989, constituyó el antecedente

inmediato del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federac ión. sobre este

punto se expone lo siguiente:

11(, PEREZ NIETO . CASTRO. Leonel, Reformas Constitucionales V Modernidad Nacional, Ed. Porrua, México, 1992., pago33
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· Con la reforma electoral de 1989, el artículo 41 constitucional

prescribe las bases del Tribunal Electoral sirviendo de fundamento a la legislación

secundaria y al reglamento interior del organismo. Este último reitera su

autonomia y sus atribuciones. . .',81

Podria entonces considera rse que el fundamento const itucional del

tribunal se encuentra en el articu lo 41 de la Constitución General de la Republ ica,

sin embargo, dicha concepció n no seria del todo acertada, pues el articulo 99 de la

Carta Magna es el precepto que en concreto prevé la organización y las

atribuciones del referido tribunal.

Para confirmar que efectivamente , en el articulo 99 const itucional se

encuentran las bases fundamentales del tribunal electoral , exam inemos

primeramente el texto del articulo 41 constitucional. Que en su fracción IV

establece que:

"ARTíCULO 41, FRACCiÓN IV.- Para garantizar los principios de

constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales, se

establecerá un sistema de medios de impugnación en los términos que señalen

esta Constitución y la ley. Dicho sistema dará definitividad a las distintas etapas de

los procesos electorales y garantizará la protección de los derechos politicos de

los ciudadanos de votar, ser votado y de asociación, en los términos del articulo

99 de esta Constitución .

Este articulo establece , pues, que la legalidad de los actos de las

autoridades electorales se garantice a través de medios de impugnación, para lo

cual, nos remite al 99 de la Constitución General de la República, que dispone en

su primer párrafo lo siguiente :

,., OROZCO . GOMEZ. Javier. Derecho Electoral MexicanQ. Ed Porrua, México, 1993 . pag.1 19.
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"ARTíCULO 99.- El Tribuna l Electoral será, con excepción de lo

dispuesto en la fracción 11 del articulo 105 de esta Constituc ión, la máxima

autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de

la Federación ."

De acuerdo con lo establecido en el precepto en comento, el tribunal

electoral será la máxima autoridad en lo que concierne a los asuntos de la materia ,

cuyas facultades son acotadas por la excepción que el mismo párrafo establece ,

todo lo cual constituye una muestra de la autonomía de la que dispone para emitir

sus resoluciones , con el propósito de que garantice la seguridad y certeza juridica

en los procesos de elección.

En este orden de ideas, se puede discutir si efectivamente un

tribunal puede asegurar ya no solo la certeza y seguridad jurídicas de las

elecciones , sino coadyuvar a preservar y fortalecer un régimen democrático

acorde con las instituciones republicanas del Estado Mexicano, al respecto se

estima que efectivamente , los órganos electorales , al ser también autoridades en

la materia, son susceptibles de cometer errores o bien, de emit ir resoluciones que

produzcan perjuicios.

Estos pelJUlCIOS se pueden producir, primero al ciudadano en su

calidad de candidato por algún partido polit ico o al partido político en sí y segundo ,

a los diversos sectores de la sociedad, pues no se respetaría a cabalidad el

sentido de su sufragío, así pues, para que la democracia sea un sistema para

asegurar la correcta distribuc ión de cargos públicos, es un deber del Estado

procurarse de un órgano jurisdiccional que pueda adentrarse al estudio de asuntos

que por su naturaleza son de orden e interés públicos , de ahí que, el Tribuna l
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Electoral coadyuva a fortalecer la democracia, al asegurar la legalidad de las

elecciones .

Así las cosas, las bases constitucionales del Tribunal Electoral del

Poder Judicial de la Federación, se encuentran en los artículos 41 y 99 de la

Constitución General de la República. Este último precepto establece en su cuarto

párrafo , los supuestos que puede conocer para su resolución . Es importante

mencionar que el legislador prefirió que la denominación y regulación de los

medios de impugnación fuesen descritos en la ley secundaria, que en este caso es

la ley de medios de impugnación en materia electoral.

Enunciemos por tanto , los actos que puede conocer el tribunal y que

se describen en el referido cuarto párrafo del artículo 99 constitucional:

"ARTíCULO 99, CUARTO PÁRRAFO.- Al Tribunal Electoral le

corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de esta

Constitución y según lo disponga la ley, sobre:

1. Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y

senadores;

11.- Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de

Presidente de los Estados Unidos Mexicanos que serán resueltas en única

instancia por la Sala Superior.

111 .- Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad

electoral federal, distintas a las señaladas en las dos fracc iones anteriores, que

violen las normas constitucionales y legales;
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IV.- Las impugnaciones de actos o resoluciones defini tivos y firmes

de las autoridades competentes de las autoridades competentes de las entidades

federativas para organizar y calificar los comicios o resolver las controve rsias que

surjan durante los mismos, que puedan resultar determ inantes para el desarroll o

del proceso respectivo o el resultado final de las elecciones;

V.- Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los

derechos político-electorales de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación

libre y pacifica para tomar parte en los asuntos políticos del país, en los términos

que señalen esta Constitución y las leyes;

VI.- Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribuna l y sus

servidores;

Vl l.- Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal

Electoral y sus servidores ;

VIIl.-La determinación e imposición de sanciones en la materia; y

IX.- Las demás que señale la ley.

Respecto a estos preceptos se comenta lo siguiente:

a) El legislador al estructurar este párrafo, naturalmente dio prioridad

a la cuestión estr ictamente electoral, enumerando las hipótesis jurídicas que

consideró competencia del tribunal , lo que constituye una actuación que se estima

correcta, en términos generales.

b) Por lo que respecta a los últimos supuestos enumerados, es decir,

los indicados en las fracciones VI a la VIII, se les incluyó con carácter accesorio al

ser de naturaleza laboral. Ahora bien, en lo que atañe a la fracción VI, se
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considera adecuado el criter io del legislado r, pues el Tribunal, al pertenecer al

Poder Judicia l de la Federación, le corresponde conocer de los conflictos laborales

en los que sea parte, de manera análoga a otros tribunales federa les.

Por otra parte, respecto al contenido de la fracc ión VII, se establece

que:

"De donde resulta que dar competencia al Tribunal Federal en esta

materia. es darle una facultad para la cual no fue creado originalmente, puesto que

se creó exclusivamente para materia electoral y solo se le dio facultad en esa

materia como tribunal de última instancia."s2

Ciertamente , el tribunal electoral, como se apreció de la lectura del

dictamen de reformas en materia electoral de 1989, fue creado para dirimir

controversias exclusivamente electorales y solo posteriormente se le otorgó la

facultad de conocer los conflictos del IFE con sus servidores , pero de manera

accesoria . Para este propósito se tomó en cuenta la naturaleza del IFE, ya que no

estaba ubicado en alguna de las esferas de los tres poderes de la Unión. Por lo

que se reitera, que efectivamente, es discutible el otorgamiento de dicha facultad

al Tr ibunal Electoral.

Un aspecto del referido tribunal que es importante resaltar es el que

se refiere a su -facultad de emitir jurisprudencia, lo cual es una situación sin

precedente en el derecho electoral. Así es, pues las autoridades electorales

previas a la creación del IFE, contaban con facultades muy limitadas. Por tanto, al

sustentar jur isprudencias firmes en materia electora l, se determina el criterio

., ACOSTA ROMERO, tdem. pag,661,
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prevaleciente de una norma juridica de dicha materia, el cual auxilia al tribunal en

la resolución de los asuntos a su cargo, reafinnando su autonomia.

Este aspecto, sin embargo, se infiere de la lectura del quinto párrafo

del referido artículo 99 Constitucional que establece :

"ARTíCULO 99, QUINTO PÁRRAFO.- Cuando una Sala del Tribunal

Electoral sustente una tesis sobre la inconstitucionalidad de algún acto o

resolución o sobre la interpretación de un precepto de esta Constitución, y dicha

tesis puede ser contradictoria con una sostenida por las Salas o el Pleno de la

Suprema Corte de Justicia, cualquiera de los Ministros, las Salas o las partes ,

podrán denunciar la contradicción, en los términos que señale la ley, para que el

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación decida en definitiva cual tesis ·

debe prevalecer . las resoluciones que se dicten en este supuesto no afectaran los

asuntos ya resueltos ."

Como puede apreciarse de la lectura de este párrafo , no se

establece textualmente la facultad de emitir jurisprudencia, pero si de forma

implícita, sin embargo, el párrafo siguiente nos indica donde remitimos para

encontrar dicho fundamento legal:

"ARTíCULO 99, SEXTO PÁRRAFO.- La organización del Tribunal"

la competencia de las Salas, los procedimientos para la resolución de los asuntos .

de su competencia , asi como los mecanismos para fijar jurisprudencia obligatorios

en la materia, serán los que determinen esta Constitución y las leyes."
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Ahora bien, ni en el COFIPE ni en la ley de medios de impugnación

en materia electoral se establece dicha facultad , sin embargo , la legislación que si

contiene ese fundamento es la ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación ,

en los artículos siguientes :

"ARTiCULO 189.- la Sala Superior tendrá competencia para:

FRACCiÓN IV. Fijar la jurisprudencia obligatoria en los términos de

los artículos 232 al 235 de esta ley;

ARTicULO 232.- la jurisprudencia del Tribunal Electoral será

establecida en los casos y de confonnidad con las reglas siguientes :

1. Cuando la Sala Superior, en tres sentencias no interrumpidas por

otra en contrario , sostenga el mismo criterio de aplicación , interpretación o

integración de una norma;

11. Cuando las Salas Regionales, en cinco sentencias no

interrumpidas por otra en contrario, sostengan el mismo criterio de aplicación

interpretación o integración de una norma y la Sala Superior lo ratifique y.

111. Cuando la Sala Superior resulta en contradicción de criterios

sostenidos entre dos o mas Salas Regionales o entre estas y la propia Sala

Superior.

ARTíCULO 233.- la jurisprudencia del Tribunal Electoral será .

obligatoria en todos los casos para las Salas y el Instituto Federal Electoral.

Asimismo, lo será para las autoridades electorales locales. cuando se declare

jurisprudencia en asuntos relativos a derechos politico-electorales de los

ciudadanos o en aquéllos en que se hayan impugnado actos o resoluciones de
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esas autoridades, en los términos previstos por la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos."

Asi las cosas , el Tribunal Electoral cuenta con las directrices

necesarias para coadyuvar en el desarrollo y fortalecimiento de la democracia, al

const ituirse en un auténtico tribunal de legalidad y const itucionalidad en materia

electoral. como afirma el licenciado José Luis de la Peza, quien fuera magistrado

del Tribunal Electoral:

"L2 complejidad que ha ten ido la materia en las diversa s etapas de

nuestra vida democrática , just ifica sin duda el tratamiento exhaustivo de las

mismas. Sin ese auxilie no seria posible comprender a cabalidad el estado en el

que se encuentra uno de los elementos fundamentales para llevar a cabo

elecciones libres en un Estado democrático de Derecho. Adem ás de esta manera

quedara de relieve la trascendental conversión del Tribunal Electoral en un tribunal

de constitucionalidad respec to de los actos y resoluciones en materia electoral,

como la important isima competencia conferida a la Suprema Corte de Justicia de

la Nación para revisar la constitucionalidad de las leyes electorales, hechos que

por si mismos consolidad de manera definitiva nuestro sistema de justicia

electoral..B~'

Fue conveniente , entonces, incorporar al referido tribunal al poder

judicial, 10 que constituyó un hecho inédito y novedoso , sobre dicha situación se

expone:

• r,T ,C;f2 ~ ,'~ .'A , BARR AGAN, Gonza!o. Den' C'1o 'i leg:slaclón~;;~ori¡! t , Ed. UNAM , México . 1999 , pago330
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"Los organismos electorales especializados efectivamente, son por

naturaleza parte del poder público; esto es, que son integrantes de los poderes del

Estado."84

En este contexto, se puntualiza que a pesar de que el instituto

Federal Electoral , es un órgano constitucional autónomo, el cual no forma parte de

alguno de los poderes de la federación, el Tribunal Electoral si pertenece al Poder

Judicial Federal. Se considera que esta situación obedece a la importancia que la

organización de las elecciones tiene para el Estado, pues en la medida de que los

actos electorales sean dictados con legal idad, se podrá fortalecer a la incipiente

democracia en México.

3.6 JUICIO ESPECIAL LABORAL ENTRE EL IFE Y SUS

TRABAJADORES.

De la lectura de la Ley de Medios de Impugnación en Materia

Electoral, que contiene el juicio especial laboral en estudio , se contienen los

siguientes términos :

a) Medio de Impugnación;

b) Recurso ; y

e) Juicio .

Se estima conveniente comentar esta terminología empleada en

dicha ley, así pues, por lo que respecta a las acepciones medio de impugnación y

recurso tenemos que:

"'., OROZCO. GOMEl. Javier. Idem, pago91.
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-...Es necesario dejar establec ida una distinción necesaria entre el

recurso y el medio de impugnación. Todo recurso , es en realidad, un medio de

impugnación; contrariamente, existen medios de impugnación que no son

recursos . Esto significa, pues, que el medio de impugnación es el género, y el

recurso es la especie . El recurso, técnicamente, es un medio de impugnación

intraprocesal , en el sentido de que vive y se da dentro del seno mismo del

proceso , ya sea como un reexamen parcia l de ciertas cuestiones o como una

segunda etapa, o segunda instancia , del mismo proceso . Por el contrario , pueden

existir medios de impugnación extra o metaprocesales, entendido esto en el

sentido de que no están dentro del proceso primario, ni forman parte de él. . _85

Por lo que hace a juicio tenemos que;

"La primera gran fase de instrucción, es aquella en la que las partes

exponen sus pretensiones, resistencias y defensas y en que las partes , el tribunal

y los terceros desenvuelven toda la actividad de información y de instrucción al

tribunal , haciendo posible que este tenga preparado todo el material necesario

para dictar sentencia . Asi , se llega, pues, a la segunda etapa o parte del proceso ,

que es el juic io y que entraña el procedimiento a través del cual se dicta o

pronuncia la resolución respectiva .t'"

Por lo que hace a las dos primeras acepciones se considera

adecuada la terminología empleada por el legislador, sin embargo, por lo que hace

a la acepción juicio, es discutible la denominación que realizó , aunque se puede

entender que se empleó este término para incluir las etapas del procedimiento con

el fin de dictar una sentencia o resolución.

~ ~ GOMEZ. LARA. Crpnano. Teoria Gene ral del Proceso, ed. 9- , Ed . Oxtord, México. 1996, pago299.

~hGOMEZ . LARA. Cipriano. lbidem, pagol Oe.
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Se consideran aplicables a la ley en estudio, estos comentarios del

maestro Cipriano Gómez Lara, pues los conceptos que integran todo proceso

tienen una validez general en el derecho mexicano, así las cosas , los recursos que

se consideran intraprocesales, de los descritos en la ley citada son los siguientes:

1.-Recurso de revisión;

2.-Recurso de apelación;

3.- Juicio de Inconformidad; y

4.- Recurso de Reconsideración .

Se les puede considerar recursos intraprocesales, porque se pueden

interponer en el proceso electoral y durante el desarrollo de sus etapas, teniendo

por objet ivo que las resoluciones electorales impugnadas, sean sometidas a

estudio por el órgano jurisdiccional y puedan ser modificadas, revocadas o

confirmadas, con sus consecuencias jurídicas correspondientes, previo a que la

autoridad electoral, declare cerrada la eta pa elec to ral respect iva.

En tanto, se consideran recursos metaproce sales en materia

electoral los siguientes :

1.- Juicio para la protección de los derechos politico-electorales del

ciudadano, y

2.- Juicio de revisión constitucional electoral.

Se arriba a esta conclusión, porque en los supuestos en los que se

pueden interponer dichos juicios, no se está en el caso de dar definitividad a las
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etapas del proceso electoral y en lo que respecta al juicio de revisión

const itucional , este se interpone cuando se considera que se ha vulnerado alguna

norma de la Constituc ión General de la República , en la organ ización de las

elecciones de las entidades federativas , de tal forma que la violación impugnada

sea trascendente al resultado de la votación final; y, para que opere dicho

supuesto, los actos o resoluciones de las autoridades competentes de dichas

autoridades , deben ser definitivos y firmes.

Por tanto , la Ley de Medios de Impugnación en Materia Electoral,

hace mención de dos tipos de medios de impugnación: el recurso y el juicio . Los

recursos se pueden interponer contra actos de naturaleza electoral y de los

medios de impugnación denominados por la ley como "juicios", sólo tres se

refieren a esta materia, el juicio de inconformidad, el juicio de revisión

const itucional y el juicio para la protección de los derechos politico-electorales del

ciudadano, sólo uno se refiere a una materia de naturaleza distinta a la electoral ,

es decir , el juicio laboral de los servidores delIFE.

En lo que se refiere al juicio laboral entre el IFE y sus servidores, no

se considera, por tanto , un recurso en materia electoral, pues no contempla uno

de los objetivos que persiguen los medios de impugnación en la materia, de

acuerdo a la lectura del articulo 3 de la ley en comento que dispone:

"ARTICULO 3.- El sistema de medios de impugnación regulado por

esta ley tiene por objeto garantizar:

a) Que todos los actos y resoluciones de las autoridades electorales

se sujeten invariablemente , según corresponda, a los principios de

constitucionalidad y de legalidad; y
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b) La definitivi dad de los distintos actos y etapas de los procesos

electorales,"

El inciso a) del citado articulo , establece que los actos de las

autoridades electora les se sujetarán a los principios de const itucionalidad y

legalidad, entendiéndose estos como los criterios que han de satisfacer todos los

actos emitidos por los órganos electorales en el desempeño de sus funciones; por

otra parte, cuando dichos órganos emiten actos que vulneran derechos laborales ,

se les impugna para que luego de un exhaust ivo análisis, si el Tribunal encuentra

vicios de legalidad o de constitucionalidad, puedan ser modificados o revocados ,

por lo que el objet ivo contemplado en el inciso a) si se persigue en los

mencionados juicios.

Sin embargo, el juicio laboral entre el IFE y sus servidores, no

persigue la finalidad descrita en el inciso b) del referido articulo, consis tente en la

definitividad de los disti ntos actos y etapas de los procesos electo rales , por

cuanto a que la finalidad de dicho juicio es la de resolver las diferencias o

co nflictos de naturaleza laboral.

Por cuanto hace a la competencia que se le dio al Tribunal Electoral

para que conociera de dicho juicio, se expone:

"Si bien la practica laboral de nuestro pais en conjunción con la

legislación funciona con el sistema que remite los estatutos especiales de trabajo,

tales como el del serviclo exterior y el propio IFE a una ley especia l o estatuto en

que se establece y se determina como un contrato especial de trabajo el de

relaciones exteriores o del servicio electoral, con los consiguientes problemas de

falta de especia lidad laboral por parte del Tr ibunal Electoral''"

, . LA~A SAENZ . t ecoc o. Derechos Humanos y Justicia Electoral, Ed. TEPJF, México. 2003 . pag.65
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Se considera que efectivamente , dicha falta de especialización y de

familiaridad de alguno de los magistrados electorales con respecto a los tópicos

labora les, constituye una problemática que los legisladores tendrán que discutir a

efecto de que el sistema juridico mexicano brinde certeza jurídica a la sociedad .

Del estudio de los preceptos que integran el apartado que regula al

juicio en estud io, se puede interponer en los siguientes casos : cuando el

trabajador hubiese sido sancionado o dest ituido de su cargo, o considere haber

sido afectado en sus derechos y prestaciones laborales .

Al respecto , por lo que hace a los supuestos juridicos para promover

dicho juicio descritos en el artículo 96 de la ley, se comenta que:

Los supuestos consistentes en que el trabajador hubie re sido

sanc ionado o destitu ido del cargo, se estima que dichos actos son de naturaleza

administrativa , por lo que no tendrían gue vent ilarse en esta instancia, sino, en

todo caso , ser materia del conocimiento de tribunales administrativos , pues el IFE,

por conducto de sus órganos cuando impone sanciones, actúa en estos casos

como autoridad , no en su carácter de patrón.

Sin embargo , el texto de dicho articu lo es claro y no deja lugar a

dudas y aun más, debe considerarse que donde la ley no distingue, no vale

distinguir, en este sentido , el juicio laboral se puede interponer :

a) Contra sanciones o destitu ciones del cargo, y

b) Contra todos aquellos actos en que el servidor del IFE, considere

que se han visto afectados sus derechos laborales.
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En este orden de ideas, para que se pueda interponer dicho juicio, es "

necesario que antes se hayan agotado , en tiempo y forma, las instancias previas

que menciona el COFIPE y el Estatuto, en los quince días siguientes al que se le

notifique al trabajador la determinación de la autoridad del IFE, en este caso , no

solo se debe agotar el recurso de apelación que establece el estatuto en contra de

la resolución que da fin al procedimiento administrativo de aplicación de

sanciones, sino que también se puede interponer dicho juicio, aun cuando no se

haya agotado el procedimiento mencionado, bastando que se establezca el acto

que se considere haya afectado derechos laborales.

El procedimiento comienza con la presentación de un escrito de

demanda con los requisitos comunes a ellas , es decir , nombre del promoverte y

domicilio para oir y recibir notificaciones, ídentificación del acto , mencionar

agravios, las consideraciones de hecho y derecho y las pruebas.

Una caracteristica de este procedimiento, es la celeridad con la que

se lleva a cabo , ya que las pruebas se ofrecen en los mismos escritos de

demanda y contestación, a contrario de los procedimientos en otras materias, en

donde se establece una etapa para el ofrecimiento, admisión y desahogo de

pruebas.

La Sala Superior señala fecha para una audiencia de conciliación,

admisión y desahogo de pruebas , acto en el cual señala cuales admite y cuales

desecha . Posteriormente, en el término de 10 dlas después de celebrada dicha

audiencia , la Sala Superior dicta sentencia .

Cuando los juicios laborales se interponen en las etapas de

preparación y celebración de elecciones, la Sala Superior dará prioridad a los

medios de impugnación estrictamente electorales, esto es así, pues los términos

para impugnar estas resoluciones se cuentan de momento a momento, aunado a
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que es de interés público dar definitividad a cada una de las etapas del proceso

electoral. en estos casos. la resolución de los juicios laborales se queda

pendiente . hasta que la carga de trabajo permita conocer dichos juicios.

Finalmente . las sentencias recaídas a estos juicios. son definitivas e

inatacables. de acuerdo con el texto del primer párrafo del articulo 106 que

dispone:

"ARTíCULO 106 .- la Sala resolverá en forma definitiva e inatacable.

dentro de los diez días hábiles siguientes a la celebración de la audiencia a que se

refiere el articulo 101 de esta ley. En su caso, la Sala podrá sesionar en privado si

la indole del conflicto planteado así lo amerita ."

Este articulo se considera como uno de los más cuestionab les en la

legislación electoral. por lo siguiente:

al la definitividad de las etapas del proceso de las elecciones se

hizo extensiva al procedimiento de resolución de conflictos laborales . lo que en

ciertos casos puede implicar dejar en estado de indefensión al trabajador . pues ya

no puede contar con medio alguno de defensa que permita la modificación del

fallo.

b) la regulac ión de los conflictos laborales se realizó de manera

accesoria , lo que implicó que la discusión y la consecuente decisión del legislador

de de incluir dicha regulación en la ley electoral. fuera minima.

e) Es evidente la falta de especial ización en la resolución de

conflictos laborales del Tribunal Electoral, lo que puede implicar la emisión de

resoluciones erróneas .
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Para resolver algunas de estas problemáticas, el autor en consulta

Lara Sáenz establece como una solución lo siguiente:

"La adición al articulo 41 constitucional de la mención que las

relaciones labora les de los trabajadores del IFE se regirán por lo dispue sto en el

apartado "A" del articulo 123 Constitucional." 88

No se está de acuerdo con esta opinión, pues la naturaleza de los

trabajadores del IFE, efectivamente, en razón de la función que desempeñan se

encuentran bajo un régimen de servicio profesional , por lo que su situac ión es la

de un trabajador de confianza, aunado a que no hay conflicto entre el trabajador y

el capital.

3.7 MÉTODOS DE INTERPRETACION DEL JUIC IO.

Ahora bien, en el presente tema se determinarán los métodos de

interpretación del juicio especial laboral, los que se encuentran previstos en lo que

dispone el articu lo 2 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en

Materia Electoral, que establece:

"ARTICULO 2.- Para la resolución de los medios de impugnación

previstos en esta ley, las normas se interpretarán conforme a los criterios

gramatical , sistemático y funcional. A falta de disposición expresa , se aplicarán los

principios genera les del derecho."

Como en cualquier rama del derecho y en razón de que para

resolver un asunto , en ocasiones, se tienen que aplicar los criterios de

interpretación que pueden ser determinantes para obtener una resolución justa,

Be LARA SAENZ lbrdem. pag 66
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diremos en que consisten los criterios que se utilizan en la ley de medios de

impugnación en materia electoral, ley en la que se encuentra regulado el juicio

laboral entre ellFE y sus servidores , en este sentido tenemos:

"Conforme a la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación

en Materia Electoral, se establece que los criterios de interpretación de los medios

de impugnación serán:

Gramatical.- Consiste en precisar el significado del lenguaje legal

que se emplea en determinado precepto juridico, cuando genera dudas o produce

confusiones, ya sea porque algún o algunos de los términos empleados por el

juzgador no se encuentran definidos dentro de su contexto normativo, o bien,

porque los vocab los utilizados tienen diferentes significados.

Sistemático .- Consiste en determinar el sentido y el alcance de una

disposición, cuando la misma resulta contradictoria o incongruente con otras

disposiciones o principios pertenecientes al mismo contexto normativo.

Funcional.- Si en la interpreta ción del sentido de una disposición que

genera dudas en cuanto a su aplicación, se deben tener en cuenta los diversos

facto res relacionados con la creación, aplicación y funcionamiento de la norma

jurídica en cuestión que no pertenezca a los criterios de interpretación gramatica l y

sistemático.,,89

A continuación se expl ican en otros términos los conceptos

anteriores:

" e OVARRUBIAS DUEÑAS Op. c u pag ' 45-' 46
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a) Por cuanto hace al método gramatical de interpretación.- Dicho

método consiste en esclarecer y precisar el sentido de una disposición, tomando

en consideración su significado, para esto es necesario ubicar la acepc ión en el

diccionario de la lengua española, luego, en un diccionario juridico y

posteriormente, en un diccionario especializado en la materia, por ejemplo

derecho civil, amparo etc.

Asimismo se estima conveniente investigar, si el término en cuestión

constituye una excepción al sentido y alcance normativo del código o legislación.

Para esto es conveniente revisar tanto los dictámenes de la Cámara de diputados

o senadores, así como la exposición de motivos de la ley donde se encuentre el

término cuestionado.

b) Por cuanto hace al método sistemático de interpretación.- Este

consiste en precisar el sentido de una disposición, encontrando su significado en

otras materias de derecho, por ejemplo, si en la materia electoral no se precisa el

significado del término "sobreseímiento" se puede acudir a otra materia para

conocer su sentido, significado y alcance , en este caso, se puede acudir a la teoría

general del proceso o al amparo.

Ahora bien, ¿Cuándo podemos aplicar dicho método y como saber a

de que materia nos podemos auxiliar para precisar el sentido y alcance de una

disposición Iegal.? Sobre el particular, dicho método se aplica, como ya se ha

visto, solo cuando no se pueda determinar con exactitud el sentido y alcance de

una norma en su conjunto, debido a la oscuridad de una acepción que la integra ,

por otra parte, en la propia ley se contempla una figura conocida como la

supletoriedad.
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Es muy importante mencionar que la supletoriedad consiste en la

prelación de las legislaciones a las que se puede acudir en caso de que la ley

originaria no contemple una figura juridica, lo cual es diferente a precisar .el

significado de una acepción. Sin embargo, se estima que puede ser un referente al

cual acudir para el caso de desentrañar el sentido de una disposición juríd ica, se

aclara también que la supletoriedad se utiliza siempre y cuando la ley de la

que se vaya a auxiliar no contravenga disposiciones de la ley originaria.

e) Por cuanto hace al método funcional de interp retación.- Consiste

en el método para resolución de controversias , adecuando la norma jurídica a un

caso concreto controvertido, por lo que , este sistema es complicado. Es de uso

cotidiano en el sistema juridico de los Estados Unidos de América. En la materia

electoral, se puede aplicar dicho método tomando como punto de partida una

norma juridica, la cual es interpretada de modo tal que, puede ser aplicada a un

caso concreto que no está previsto en la legislación.

Como se puede apreciar, la aplicación de estos sistemas puede ser

regulada por la propia ley, sin embargo , cuando la ley no establece el orden de

aplicación de un método u otro, los propios órganos jurisdicciona les pueden hacer

uso de ellos, conforme convenga al problema que tienen ante si , en la materia

electoral , dicha atribución corresponde a los magistrados.

Es frecuente que no sea una acepción a la que haya que

desentrañar su sentido , pueden ser varias, en este caso, se considera que pueden

utilizarse dos métodos de interpretación, siempre y cuando el resultado sea la

armon ia de la legislación en su conjunto y con el sistema jurldico mexicano.
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Estos métodos de interpretación son aplicables a los medios de

impugnación que prevé la ley en estudio, incluyendo al ju icio laboral para dirim ir

las controversias entre el IFE y sus servidores. En consecuencia, hay uniformidad

de criterios en lo que atañe a los métodos de interpretación que pueden utilizarse,

aun cuando dicho juicio trate cuestiones no electorales.

Finalmente, se considera que estos métodos de interpretación

pueden ser los indicados en la materia electoral, no son del todo adecuados

cuando se aplican al juicio labora l en estudio, pues al dirimirse cuestiones de

trabajo, tendrían que utilizarse los métodos propios de la materia. la pregunta que

surge es, precisamente establecer cuales son esos métodos que se pueden

aplicar al juicio referido , los cuales no deben contravenir el régimen laboral de los

servidores del Instituto .

Por lo tanto, se estima que los métodos propios de la materia los

podemos ubicar por medio de la supletoriedad de la ley, con lo cual no se

contraviene el régimen de los servidores del IFE, en este sentido, tenemos que la

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado es la legislación que sigue

a la ley de medios de mpugnación, el COFlPE y el estatuto, sin embargo, en esta

ley no se encuentra disposición alguna que establezca un método de

interpretación, únicamente se encuentra un criterio para que la sala del tribunal

pueda emitir resoluciones y es el siguiente :

"ARTiCULO 137.- El Tribunal apreciará en conciencia las pruebas

que ~ le presenten, sin sujetarse a reglas fijas para su estimación, y resolverá los

asuntos a verdad sabida y buena fe guardada, debiendo expresar en su laudo las

consideraciones que se funde su decisi ón."
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Lo cual no constituye un método de interpretación para determinar el

alcance de una disposición. Ahora bien , siguiendo la supletoriedad invocada, los

métodos buscados los podemos encontrar en la Ley Federal del Trabajo, que en

su articulo 18 establece:

"ARTíCULO 18.- En la interpretación de las normas de trabajo, se

tomaran en consideración sus finalidades señaladas en los articulo 2 y 3. En caso

de duda , prevalecerá la interp retación mas favorable al trabajador.•

los artículos a los que nos remite se trascriben a continuación :

"ARTíCULO 2.- Las normas de trabajo tienden a conseguir el

equilibrio y la justicia social en las relaciones entre trabajadores y patrones.

ARTícULO 3.- El trabajo es un derecho y un deber sociales. No es

artículo de comercio, exige respeto para las libertades Y dignidad de quien lo

presta y debe efectuarse en condiciones que aseguren la vida, la salud Yun nivel

ecoc lÓITliCO decoroso para el trabajador Ysu familia.·

Si bien es cierto que dichos artículos no establecen LWI método

preciso, en el Muro se puede construír de acuerdo con las premisas indicadas,

que sea elaborado y estructurado Y que pueda ser utilizado para llegado el caso ,

precisar el alcance de una acepción, en el juicio laboral entre el IFE Y sus .

trabajadores.

Los métodos de interpn>tación anteliormeute descritos, se considera

que serán aplicables para precisar el aJc:ance Y contenido de una acepción que

regula el juicio laboral en estudio, cfcctivamente, siempre Y cuando no

contravengan el espíritu Y armonía de la legisw.eió:l !abo:.:! de los SCf\'Í:1orcs del
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IFE, contenida en menor medida en el COFIPE; y principalmente, en el Estatuto

del Servicio Profesional Electoral.

. 3.8 LA NATURALEZA DE LA RESOLUCiÓN DEL JUICIO.

Surge la discusión sobre determinar si la naturaleza de las

resoluciones del juicio del IFE y sus servidores, es efect ivamente laboral, esto por

cuanto a que si los mecan ismos que se toman en cons ideración para emitir dichos

fallos son electorales , su naturaleza también lo será.

A este respecto, se considera que efectivamente, hay una

separación en la naturaleza de las resoluciones que emite el tribuna l electoral ,

entre ellas, la que pone fin al juicio laboral entre el IFE y sus servidores. Así pues,

las sentencias que resuelven aquellos medios de impugnación que se interponen

en las etapas de proceso electoral, o por las que se reclaman derechos político­

electorales, tienen desde luego naturaleza electora l. En este sentido se expone a

continuación:

"El estudio de la interpretación del Tribunal Electoral debe darse a

partir del análisis de sus resoluciones, desde la óptíca del pensamiento juridico de

Neil McCormick. Toda sentenc ia es interpretación jurídica electora l en la medida

que, para resolver las controversias que se le plantean , utiliza el derecho

constitucional y electoral, como instrumento de resolucl ón .t'"

Estas sentencias, como puede apreciarse, son de naturaleza

electora l, en cambio, la sentencia que resuelve el juicio entre el IFE y sus

trabajadores , se estima que tiene una nat uraleza laboral, como se corroborará

más adelante . Ahora bien, se precisa en que consis te el pensamiento jurídico de

.. NIETO . Santiago. Inleroretaci6n y argumentadÓfl juridica en mate ria electoral. Ed. UNAM, México. 2003., pag.102 .
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Neil McCormick, un estudioso del derecho electora l, con la finalidad de conocer

una de las principales influencia del criter io juríd ico del tribunal electoral, cuando

emite sus sentencias:

"McCormick plantea un punto medio: las decisiones judiciales

devienen tanto de la racionalidad como de la afectividad. Para llegar a esa

conclusión, McCormick revisa las resoluciones de las autoridades y plantea que la

argumentación es una labor de justificación de las decisiones judiciales. Esta

justificación, significa dar razones que muestren que las decisiones jurídicas

estudiadas garant izan tanto la existencia de la justicia como del derecho, o mejor

dicho, de la justicia de conformidad con el derecho, es decir, la afectividad de

conformidad con la racional idad." 91

De la lectura de lo hasta ahora expuesto, se pueden emitir las

siguientes consideraciones:

1.- La naturaleza de las sentencias que resuelven un medio de

impugnación, no siempre se determina por el tribunal que resuelve , ni por la

autoridad que emite el acto que se reclama , sino del estudio del acto jurídico

controvertido.

Por ejemplo, los casos que le son asignados a los Juzgados de

Distrito en Materia Civil para su conocimiento y resolución , no son estrictamente

civiles, también los hay de naturaleza mercant il, sin que se haya determinado

dicha naturaleza por el tribunal que resuelve dichos asuntos .

2.- En el caso del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la

Federación, este órgano jurisdiccional emite resoluciones que dan conclusión a las

controversias surgidas en el ámbito de las elecciones. Sin embargo , también emite

sentencias que resuelven los conflictos o diferencias laborales entre el IFE y sus

~ ¡ NIETO. Sa ntiago. tbldem, pago94
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trabajadore s, sin que por ello se pueda considerar que la naturaleza de estas

resoluc iones no sea laboral.

Lo anterior, en virtud de que para emitir su sentencia, toma en

consideración lo dispue sto por el COFIPE y primordialmente disposiciones del

Estatuto del Servicio Profesional Electoral, que disponen que los trabajadores del

Instituto son de confianza.

3.- La naturaleza de las resoluciones que emite el Tribunal Electoral .

de acuerdo con la normatividad vigente se cons id era laboral.

En este orden de ideas, tratándose de sen tencias gue dirimen

cuest iones laborales entre el IFE y sus servidores. puede gue haya alguna

transg resión a algun a garantia indivi dual. sin gue se pue da interponer el

juicio de amparo directo , porgue di chas resoluc iones son co nsideradas

definit ivas e inatacabl es po r mandato const itucional . lo que no significa que

previo a algunas reformas a las normas constitucionales, el servidor afectado

pueda interponerlo. como se estudiará en su oportunidad.

Asimismo y de lo hasta ahora apuntado, es discutible la

conveniencia de gue el mencionado Tribunal Electoral ya no siga

co no ciendo de estos juic ios, debido principalmente . entre ot ras cosas, a la

fal ta de especialización en materia laboral de los magistrados que integran

dicho órgano jurisdiccional.
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CAPíTULO CUARTO

" LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LAS
RESOLUCIONES DEL TRIBUNAL ELECTORAL CUANDO RESUELVEN UNA

CONTROVERSIA LABORAL ENTRE EL IFE Y SUS TRABAJADORES."

4.1- EL AMPARO DIRECTO EN MATERIA DE TRABAJO.

El juicio de amparo se instituyó en la Constitución de 1917, con la

finalidad de que el gobernado pudiera protegerse de los efectos de un acto de

autoridad. Sin embargo, no cualquier acto de autoridad es susceptible de ser

impugnado por esta vía, pues si no se demuestra que el acto señalado como

reclamado afectó, transgredió o no observó garantías individuales, no podria

siquiera ser admitido a trámite por el órgano de control constitucional

correspondiente .

Independientemente de los requisitos de procedibilidad que enumera

el artículo 159 de la Ley de Amparo , se advierte la necesidad de conocer algunos

antecedentes del amparo directo en particular el que se refiere a la materia de

trabajo , en el entendido de que dicho juicio se interpone principalmente para

salvaguardar garanlfas individuales .

En _este orden de ideas, como veremos a continuación , la

Constitución federal de 1857, en lo que se refiere al amparo, no contempló la

posibilidad de que grupos sociales , como los campesinos agrupados en núcleos

ejidales, o bien, grupos de obreros organizados en sindicatos , pudiesen interponer

dicho medio de control constitucional, asi pues, se expone :
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"Sabernos con precisión que el juicio de amparo , tal fue consagrado

en los artículos 102 y 102 de la Constitución Federal de 1857 , se estableció con el

propósito de proteger de manera exclusiva los derechos individuales de la persona

humana, en su sentido clásico, y que en dicha carta fundamental recibieran la

denominación de garantías individuales."92

Esta concepc ión fue producto del liberalismo predominante en

aquella época, ideología que llegó de Francia y que influyó en el pensamiento de

diversos diputados que en su momento, concibieron el juicio de amparo. Por otra

parte , en la Constitución de 1917, se establecieron preceptos básicos de legalidad ,

los cuales fueron denom inados como garantías individuales. Ahora bien, el

capitulo que comprende dichas garantías , si bien no contempla a los grupos

socialmente desprotegidos en forma expresa , dichos grupos pueden interponen

amparo de acuerdo a lo siguiente :

a) Los grupos campesinos 'pueden interponer un amparo especifico,

el denominado amparo agrario, el cual se encuentra comprendido del articulo 212

al 234 de la ley de la materia .

b) No todos los grupos de trabajadores pueden interponer amparo ,

solo lo pueden hacer aquellos que estén reconocidos por la ley, por ejemplo, los

sindicatos o bien, las confederaciones de trabajadores, en el caso del amparo

directo, cuando intenten combatir sentenc ias definitivas o resoluciones que

pongan fin al juicio de origen.

i2 FIX, ZAMUDI O. Héctor. Ensayos sobre el p erecho de Amparo, ed . 29D
, Ed. Porrua, México, 1999, pago360.
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Esto es así, por lo siguiente:

1.·Tanto la Constitución como la Ley de Amparo, protegen las

garantías de los gobernados, esta acepción recae tanto a los individuos personas

físicas, como a las personas morales. En este supuesto, se contemplan entre

otros, a los sindicatos o a las confederaciones de trabajadores , los cuales podrán

ocurrir a solicitar el amparo por conducto de sus legítimos representantes .

2.- El amparo, como ya se ha manifestado anteriormente, se

interpone cuando se vulneran garanlfas índividuales, siendo algunas de estas, las

garantías de legalidad y seguridad jurídica, que deben observarse en todo

procedimiento, por tanto, los trabajadores individualmente o agrupados en

sindicatos o confederaciones , pueden interponer el amparo directo cuando

estimen que dichas garantías no fueron respetadas por la autoridad.

Luego de conocer este breve antecedente, se hará mención del

estudio del juicio de amparo directo, que comprende el primer tema de este

capítulo, en el cual, entre otras cosas, se establecerá su procedencia, las reglas

que deben seguirse para estructurarlo correctamente, con la finalidad de que el

Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente este en aptitud de dictar sentencia

y finalmente, establecer las particularidades que adquiere dicho juicio , cuando se

combaten resoluciones de naturaleza laboral.

La procedencia del juicio de amparo directo en materia de trabajo,

encuentra su principal fundamento en la fracción primera del articulo 103; y en el

inciso a), fracción tercera, del articulo 107 de la Constitución General de la

República. Dichos articulas disponen lo siguiente :
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"ARTíCULO 103, FRACCiÓN 1.- los tribunales de la Federación

resolverán toda controversia que se suscite :

l.. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías

individuales .

"ARTíCULO 107, FRACCiÓN 111, INCISO Aj .- Todas las

controvers ias de que habla el articulo 103 se sujetarán a los procedimientos y

formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo a las bases siguientes :

11 1.- Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales,

administrativos o del trabajo, el amparo solo procederá en los casos siguientes :

a) Contra sentencias definit ivas o laudos y resoluciones que pongan

fin al juicio, respecto de las cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que

puedan ser modificados o revocados , ya sea que la violación se cometa en ellos o

que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso,

trascendiendo al resultado del fallo.. "

Como puede apreciarse de la lectura de estos artículos , su contenido

es semejante al que prevé el articulo 158 de la ley de Amparo . las leyes de las

entidades federativas, en todo momento, habrán de respetar los principios que se

consagran en los fundamentos constitucionales del amparo y en este caso, del

directo o uni-instancia!.

Ahora bien, se hace notar que el legislador hizo una diferenciación

de los tipos de amparo, no en estos artículos constitucionales, sino en su ley

reglamentaria, dicha diferenciación consiste principalmente en la creación y

regulación del amparo directo, indirecto y el agrario ; este criterio se considera
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adecuado, en tanto que la interposición de un tipo de amparo, hace que el estudio

del asunto pueda circunscr ibirse a ciertos elementos, lo que arroja como

consecuencia la emisión de sentencias apegadas a derecho.

AsI es, pues una diferencia notable entre el amparo directo y el

indirecto, no es solo el hecho de que el primero se interponga contra sentencias

definitivas contra las que no proceda recurso alguno , sino que el estudio del

mismo, se realiza únicamente con las actuaciones que se demostraron ante la

autoridad responsable, es decir, en el amparo directo no se ofrece medio

probatorio alguno, en el entendido de que en las etapas procesales del juicio

original, las partes hicieron valer en tiempo sus pruebas .

De esta forma , el tribunal que conoce y resuelve el amparo directo,

cuenta con mayores elementos para pronunciarse sobre la aplicación debida o

indebida de una ley o norma jurídica, asi como sobre la constitucionalidad del acto

reclamado.

En otro orden de ideas, la procedencia del juicio de amparo directo,

como se ha comentado, se da contra sentencias, laudos o res óluciones que tienen

el carácter de definitivas, es decir, sobre las que ya no se puede interponer

recurso alguno, sea porque estos se hayan agotado en la etapa procesal

respectiva o bien, porque la ley que regula al acto reclamado, no contempla medio

de impugnación para combatir las resoluciones de la autoridad responsable

correspondiente .

Uno de 105 principios mas importantes del juicio de amparo en

general , pero específicamente en el amparo directo, es el consistente en la
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definitividad, la cual es indispensable que el quejoso haya cumplido antes de

interponer el amparo directo, pues de lo contrario el referido juicio se sobresee .

Dicho principio, tratándose del amparo indirecto, contempla

excepciones, específicamente cuando se acredita que el acto señalado como

reclamado por el quejoso puede ser de consecuencias irreparables, sin embargo,

en el caso del amparo directo siempre se debe cumpli r con la definitividad de las

sentencias . Ahora bien, esto es así, pues aunque el amparo indirecto se pueda

interponer en el curso de un procedimiento contra actos de imposible reparación ,

es claro que el amparo se interpone contra actos de imposible reparación, y para

que estos actos surjan y se puedan aplicar , no siempre es necesario la existencia

de un juicio o procedimiento .

En cambio, en el amparo directo siempre es precedido por diversas

etapas judiciales, asf como por una sentencia o resolución que le dio fin. En esta

sentencia o resolución, no sólo se pueden registrar violaciones a las garantfas

individuales en las etapas del procedimiento y que puedan trascender el resultado

del fallo, sino que estas violaciones también surgen en la sentencia señalada

como acto reclamado, las cuales pueden ser impugnadas porel referido amparo .

Como se ha visto, el amparo directo lo que persigue es subsanar

cualquier posible violación a las garanlias individuales en la secuela de un

procedimiento, observando la definitividad de las etapas procesales por una parte;

y de la sentencia que da fin al procedimiento por otra, esta situación en el amparo

indirecto no siempre sucede, por lo que al contemplar el legislador la distinción

entre amparo directo e indirecto, se concretó a regular todos los actos de la
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autoridad presumiblemente violatorios de garantías , es decir, los que surgen en un

juicio o fuera de él.

Por otra parte, se considera que los elementos que integran al

amparo directo son:

a) Elementos formales.- Se encuentran establecidos en el articulo

166 de la Ley de la materia. Se aprecia de la lectura de dicho precepto , que los

requisitos a satisfacer por el quejoso para promover el amparo en estudio , no

difieren demasiado con respecto al amparo indirecto , excepto los siguientes:

1.- El acto reclamado.- El cual consistirá únicamente en la sentencia

o resolución definitiva . En el amparo directo, no se puede señalar como acto

reclamado una ley, un tratado o un reglamento , sin embargo , estos mecanismos

legales se pueden señalar por el quejoso en los conceptos de violación que haga

valer.

2.- Los conceptos de violación .- Es decir , los razonamientos lógico­

juridicos tendientes a demostrar que el acto reclamado vulneró garantias

individuales. En el amparo directo, serán materia del capitulo de conceptos de

violación, la ley, el tratado o reglamento que se considera fue aplicado

indebidamente, no fue observado o bien, su inconstitucional.

3.- Los fundamentos legales.- Es decir, las normas jur idicas en virtud

de la. cuales los gobernados pueden acudir ante el tribunal de amparo a deducir

sus derechos, en el caso del amparo directo, además de los preceptos

constituc ionales mencionados, lo son los articulas 158, 159 Ydel 166 hasta el 191

de la Ley de Amparo .
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4.- Precisar la ley de fondo que en concepto del quejoso se haya

aplicado inexactamente o que dejó de aplicarse , requisito este ultimo , que no se

exige para el caso del amparo indirecto .

b) Elementos legales.- Los cuales no son otros sino los fundamentos

del amparo directo ya mencionados, es decir , los artículos 103, fracción 1y 107

fracción 111 , inciso a) de la Constitución General de la Republica, el articulo 158 de

la Ley de Amparo y articulo 37 fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial de

la Federación.

e) Elementos de fondo.- Estos consisten en las consideraciones que

contiene la sentencia de amparo. En dichas considerac iones se establecen los

razonamientos que fundamentan y motivan la decisión del Tribunal , la cual no

puede ser otra que la conceder o negar el amparo y protección de la justicia

federal. Asimismo, en la propia sentencia se establece el alcance que tiene el

amparo , es decir , la determinación de todos y cada uno de los efectos que tiene

que producir la autoridad responsable mediante el cumplimiento de la ejecutoria

de amparo , dichos efectos pueden consistir en lo siguiente:

1.- Ordenar que la autoridad responsable deje insubsistente la

sentencia reclamada y dicte una nueva, tomando en consideración algún o

algunos medios probatorios en los que no haya reparado .

2.- Ordenar que la autoridad responsable deje insubsistente la

sentenc ia reclamada y dicte una nueva, asignando un valor distinto a las pruebas

exhibidas en el procedimiento por el quejoso , en los términos de la propia

sentencia de amparo.

186

Neevia docConverter 5.1



3.- Ordenar la reposición del procedimiento a la autoridad

responsable , en virtud de haberse acreditado un emplazamiento afectado de

nulidad o bien, uno inexistente .

4.- Ordenar que la autoridad responsable deje insubsistente la

sentencia reclamada y dicte una nueva, observando la ley, tratado, reglamento o

norma jurídica que debió de aplicarse y no se aplicó, o bien, no tomar en

consideración el mecanismo legal que sirvió para fundamentar la resolución

reclamada.

5.- Ordenar que la autoridad responsable deje insubsistente la

sentencia reclamada y dicte una nueva, sin considerar a la ley, tratado o

reglamento que sirvió de fundamento a la sentencia recurrida, por ser

inconstitucionales .

6.- Ordenar que la autoridad responsable deje insubsistente la

sentencia reclamada y dicte una nueva, en la que observe los criterios de

interpretación de las normas jurldicas que se relacionan con el acto reclamado .

Estas indicaciones traen como resultados efectos tendientes a

restituir al gobernado en el goce de las garantlas individuales violadas. Son sólo

algunos de los efectos que puede haber y todos tienen que realizarse en los

términos que indiquen los considerandos de la sentencia de amparo.

Es preciso hacer notar, que los efectos del amparo, variarán en

razón del asunto, de la materia e incluso, del criterio del Tribunal Colegiado, ahora

bien, si el quejoso o el tercero perjudicado considera que el fallo del Tribunal de

amparo es incorrecto, sólo cuando subsista el problema de la constitucionalidad
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de una ley, un tratado o reglamento, dichas partes podrán inconformarse mediante

el recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se

pronunciará sobre el problema de constitucionalidad , sin que por esto se modifique

el fondo del asunto.

Por lo que respecta a las particularidades que adquiere el amparo

directo en materia de trabajo, comenzaremos por exponer al titular de la acción de

amparo, dicha categor ía contempla a los siguientes entes:

a) Trabajador. Es decir, la persona física que presta o prestó un

servicio personal subordinado a otra persona denominada patrón, quien por su

propio derecho o por conducto de representante legal, puede interponer amparo

directo. Esta acepción incluye tanto a los trabajadores contemplados por el

apartado "A" del articulo 123 Constitucional como a los trabajadores al servicio del

Estado.

b) Personas morales. Como los sindicatos, coaliciones o

confederaciones de trabajadores , los cuales pueden ocurrir a solicitar el amparo

únicamente por conducto de su representante legal. Se hace notar que tratándose

de los trabajadores al servicio del Estado, estos no pueden organizarse en

confederaciones , o a su vez, integrar diversos sindicatos en coaliciones, esto

debido principalmente a que al no haber una lucha de intereses entre los titulares

de los medios de producción y el obrero, se consideró conveniente limitar su

derecho colectivo.

Ahora bien, un presupuesto necesario para interponer el amparo

directo laboral, considerando a los titulares de dicha acción, es la existencia de un

procedimiento previo, seguido ante las siguientes autoridades :
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a) Las Juntas Locales de Concil iación y Arbitraje . Las cuales se

encuent ran en todas y cada una de las entidades federativas y el Distrito Federal.

b) Juntas Federales de Conciliación. Estas autoridades se encargan

de dirimir las controversias de los trabajadores de organismos federales , por

ejemplo, el Instituto Mexicano del Seguro Social.

c) Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje .- Este tribunal conoce

únicamente las controversias de los trabajadores al servicio del Estado, en

términos de lo dispuesto por el apartado "8" del articulo 123 Constitucional. Cabe

aclarar que las entidades federativas cuentan con su propio tribunal que resuelve

los conflictos laborales entre la entidad en cuestión y sus servidores públicos .

El resultado final del procedimiento laboral, es el dictado de una

resolución denominada genera lmente Laudo. Esta resolución es el acto que los

quejosos señalan como reclamado, pues al no prever las leyes laborales un

recurso de alzada, al no agotar en este caso la definitividad , el trabajador quejoso

puede interponer directamente un amparo directo ante el Tribunal Colegiado

correspondiente .

Respecto al acto reclamado en el amparo directo laboral, se expone

lo siguiente:

"Circunscribiéndonos a la materia de trabajo y considerando que los

actos que pueden reclamarse en el amparo directo son únicamente laudos y

resoluciones que ponen fin a un juicio, podrán promoverlo en su carácter de

titulares de la acción quienes intervengan en juicios de carácter laboral tramitados

ante los órganos jurisdiccionales federales o locales que resuelven este tipo de

controversias." 93

SJ Esa UINCA MUÑOA. Cesar. El Juicio de Amparo Directo l!n Materia de Traba jo. ed. 29.. Ed. Porrua . México. 2000. pago
213 .
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Asi las cosas, los actos señalados como reclamados serán los

Laudos o las resoluciones que pongan fin al juicio . Sin embargo , se añade que

cuando se trate de actos surgidos después de concluido el juicio, lo procedente es

interponer el amparo indirecto, principalmente cuando se trata de actos de

imposible reparación , como un embargo, por ejemplo . Por otra parte, se considera

que las autoridades encargadas de dirimir los conflictos laborales, no son en

estricto sentido órganos jurisdiccionales, pues no pertenecen al poder judic ial, lo

que implica que en ocasiones sus resoluciones, sean laudos o no, no sean

debidamente fundadas y motivadas.

Una peculiaridad de estos amparos es la suplencia de la deficiencia

de la queja. Este principio se instituyó para beneficio del trabajador y consiste en

la observancia y apreciación realizada por el tribunal de amparo, de alguna posible

violación a las garantías individuales del trabajador quejoso, derivada del estudio

de las actuaciones del expediente y del laudo, aún cuando estas violaciones no las

haya hecho valer en su demanda. Opera dicha suplencia únicamente cuando el

quejoso es el trabajador y nunca cuando 1.0 sea el patrón, como se aprecia de la

lectura de la fracción IV del artículo 76 BIS de la Ley de Amparo , el cual se

transcribe :

"ARTICULO 76 BI5.- Las autoridades que conozcan del juicio de

amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda,

así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece,

conforme a lo siguiente :

FRACCiÓN IV.- En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará a

favor del trabajador ."
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Es claro que la intención de legislador al redactar este articulo, fue la

de no permitir que el trabajador resultara afectado en sus garantías individuales y

por ende, en su esfera de derechos al no invocar este último algún agravio o

violación por ignorancia de las leyes o de conceptos jurfdicos. Asimismo, la

jurisprudencia firme que en materia laboral fue emitida por los Tribunales

Colegiados de Circuito, confirma la consideración anterior , dicha jurisprudencia se

expone a continuación :

"EMPLAZAMIENTO. REQUISITOS QUE DEBE CUMPLIR EL

PATRÓN CUANDO .RECLAMA LA ILEGALIDAD DEL. En los casos en que se

reclama la ilegalidad del emplazamiento en un juicio laboral, teniendo el quejoso el

carácter de patrón, no basta que se limite a manifestar que no fue emplazado

legalmente, sino que es necesario, por no estar permitida la suplencia de la queja

a su favor, que formule razonamientos jurldicos y concretos para demostrar la

ilegalidad de la diligencia en la que aparece que si fue notificado." 94

Hasta el momento, respecto del amparo directo laboral, se ha

estudiado quien es el titular de la acción de amparo, en que consiste el acto

reclamado que puede ser impugnado por el quejoso, las autoridades responsables

y finalmente, algunas particularidades de dicho mecanismo legal. Sin embargo , no

puede soslayarse el hecho de que el Tribunal Colegiado respectivo, estudie

previamente al fondo del asunto, la improcedencia del juicio de garanlias, por ser

una cuestión de orden público; en este sentido dicha autoridad observará lo

dispuesto en las diversas fracciones del articulo 73 de la Ley de Amparo .

~ SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION, 11 , p. 129 .
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Se considera que respecto a las causales de improcedencia, estas

son estudiadas igualmente por el órgano jurisdiccional en todas las materias, por

lo que, en este caso no aplica la suplencia de la queja . Si se incurrió en alguna de

dichas causales, asi lo decretará el tribunal de amparo en el acuerdo que le

recaiga a la demanda de amparo y lo hará saber al quejoso, igualmente , si al

momento de dictar la sentencia de amparo , se advierte que se actualizó en el caso

concreto alguna de las referidas causales , se sobreseerá el ju icio.

En este orden de ideas, las causales de sobreseimiento son

igualmente aplicables , sin que haya excepción alguna . A continuación se

transcr ibe una tesis de jurisprudencia en la que se actualizó una causal de

improcedencia en la materia:

"SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO POR

CONSENTIMIENTO DEL LAUDO RECLAMADO. La manifestación de

conformidad con el laudo reclamado 'por parte del quejoso en el juicio de

garantías , ante la autoridad responsable , consistente en la celebración de un

convenio finiquito en el que se expresa la voluntad de dar cumplimiento al laudo,

implica un consentimiento expreso con aquél y, por tanto, del:1e sobreseerse en el

juicio por actualizarse la causal de improcedencia contemplada en la fracción XI

del artículo 73 de la Ley de Amparo : 95

Una vez que se estudiaron las causales citadas con antelación y por

así encontrarse el estado procesal del asunto, éste para directamente a una

ponencia, en la que el magistrado determinará si se concede el amparo, asi , se

aprecia que en el amparo directo ya no se ofrecen pruebas.

~SEMANAR IO JUDICIAL DE LA FEDERACiÓN, XVII. p.114D.
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En este sentido se expone:

·Si no existe causal de improcedencia alguna, siguiendo el orden

lógico en el estudio del ocurso lo que procede es analizar si la demanda presenta

alguna irregularidad . En este aspecto conviene destacar que, contrario a lo que

acontece en el amparo indirecto en el que las irregularidades abarcan diversos

rubros conforme a lo dispuesto en el artículo 146, tratándose del amparo directo

esas irregularidades únicamente pueden consistir en la falta de cumplimiento de

los requisítos de la demanda que establece el numeral 166, según lo previsto en el

diverso articulo 178.,,96

El amparo directo en materia de trabajao , entonces , presenta

efectivamente algunas diferencias con los amparos que se interponen en otras

materias, destacando la suplencia de la queja deficiente y de manera perceptible,

el hecho de que el principio de definitividad de las sentenc ias culmina con el

dictado del Laudo o resolución, pues las leyes laborales no contienen recurso

alguno por los cuales puedan ser modificados o revocados.

Asimismo, las autoridades responsables en estos juicios, no

pertenecen al poder judicial y como consecuencia de esto, proliferan las

resoluciones deficientes en este ámbito, por lo que es necesaria la ímpartición de

capacitación y adiestramiento a los integrantes de estas autoridades laborales por

el poder judicia l. con la finalidad de que los Laudos y resoluciones que emitan ,

sean en todo lo posible apegadas a derecho ; facilitando con ello la labor de los

Tribunales Colegiados de Circuito al resolver un amparo directo.

""' ESOUINCA MUÑOA, Cesar. recen. pago262 .
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4.2 PROPUESTA DE REFORMAS Al ARTíCULO 99

CONSTITUCIONAL.

La propuesta de reforma al articulo 99 de la Constitución General de

la República, surge como una solución viable a diversos problemas suscitados en

torno a la definitividad de las resoluciones de la Sala Superior del Tribunal

Electoral del Poder Judicial de la Federación, cuando dirime controversias

laborales entre el IFE y sus servidores. Ahora bien, para la plena compresión de

esta propuesta, se expondrá el contenido y alcances del referido articulo 99

constitucional, en los siguientes términos:

Este articulo se encuentra ubicado en el capitulo IV de la

Constitución Federal, denominado : "Del Poder Judicial". Su contenido constituye

un notable avance en la materia constituciona l-electoral , pues a la autoridad

encargada de resolver en forma definitiva e inatacable los conflictos electorales, se

le dotó de autonomía para la emisión de sus sentencías, de igual forma, se

estableció su incorporación al Poder Judicial de la Federación como órgano

especializado del mismo.

La instauración de dicha autoridad, denominada Tribunal Electoral

del Poder Judicial de la Federación, obedeció, entre otras causas, a la búsqueda y

consecución de legalidad y certeza juridica en la organización de las elecciones a

nivel federal; y en las decisiones de las autoridades del IFE, a que se refiere el

articulo 41 constituciona l. Esta búsqueda fue demandada principalmente, por los

órganos de gobierno del Estado y por los partidos pollt icos. De ahi que, no bastó

con tener autoridades electorales de funciones administrativas , que decidieran el

resultado de una elección, sino que fue necesario que la nueva autoridad

perteneciera al poder judicia l.
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Asimismo, en razón de su pertenencia al poder judicial federal, se le

atribuyó la facultad de emitir jurisprudencia en materia electoral , lo que se

considera esencial para el desempeño de sus funciones, pues de esta manera los

magistrados integrantes del referido tribunal , mediante la interpretación de las

disposiciones electorales , asientan precedentes para la futura resolución de

controversias , ya que anteriormente , no se contaba con dichos criterios , no

obstante, cuando haya una contradicción de tesis entre este tribunal y la suprema

corte en la interpretación de la Constitución, dicha contradicción será conocida por

el Pleno del máximo tribunal del pais.

Ahora bien, el párrafo cuarto del referido articulo 99 constitucional ,

dispone las hipótesis jurídicas bajo las cuales los partidos politicos y demás

sujetos legitimados, pueden interponer un recurso de los enumerados en la ley

ordinaria, y que serán conocidos y resueltos por el tribunal en comento , dichas

hipótesis juridicas se contienen en la siguientes fracciones:

"ARTICULO 99, PÁRRAFO CUARTO.- Al Tribunal Electoral le

corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de esta

Constitución y según lo disponga la ley, sobre:

1. Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y

senadores;

11. Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de

Presidente de los Estados Unidos Mexicanos que serán resueltas en única

instancia por la Sala Superior.

La Sala Superior realizará el cómputo final de la elección de

Presidente de los Estados Unidos Mexicanos , una vez resueltas , en su caso, las

impugnaciones que se hubieren interpuesto sobre la misma, procediendo a
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formular la declaración de validez de la elección y la de Presidente Electo respecto

del candidato que hubiese obtenido el mayor numero de votos ;

111. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad

electoral federal, distintas a las señaladas en las dos fracciones anteriores , que

violen normas constitucionales o legales;

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones defin itivos y firmes de

las autoridades competentes de las entidades federativas para organizar y calificar

los comicios o resolver las controvers ias que surjan durante los mismos, que

puedan ser determinantes para el desarrollo del proceso respectivo o el resultado

final de las elecciones . Esta vía procederá solamente cuando la reparación

solicitada sea material y juridicamente posible dentro de los plazos electorales y

sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación

de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos;

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los actos

politicos electorales de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación libre y

pacifica para tomar parte en los asuntos pollticos del pais, en los términos que

señalen esta Constitución y las leyes:

VI. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus

servidores;

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal

Electoral y sus servidores;

VIII. La determinación e imposición de sanciones en la materia; y
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IX. Las demás que señale la ley."

Se señala que en la búsqueda de esa certeza y seguridad jurídica en

los actos y decisiones de las autoridades electorales , fue primordial para el

legislador, al reformar el articulo constitucional en estudio , dotar al tribunal

electoral de los instrumentos necesarios que le permitiesen fallar los asuntos a su

cargo , ya no solo con la debida exactitud jurldica, sino con celeridad, pues la

naturaleza de la materia no permite dilaciones , en este sentido , al poder emitir

juri sprudencia, el Tribunal Electoral cuenta con precedentes que le auxilien en la

resolución de un caso concreto controvertido.

Ahora bien, el articulo en estudio y en concreto el párrafo expuesto ,

permiten concluir que la legalidad de las elecciones , es decir , uno de los pilares

fundamenta les sobre el cual se deben de organizar las mismas, es aplicable y se

tiene que observar no solo en las elecciones federales, sino también y en menor

medida , en las elecciones de las entidade~ federat ivas, pues en los casos en que

se presuma la existencia de actos que trasciendan el resultado de la votación final,

dichos resultados se pueden impugnar.

Pero fundamentalmente , sobresale del texto trascrito , la fracción VII,

que indica que el tribunal en estudio, puede resolver en forma definitiva e

inacatable las controvers ias entre el IFE y sus servidores . La inclusi6n de este

texto es controvertible, principalmente porque el contenido y alcance del artículo

en comento , se constriñe a la fundamentación V regulación de la máxima

autoridad en materia electoral, por lo que, la situaci6n de los derechos de los

servidores del Instituto, es decir, sus trabajadores, fue incluida por el legislador de

manera aleatoria , esto es, fue accesoria a la cuestión electora l.
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EL SURGIMIENTO DE LA PROBLEMÁTICA.

En principio, la problemática que da lugar a la propuesta de reformas

al articulo 99 constitucional , se estima que surge en su cuarto párrafo, en su

fracción VII, ahora bien, ¿Que problemática jur ldica podría advertirse en dicho

párrafo por sí mismo? Es posible que a simple vista y por si mismo, dicho párrafo

no constituya una problemát ica, sin embargo, esta surge cuando lo relacionamos,

entre otros, con el articulo 158 de la Ley de Amparo , el cual establece la

procedencia del juicio de amparo competencia del Tribunal Colegiado de Circuito ,

cuando se interpone amparo directo por el servidor del IFE, por considerar que la

resolución del Tribunal Electoral , emitida en la hipótesis que enmarca la fracción

VII del artículo en estudio, violó alguna garant ía individual, en este orden de ideas,

podríamos concluir que el referido amparo seria admitido a tramite por el Tribunal

Colegiado de Circuito correspondiente, no obstante , esto no sucede así. Esto a

grandes rasgos constituye la problemática jurídica.

El criterio actual de la segunda sala de la Suprema Corte de Justicia

de la Nación respecto a este problema, se establece en la siguiente tesis

jurisprudencial :

"TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA

FEDERACiÓN. LAS RESOLUCIONES QUE PRONUNCIE EN CONFLICTOS

LABORALES QUE SE SUSCITEN ENTRE EL INSTITUTO FEDERAL

ELECTORAL Y SUS SERVIDORES, SON DEFINITIVAS E INATACABLES,

RESULTANDO IMPROCEDENTE CUALQUIER MEDIO DE DEFENSA,

INCLUSO EL JUICIO DE AMPARO. De conformidad con lo dispuesto en el

artículo 99, párrafo cuarto, fracción VII, de la Constitución Polltica de los Estados

Unidos Mexicanos, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es el

órgano competente para conocer y resolver, en forma definitiva e inatacable , entre

otros, los conflictos o diferencias laborales que surjan entre el Instituto Federal

Electoral y sus servidores . Ahora bien, como desde el punto de vista gramatical
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"inatacable" significa aquello que no puede ser impugnado. refutado o contradicho.

y "definitivo" alude a lo que decide. resuelve o concluye ; consecuentemente, del

simple análisis literal de dicho precepto se llega a la conclusión de que contra las

resoluciones que emita el citado tribunal al conocer de los mencionados conflictos,

es improcedente cualquier medio de defensa que tenga por objeto modificarlas o

revocarlas, incluso el ju icio de amparo. Además , la inimpugnabilidad de esas

resoluciones prevista en la propia Constitución Federal , ratificada en el articulo

189, fracción 1, inciso h), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y

que es motivo de improcedenc ia del juicio de garantras, rad ica en que se ha

conferido la decisión terminal de ciertos actos a órganos como el citado

Tribunal Electoral que , por su conformación o la trascendencia social de su

actuación, no requieren ser revisados en cuanto a su legalidad o

constituciona lidad por un órgano de control. ,,97

La problemática surge también entre el precepto en estudio y la

fracción XIV del artículo 123 Constitucional, apartado"B", el primer párrafo del

articulo 172 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales , asi

como con el articulo 158 de la Ley de Amparo ya mencionado, en este sentido, se

exponen las razones por las que se considera que hay una problemática jurídica

en torno a estos dispositivos, cuando una vez resuelto el caso concreto que prevé

la fracción VII del articulo 99 Constitucional , el servidor el IFE intenta hacer valer el

derecho de amparo, en 105 siguientes términos :

1.- EN RELACiÓN A lA FRACCiÓN XIV DEL ARTíCULO 123

CONSTITUCIONAL, APARTADO"B".- Porque de conformidad con este precepto

constitucional. los servidores del Instituto Federal Electoral, sea el personal

administrativo o del Servicio Profesional Electoral, tienen el carácter de

" SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACiÓN. XV, p.443 .
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trabajadores de confianza , con los derechos y obligaciones a que-son sujetos de

acuerdo a dicho principio, por tanto, cuando consideran que sus derechos

laborales son vulnerados, en este caso, por la autoridad electoral , pueden hacer

valer el juicio laboral a que se refiere la Ley General de Medios de Impugnación en

Materia Electoral.

Dicha ley, se ajusta al principio constitucional establecido en el

párrafo cuarto, del artículo 99 de la Carta Magna, por lo que en consecuencia, las

resoluc iones que emite la Sala Superior del Tribunal Electoral cuando resuelve

dichos juicios, tienen el carácter de definitivas e inatacables . Podría contemplarse

la posibilidad de que el trabajador que se considera afectado por esta resolución ,

tenga la oportunidad de interponer el juicio de garantías, pues tiene la calidad de

un trabajador de confianza y por tanto, ostenta derechos y obligaciones

reconocidos constitucionalmente , sin embargo , el criterio del órgano jurisdiccional

de amparo sobre este caso, concluye que el trabajador ya no puede hacer uso de

ese derecho constitucional, entre otras, por las siguientes causas:

a) Por tratarse de asuntos electorales .

b) Por haber leyes y medios de impugnación en la materia.

c) Por la trascendencia social de su actuación, sus actuaciones no

requieren ser revisadas por un órgano de control.

No obstante, lo que se cuestiona en estos casos, es la posible

violación de los derechos laborales que tienen su fundamento en la referida

fracción XIV del artículo 123 Constitucional, apartado "B"., no de cuestiones

electorales, con este criterio , se deja sín posibilidad alguna al trabajador en

cuestión, de interponer el juicio de amparo directo .

200

Neevia docConverter 5.1



2.- EN RELACiÓN AL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTicULO 172

DEL CÓDIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS

ELECTORALES.- Porque al regular la situación particular de los servidores del

Instituto Fedéral Electoral en la ley ordinaria, de acuerdo a la mencionada fracción

XIV del articulo 123 Constitucional apartado "B", como se ha referido , se les

reconoce el carácter de trabajadores de confianza, con los derechos y

obligaciones propios de esa naturaleza, salvaguardados por la Constitución y que

llegado el caso, podrian ser respetados por conducto del juicio de amparo

directo.

3.- EN RELACiÓN AL ARTíCULO 158 DE LA LEY DE AMPARO.-

Porque aun cuando este precepto legal establece que el amparo que es

competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, procede contra sentencias

definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales

judiciales, administrativos o del trabajo , respecto de los cuales no proceda ningún

recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, el criterio de los

tribunales de amparo es el de declarar improcedente el juicio de garantías , aun

cuando la sentencia impugnada sea de naturaleza laboral, por lo que se estima

que la problemática consiste en que en el párrafo cuarto del articulo 99

Constitucional no precisa que estas resoluciones serán definitivas e

inatacables, únicamente tratándose de cuestiones electorales, que no

laborales, por lo que subsistirá un problema de legalidad y seguridad

jurídica, al no ser acatado plenamente el derecho previsto por la fracción I

del articulo 103 constitucional, con lo q~e no se estará respetando el orden

jurídico mexicano.

PRECISIONES.

Podria aducirse una indebida interpretación de esta fracción , sin

embargo , esta última conjetura se considera errónea , por lo que el criterio actual

tanto de la segunda sala de la Suprema corte de Justic ia de la Nación, como de
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los tribunales de amparo es correcto, pues el texto del cuarto párrafo del articulo

99 Constitucional, refiriéndose al tribunal electora l, efectivamente indica que "le

corresponde resolver en forma definitiva e inatacab le" y continúa desarrollando el

contenido del articulo, describiendo las hipótesis en las que resuelve de esta

forma. Aún mas , no es admisible que una persona pretenda observar o,

atribuirle a una norma jurídica una interpretación que no es la correcta, o

bien unas intenciones y efectos que no son los que se propuso obtener el

legislador al crear la norma, mucho menos tratándose de un dispositivo

constitucional. En este sentido, cuando la norma constitucional es clara, no es

dable hacer interpretaciones aventuradas sobre su significado, ya que no es

lógico, ni juridicamente admisible. Pero, incluso, si el juzgador llegase a aplicar

una norma precisamente con motivo de su opinión subjetiva, cuando de la correcta

y armónica interpretación de la norma en cuestión, junto con la ley que la contiene ,

realizada por los máximos tribunales del pais, se desprenden efectos contrarios a

los estimados por el legislador, esa actuación a todas luces, seria ilegal.

Sirva para ilustrar esta concepción , el siguiente comentario :

"Cuando el juzgador hace una indebida interpretación del contenido y

alcance de la norma juridica , de tal manera que siendo aplicable no la aplique , o la

aplique deformando su alcance de tal manera que produzca consecuencias

jurid icas distintas de las que proveyó el legislador , estaremos ante un caso de

indebida interpretaci6n jur ídica." 98

Si convenimos en que es correcto el criterio del tribunal de amparo,

sustentado en una tesis jurisprudencial sobre la cuesti6n que se debate , entonces,

¿tendríamos que seguir considerándola una problemática?, sobre el particular se

afirma que efectivamente, subsiste el problema, debido a que en el aludido articulo

99 de la Constituci6n, en su parte conducente , y para que las resoluciones del

tribunal que afectasen derechos laborales fuesen impugnadas en amparo directo,

se considera que el legislador tendria que haber especificado que solo las

lll! VERGARA TEJEDA, José Moisés . Práctica Forense en Male rla de Ampa ro, Ed. Angel, MéXICO, 2000. pago587.
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sentencias que resolvieran controversias electorales serian definitivas e

Inatacables, más no así, las sentencias que resolviesen cuestiones

laborales.

En la actualidad , los máximos tribunales del país, solo pueden

pronunciarse sobre las normas tal y como se encuentran redactadas , pues ese es

su materia l de trabajo cuando aplican el derecho , quedando restringida su

interpretación a aquellos casos que por su complej idad, naturaleza o ambigüedad

lo requieran. En tanto, para que el derecho de amparo contemplado en la fracción

1del articulo 103 Constitucional pueda ser cabalmente respetado , se considera

necesaria la reforma al articulo 99 Constitucional en la parte que se discute,

para que los servidores dellFE puedan hacer uso de ese derecho, cuando se

advíerta que el acto de autoridad haya violentado garantías índividuales.

EN QUÉ CONSISTE LA REFORMA.

La reforma constitucional propuesta debe ser precedida de una

discusión en la que participen académicos, especia listas en derecho constitucional

electoral , asi como de los correspondientes grupos parlamentarios, esta etapa

inicial, a su vez debe concluir con un dictamen que contenga principalmente, un

estricto análisis jurid ico de su viabilidad.

Sin embargo , para llevar a cabo una reforma constitucional se

requiere no de un dictamen únicamente, sino de la disposición del poder legislativo

y de la mayoría de las legíslaturas de las entidades federativas, que juntos forman

lo que se conoce como el poder reformador de la Constitución , como lo establece

el articulo 135 de la Carta Magna.
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Así las cosas, la reforma constitucional del artículo 99 que se

propone, busca las siguientes finalidades:

a) Brindar certeza y seguridad jurídica a los servidores del Instituto

Federal Electoral , cuya aparición en el esquema del sistema juridico mexicano es

relativamente nueva, precisando por conducto de la reforma al dispositivo en

cuestión , la obligación que tiene la autoridad de respetar sus garantías

individuales . estableciendo la posibilidad de que dicho servidor pueda interponer el

ju icio de amparo directo. contra las resoluciones del Tribunal Electoral que dirimen

controversias laborales.

b) Afirmar el compromiso de los diversos grupos parlamentarios que

integran el Congreso de la Unión, asi como de las legislaturas de las entidades

federativas los cuales forman el poder reformador de la Constitución, con la

sociedad, para el fortalecimiento y afirmación del estado de derecho, por conducto

de la reforma al articulo 99 Constitucional.

La reforma se propone en los siguientes términos:

TEXTO ACTUAL:

ARTíCULO 99 CONSTITUCIONAL, CUARTO PÁRRAFO.- "Al

Tribuna l Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los

términos de esta constitución y según lo disponga la ley. sobre:

FRACCiÓN VII.- Los conflictos o diferencias laborales entre el

Instituto Federal Electoral y sus trabajadores.
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REFORMA:

ARTíCULO 99 CONSTITUCIONAL, CUARTO PÁRRAFO.- Al

Tribunal Electoral le corresponde resolver en la vía ordinaria, los casos

comprendidos en la fracción séptima de este artículo; y en forma definitiva e

inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo disponga la ley, sobre

las s iguientes controversias electorales:

FRACCIÓN VII.- Los conflictos o diferencias laborales entre el

Instituto Federal Electoral y sus trabajadores.

Como puede apreciarse, la reforma que se propone solo peoría

darse en el cuarto párrafo del articulo 99 Constitucional, en tanto que la referida

fracción VII, quedaria tal como está actualmente, asi ya podría existir la posibilidad

de que el servidor del IFE, pudiese Interponer el amparo directo contra las

resoluciones del tribunal electoral gue dirimieran controversias laborales, al

mismo tiempo que se seguiria respetando la definítividad de las

resoluciones de naturaleza electoral, emitidas por el mismo órgano.

4,3 PROPUESTA DE REFORMAS A lOS ARTicUlOS 186,

FRACCiÓN 111 Y 189 DE lA lEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE lA

FEDERACiÓN.

Por lo que respeta esta propuesta de reformas , estas surgirían con

motivo de la modificación al cuarto párrafo del artículo 99 Constitucional a que se

ha hecho referencia, ya que se considera que la problemática en cuestión necesita

resolverse y esto podría realizase con la propuesta que se expone, pero, siempre
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respetando la congruencia y legalidad que deben observar los mecanismos

legales que integran al sistema juridico mexicano.

Por lo que atendiendo a la jerarqu ía normativa, primero se tendr ia

que discutir la reforma constitucional expuesta y no comenzar la discusión de

disposiciones ordinarias, ya que esto traería como consecuencia, una

disconformidad entre la norma constitucional y la norma ordinaria, lo que implicaria

hablar de una inconstitucionalidad de esta última.

Actualmente, los articulos 186, fracción 111 y 189 de la Ley Orgánica

del Poder Judicial de la Federación, enumeran los asuntos que son competencia

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, los cuales a grandes

rasgos, son lo que enumera el artículo 99 Constitucíonal , salvo que en la ley

orgánica dichos asuntos se encuentran más detallados. La fracción 111 , inciso e)

en concreto, se refieren a los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto

Federal Electoral y sus servidores.

La problemática que da origen a la discusión de reforma estas

disposiciones, deriva principalmente de determinar la observancia y el

reconocimiento del derecho de los servidores del IFE a interponer amparo directo

contra las sentencias del tribunal electoral que afectan sus derechos laborales,

pues es la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación , el ordenamiento legal

encargado de fijar la competencia de los distintos órganos jurisdiccionales

federales.

La reforma que se propone de los articulos 186, fracción 111 y 189 de

la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, persigue las siguientes

final idades:
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a) Seguir un orden lógico y consecuente con la posible modificación

al articulo 99 constitucional, para que surja la coexistencia lógica y armónica de

los textos legales, aun más cuando se trata de fijar la competencia y atribuciones

de los órganos jurisd iccionales federales , y;

b) Se satisfaga la existencia de los principios jurldicos más

elementales de fundamentación y motivación de las resoluciones judiciales, uno

de los cuales es la competenc ia que deben tener los órganos jurisdiccionales para

conocer de un asunto ; y, que en la especie seria aquella que determinase la

facultad del Tribunal Colegiado de Circuito en Materia de Trabajo, para que

conociera de un posible amparo directo contra las sentencias del tribunal electoral

que diriman cuestiones laborales , cuando se estime que dicha resolución vulnera

garantías individuales.

Así las cosas, la reforma propuesta se expone a continuación:

TEXTO ACTUAL:

ARTíCULO 186.- En los términos de lo dispuesto por los articulo 41,

fracción IV, 60, párrafos segundo y tercero , y 99, párrafo cuarto, de la Constitución

Polit ica de los Estados Unidos Mexicanos , el Tribunal Electoral, de conformidad

con lo que señalen la propia Constitución y las leyes aplicables, es competente

para

FRACCiÓN 111.- Resolver, en forma definitiva e inacatable, las

controversias que se susciten por:

INCISO El Conflíctos o diferencias laborales entre el Instituto Federal

Electoral y sus servidores ;
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TEXTO REFORMADO:

ARTíCULO 186.- En los términos de lo dispuesto por los articulo 41,

fracción IV, 60, párrafos segundo y tercero. y 99, párrafo cuarto, de la Constitución

Pollt ica de los Estados Unidos Mexicanos, el Tribunal Electoral , de conform idad

con lo que señalen la propia Constitución y las leyes aplicables, es competente

para

FRACCiÓN 111.- Resolver, los casos comprendidos en el inciso el,

a que se refiere esta fracción, Vi en forma definitiva e inacatable, las

controversias que se susciten por:

INCISO El Conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal

Electoral y sus servidores;

De manera semejante a la reforma propuesta tratándose del cuarto

párrafo del artículo 99 constitucional , es la fracción tercera del articulo 186 el

dispositivo que tendría que modificarse en los términos expuestos , quedando el

inciso el de dicha fracción, tal como se encuentra en la actualidad .

Por lo que respecta al articulo 189, su posible reforma quedaria

como sigue:

TEXTO ACTUAL:

ARTicULO 189.- La Sala Superior tendrá competencia para:

FRACCiÓN 1.- Conocer y resolver, en forma definitiva e inatacable ,

las controversias que se susciten por:
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INCISO H).- Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto

Federal Electoral y sus servidores .

TEXTO REFORMADO:

ARTíCULO 189.- La Sala Superior tendrá competencia para :

FRACCiÓN 1.- Conocer y resolver , en forma definitiva e inatacable,

excepto los casos comprendidos en el Inciso H), cuyas sentencias gue

resuelvan dichos asuntos, serán impugnadas en los términos gue fijen la

Constitución y las leyes, las controversias que se susciten por:

INCISO H).- Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto

Federal Electoral y sus servidores.

La propuesta de reforma a este precepto legal , establece la

posibilidad de que el servidor del IFE, que considere vulneradas sus garantias

individuales en virtud de la resolución del tribunal electoral , pueda impugnarla por

medio del amparo directo , de esta forma, se considera subsanada la ausencia de

atribuciones del tribunal de amparo para que conozca y resuelva dicho caso

controvert ido.

OTRAS POSIBLES REFORMAS.

En el esquema normativo mexicano debe prevalecer armonia entre

las leyes que lo componen , de ahi que se propongan reformas a otros preceptos

legales además de los ya indicados, pues de otra forma , habría disconformidad

entre las disposiciones constitucionales y las secundarias.

209

Neevia docConverter 5.1



Para que un gobemado pueda interponer el juicio de amparo directo,

antes debe satisfacer ciertos requisitos legales, algunos de los cuales se

encuentran previstos en el articulo 166 de la ley de la materia, sin embargo , aún

cuando estos hayan sido satisfechos, antes de que el tribunal de amparo analice

el fondo del asunto, estudia las actuaciones procesales del expediente , con la

finalidad de verificar si se actualiza alguna causal de improcedencia.

En el caso de los servidores del IFE, para que pudiesen interponer

amparo directo, se tendría que reformar el articulo 73 de la Ley de Amparo , con la

finalidad de que dicho juicio no fuese declarado improcedente, pues el texto, tal

como se encuentra redactado en la ley, no permite esta posibilidad, de ahí que

también su posible reforma sea discutida por el legislador yen su caso, efectuada .

AsI es, el actual estado de la ley de amparo y en concreto, de su

articulo 73, no permite que el servidor del IFE pueda interponer juicio de amparo

directo, como se aprecia de la tesis jur isprudencial que a continuación se expone:

"INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. IMPROCEDENCIA DEL

JUICIO DE AMPARO PARA IMPUGNAR LOS ACTOS DE APLICACiÓN DE

LEYES ELECTORALES QUE CONTENGAN NORMAS EN MATERIA DE

TRABAJO O QUE SE REFIERAN A CONFLICTOS LABORALES QUE SE

SUSCITEN ENTRE DICHO ÓRGANO Y SUS SERVIDORES. De conformidad con

lo dispuesto por el artículo 99, fracciones 111 , VI Y VIII, Y párrafo quinto, de la

Constitución Federal, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es

el órgano encargado de resolver en forma defin itiva e Inatacable, entre otros

conflictos , las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral

federal que, en lo" general, violen normas constitucionales o legales, además de

tener competencia no sólo para conocer de los conflictos o diferencias laborales
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que surjan entre dicho tribunal o el Instituto Federal Electoral y sus servidores,

sino también sobre la inconstitucionalidad de algún acto o resolución , o sobre la

interpretación de algún precepto constitucional. En estas cond iciones , los actos de

aplicación de leyes electorales que, como el art iculo 169, inciso g), párrafo 1, del

Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, contengan normas

en materia de trabajo o que se refieran a conflictos o diferencias laborales que se

presenten entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores, no pueden ser

examinados dentro del juicio de amparo , en virtud de que se actual iza la hipótesis

de improcedencia prevista en el articulo 73, último párrafo , de la Ley de Amparo,

pues existe un régimen especia l establecido para la resolución de tales cuestiones

ante la Sala Superior del Tribunal Electoral ."99

Sin embargo, para que ésta , y las demás reformas indicadas

prosperen , se considerarían los planteam ientos que sobre el caso realicen jueces

y magistrados del poder jud icial , asl como de los integrantes del poder legislativo,

pues dichas reformas tendría n que respetar el contenido de la Constitución y las

leyes, con la finalidad de evitar contrad icción o confus ión entre las disposiciones

normativas del sistema jurid ico mexicano .

4.4 VENTAJAS DE LA REFORMA.

Una de las etapas previas a la propuesta formal de reforma a los

articulos aludidos , es la discusión sobre la naturaleza juríd ica de los servidores del

IFE, consistente en un replanteamiento del esquema jurídico actual en el que se

fundamenta su actuación realizada por el legislador, esta situación, por si misma,

ya constituye una ventaja , pues aun cuando no se concrete la reforma planteada ,

- SEMANARI O JUDICIAL DE LA FEDERACION. XI. p.227.
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la discusión y el debate sobre este tema , producirían antecedentes que

condujeran a mejorar otras instituciones jurídicas.

Ahora bien, una de las ventajas que se considera traeria la reforma

de los articulos previamente citados, seria el posible mejoramiento del marco

normativo de los servidores del IFE y de sus derechos laborales, en este sentido,

debemos entender que dicho mejoramiento consistiría en su pleno reconocimiento

const itucional como trabajadores de confianza, con todos los derechos y

obl igaciones que con motivo de ese carácter prevengan las leyes , incluyendo su

derecho de interponer el juicio de amparo directo contra una resolución que

vulnere sus garantías individuales y traiga como consecuencia, la afectación de

sus derechos laborales.

En esta tesitura, con la reforma, aumentaría la certeza juríd ica de los

servidores del IFE en cuanto a los derechos que pueden hacer valer, lo que seria

un parámetro para que la actuación de las autoridades electora les se ajustase a

derecho, de modo tal que disminuirían paulatinamente los posíbies conflictos en la

materia.

Otra de las ventajas que se considera traerla la consecución de las

reformas planteadas , seria el pleno cumplimiento del articulo 103, fracción I

constitucional; es decir , el respeto a las garantias individuales, porque las

resoluciones emitidas por el Tribunal Electoral que resolviesen cuestiones

laborales ya podrían ser examinadas por el tribunal de amparo , el cual no sólo

estudia la constituc ionalidad de los actos de autoridad, también la legalidad de los

mismos.
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Finalmente , una de las ventajas más importantes y significativas de

la reforma expuesta, seria la creación de esquemas viables para el estud io y

solución de diversos problemas laborales, constitucionales y electorales en

México, como el que constituye el tema de la naturaleza jurídica los servidores del

Instituto Federal Electoral y sus derechos, dichos instrumentos persiguen como fin

último la observancia , el mejoramiento y el fortalecimiento del sistema juríd ico

mexicano.

No siempre las normas que integran un sistema jur idico nacional,

son del todo correctas o eficaces, en este sentido, las circunstancias y

problemát icas sociales hacen necesario que las normas constitucionales, las leyes

ordinarias, o ambas, sean modificadas para que logren su propósito, con lo que

se mejora en lo posible el marco normativo nacional.

Cuando las autoridades y los gobernados cumplen con lo dispuesto

por la ley, pueden apreciarse mas cuidadosamente aquellos aspectos y problemas

que pueden ser mejorados por medio de reformas a las normas jurídicas, con el

solo propósito , como se ha mencionado , de fortalecer el sistema jurídico del

Estado mexicano, labor que no es exclusiva de las autoridades , también lo es de

los ciudadanos .
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CONCLUSIONES

PRIMERA.- La legalidad de los actos del Estado Mexicano es un

ejercicio que requiere de los instrumentos necesarios que garanticen su

observancia. Dicha legalidad encuentra sustento en la supremacía de la

Constitución , las leyes que de ella emanen y de los Tratados Internacionales, lo

que implica que siempre prevalecerá la Constitución General de la República

sobre toda ley, norma o acto jurídico en general que sea contrario al texto de la

misma. Para ello, el poder constituyente estableció la figura jurídica conocida

como el control de la constitucionalidad, la cual consiste en la revisión que realizan

los tribunales federales de un acto de autoridad, para determinar si observa y se

ajusta a la Constitución General de la República.

En el sistema juridico mexicano, el medio de control de la

constitucionalidad otorgado al gobernado para impugnar cualquier acto de

autoridad que estime vulnera sus garantias individuales, es el juicio de amparo ,

cuyo fundamento irrestricto lo es el contenido del artículo 103, fracción primera de

la Constitución General de la República, institución juríd ica por la que se

salvaguardan la esfera de derechos subjetivos públicos ante el poder de las

autoridades del Estado.

SEGUNDA.- En la Constitución General de la República, no sólo se

salvaguardan garantias individuales , también se contienen principios

fundamentales para el Estado, como el artículo 123 Constitucional , el cual

contempla y regula la situación de los trabajadores , que pueden ser de base, de

confianza , eventuales, etc.; y que sostienen un vinculo juridico con un patrón

privado, o bien mantienen una relación laboral con las Instituciones Publicas . Sin
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embargo , a pesar de estas diversificaciones, se considera que los rasgos

comunes de los trabajadores del Estado Mexicano, consisten en que sus

derechos son reconocidos constitucionalmente, irrenunciables e

imprescriptibles.

Sin embargo , actualmente el Estado tiene que contar con

instituciones que sin pertenecer al sector privado ni a la estructura de la

admin istración pública, le auxilien en el debido cumplimiento de sus funciones ,

razón por la cual se creó la figura jurídica del órgano constitucional autónomo . Uno

de los órganos más importantes en la dinámica del desarrollo del Estado, es el

Instituto Federal Electoral, entre otras cosas, por la trascendencia de sus

decis iones. En este orden de ideas, se estima que los servidores de dicha

institución, al tener un vínculo laboral con un órgano reconocido por la misma

Constitución General de la República, por ese solo hecho, cuentan también con

derechos irrenunciables e imprescriptibles, además de los que pueden hacer valer

en su calidad de gobernados .

TERCERA.- La administración pública es la forma de organización

imprescindible para el Estado mexicano . Se apoya en el sistema juridico vigente,

para que por su conducto , tengan sustento , lógica y aplicación las disposiciones

normativas que involucran a los órganos integrantes de dicha administración.

De acuerdo con lo anterior, para enfrentar los retos que presenta la

realidad actual, el legislador puede, e incluso se convierte en un deber, modificar

una parte del sistema jur idico nacional , para que nuevas figuras jurldicas puedan

participar en el desarrollo polltico-social del Estado. El Instituto Federal Electora l

es una prueba de ello; y, por consiguiente , dicho Instituto se encuentra sujeto a las

dispos iciones de la Constitución Federal, entre las que se encuentran , aquellas

que regulan las relaciones laborales.
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No obstante, se considera que debido a que la discusión sobre la

creación del Instituto Federal Electoral, se centró en las cuestiones estrictamente

electorales, otros asuntos que le concernían, como la situación laboral de sus

servidores, no fueron analizadas con profundidad por el legislador, lo que dio

como resultado un cuestionable esquema juridico.

CUARTA.- La actual normatividad constitucional electoral ,

principalmente el articulo 41 y 99 de la Carta Magna, prevén a las autoridades

electorales, incluyendo dentro de éstas al Tribunal Electoral del Poder Judicial de

la Federación. Sus resoluciones son de naturaleza electoral, ya que no solo

aplica e interpreta normas con ese carácter, sino que su creación obedeció a

la necesidad de contar la certeza de legalidad en los actos electorales.

El alcance de la presente investigación tuvo como propósito , entre

otras cosas, dilucidar los mecanismos que condujeran al mejoramiento de la

situación juridica de los servidores del IFE. Para perseguir tal objetivo , entre

otras propuestas , se consideró suficiente la discusión de las reformas propuestas,

pues estas tomarían como punto de partida el marco jur ídico actual, el cual no

permite la interposición del amparo directo. Ahora bien, no se considera un

obstáculo el que solo por ser emitidas dichas resoluciones por un tribunal del

Poder Judicial Federal, como lo es el tribunal electoral , no puedan ser revisadas

en cuanto a su legalidad o constitucionalidad, ya que por ejemplo, en el sistema

mexicano, los tribunales unitarios pueden conocer del juicio de amparo contra

actos de otros tribunales unitarios , respecto de los juicios de amparo indirecto

promovidos ante juez de distrito.

QUINTA.- Finalmente, otro aspecto al cual se pudo arribar y que

puede ser motivo de análisis y estudio de otra investigación, lo es el concerniente
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a la competenc ia del Tribuna l Electoral , respecto a las controversias de trabajo

entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores, pues tendria que replantearse

al abordar cuestiones juridicas ajenas al ámbito electoral , en este sentido , se

considera conveniente que, previa discusión , el marco normativo que fundamenta

dicha competenc ia sea reformado, para que el órgano que conozca de dichos

asuntos sea un tribunal familiarizado con la materia laboral, de esta manera

los servidores del Instituto Federal Electoral, podrían hacer valer sus derechos

plasmados y reconocidos por la Constitución Federal , ante las instancias más

convenientes para tal fin.

De acuerdo con lo anterior , seria conveniente la discusión sobre que

el Tribunal Electoral se aboque al conocimiento exclus ivo de las controversias

electorales, es decir, que los asuntos laborales del IFE y sus servidores sean

materia de análisis de otro órgano jurisdiccional, ahora bíen, esta propuesta

implicaria reformas de diferentes articulos de la Constitución a las ya planteadas ,

así como a las leyes reglamenta rias, lo cual es poco probable a corto plazo, pues

de conformidad con el articulo 135 Constitucional, las reformas constitucionales se

realizan con la anuencia del poder legislativo y de las legislaturas de las entidades

federativas, en virtud del principio de rigidez propio de la Carta Magna , lo que

significa que es complejo y tardado realizar modificaciones a las normas

constitucionales, aunada esta circunstanc ia a la actual vida polltica del pals, asl

corno a otros problemas de diversa índole que aquejan al Estado mexicano , los

cuales merecen especial prioridad para su estudio por Poder Legislativo , aunado

a que esta cuestión tendría que ser materia de otra investigación y análisis,

estableciendo sus ventajas y posibles desventalas.

SEXTA.- Hay diversos sectores de la sociedad mexicana que por

virtud de su naturaleza y entorno propios, sufren de problemas muy especificos y
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que requieren de un estudio propio. Tal es el caso de las reformas estructurales en

el sector energético, en materia laboral, e incluso, el de la nueva Ley de Amparo .

No constituye una excepción la situación de los servidores del Instituto Federal

Electoral, problema que se circunscribe a la falta de posibilidad de interponer

amparo cuando una resolución haya vulnerado una de sus garantías individuales ,

por un marco legal que se considera ínsuficiente para tal propósito. Por tanto, es

necesario el esfuerzo conjunto y la participación de esos sectores de la sociedad

mexicana que padecen diversas problemáticas, para que se encuentren

soluciones viables, pero es imprescindible, ante todo, la voluntad del Poder

Legislativo .
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